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Introducción

El estudio de caso como el camino 
para comprender el potencial regional

En el ámbito de la gestión pública y el desarrollo regional, el 
estudio de caso se propone como una herramienta destacada 
para comprender y abordar las complejidades de la realidad. 
Su capacidad para analizar situaciones reales y extraer lec-
ciones prácticas lo hace especialmente relevante para una 
mejor integración de América Latina y el Caribe, donde las 
políticas y programas públicos juegan un papel importante en 
la promoción del desarrollo regional.

A partir de que la Escuela de Derecho de Harvard (Harvard 
Law School) desarrolló un enfoque innovador con diferentes 
métodos y estrategias en materia de enseñanza e investiga-
ción, la academia se vio en la necesidad de adoptar e in-
corporar nuevos paradigmas como herramientas explicativas 
para abordar el estudio y análisis de la negociación, y la toma 
de decisiones, en pos del pensamiento crítico. Estos nuevos 
métodos se han convertido en instrumentos valiosos para 
profesionales de diversos campos, desde la diplomacia has-
ta la gestión empresarial, pasando por las ciencias sociales, 
la administración pública y el desarrollo económico. Uno de 
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los más destacados es el método de caso, desarrollado hace 
más de un siglo, en 1870, por Christopher Columbus Langde-
ll, que consiste en analizar casos reales de modo que permite 
identificar los problemas legales relevantes, investigar la ley 
aplicable y formular argumentos persuasivos (Lavilla Rubira, 
1988). A lo largo del siglo xx, este método fue copiado tanto 
por las ciencias económicas y los negocios (Núñez-Tabales 
et al., 2015) como por otras disciplinas, y es hoy una varia-
ble y una técnica de estudio con muchos adeptos, y con una 
metodología propia y establecida. Promueve el aprendizaje a 
través del análisis de casos reales y ayuda a los estudiantes a 
desarrollar habilidades analíticas, críticas y de resolución de 
problemas, especialmente al momento de abordar problemá-
ticas ligadas a la administración o las políticas públicas.

Contemporáneamente al crecimiento de estos métodos, se 
consolida el Sistema Económico Latinoamericano y del Cari-
be (SELA), una entidad intergubernamental fundada en 1975 
y dedicada a potenciar la cooperación y la integración eco-
nómicas entre las naciones latinoamericanas y caribeñas, 
cuya labor se enfoca en catalizar el diálogo entre Gobiernos 
y generar espacios de discusión sobre posibles políticas re-
gionales que atiendan los desafíos económicos compartidos. 
Actualmente, el SELA se centra en tres grandes ejes temá-
ticos primordiales: recuperación económica, digitalización e 
infraestructura, y desarrollo social, áreas que abarcan asun-
tos cruciales como comercio, tecnología, agricultura, energía, 
medio ambiente y otros pilares del desarrollo regional.

En disciplinas como las ciencias sociales y económicas, el 
estudio de caso es una alternativa pedagógica efectiva para 
explorar el desarrollo práctico de políticas y programas pú-
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blicos, como también para su estudio en profundidad y su 
posible aplicación a futuro. En este sentido, permite, a partir 
de una finalidad formativa y científica, la construcción y re-
construcción de evidencias sobre los resultados e impactos 
de políticas, proyectos y procesos de unidades de gestión de-
limitadas. Nace para transmitir conocimientos prácticos, y de 
ahí su relevancia para las ciencias económicas y empresaria-
les (Correa Jaramillo, 2022), y para el diseño de políticas pú-
blicas. Por tanto, hace posibles implementaciones más acer-
tadas sobre la base de experiencias puntuales al contrastar la 
práctica con la teoría.

Es sumamente importante establecer criterios para seleccio-
nar los casos o las unidades de análisis, pero para ello es 
necesario aclarar lo que sigue:

El término “caso”, en la forma utilizada aquí, se re-
fiere a la descripción narrativa de una situación de 
la vida real, incidente o suceso, que envuelve una 
o más decisiones. El caso presenta toda la informa-
ción básica apropiada que conduzca a la decisión 
o decisiones y puede o no puede incluir las decisio-
nes reales o las consecuencias de éstas. (Correa 
Jaramillo, 2002, p. 2)

Si tomamos cuestiones particulares, como el análisis de las 
organizaciones o la gestión organizativa, el estudio de casos 
ha permitido, a lo largo del tiempo, analizar y comprender la 
formación de competencias y habilidades directivas. Es claro 
que la gestión pública requiere de nuevas competencias de 
este tipo, así como también del conocimiento de cómo las ha-
bilidades en el sector directivo impactan en la producción de 
bienes y servicios. Este método convierte las organizaciones 
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en un “laboratorio” dinámico de aprendizaje donde el experi-
mento puede no solo mejorar las habilidades directivas de los 
sujetos, sino garantizar un aprendizaje correcto.

Núñez-Tabales et al. (2015) delinean un proceso estructurado 
de análisis de casos para la enseñanza superior que com-
prende cuatro fases. Haciendo un esfuerzo por adaptarlas 
a los objetivos aquí planteados, la fase inicial implicaría una 
“lectura detallada del caso y recopilación de información com-
plementaria” (p. 41). Esta etapa se concibe como el punto de 
partida necesario para familiarizarse con el caso y obtener la 
información esencial a fin de comprenderlo en su totalidad. 
La segunda fase, de reflexión, se caracteriza por el análisis 
de los casos desde distintas perspectivas, lo que facilita la 
formulación de ideas y las conclusiones pertinentes. Por su 
parte, la tercera fase, denominada “fase de contraste por los 
autores”, se caracteriza por el intercambio que se da sobre 
los casos presentados, ya sea en espacios de discusión es-
pecíficos, congresos, jornadas o en otras publicaciones, o in-
vestigadores que retomen las experiencias de esta casoteca 
para comentarlas o discutirlas en otros ámbitos. Finalmente, 
la cuarta fase implica sintetizar y formalizar las ideas surgidas 
del análisis del caso luego de cierto tiempo, lo que contribuye 
a una comprensión más profunda y a la elaboración de pro-
puestas o soluciones. 

A partir de la cuarta fase se puede explotar el potencial del 
método para planificar y plantear políticas públicas sobre dife-
rentes cuestiones o problemas, empezando por la relación que 
puede establecerse entre estas cuatro etapas y las plantea-
das por Anderson (1975); su Modelo Secuencial de Políticas 
Públicas describe el proceso de formulación en cinco etapas: 
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definir una agenda, discutir sobre una cuestión problematiza-
da, tomar una decisión, implementar una política pública y, 
finalmente, evaluar sus resultados. La complejidad del proce-
so, que está influenciado por factores políticos, sociales y éti-
cos, radica en la interacción entre diversos actores, además 
de que la formulación de políticas es un proceso dinámico 
y no lineal, que está sujeto a conflictos y negociaciones. De 
esta forma, destaca que es necesario evaluar continuamente 
la efectividad y el impacto de las políticas implementadas, y 
que la retroalimentación de este proceso no es lineal, sino 
que vuelve a su punto de origen.

Figura 1
Modelo secuencial de políticas públicas

Nota: Elaboración propia con base en los desarrollos de Anderson (1975).

La importancia de utilizar estudios de caso, por tanto, se funda 
en que este método permite a una institución regional como el 
SELA recopilar y analizar diferentes aspectos de programas 
y temáticas particulares, generar una guía de buenas prácti-
cas y desarrollar un análisis en profundidad sobre diversas 
cuestiones. Por este motivo, una herramienta como una ca-
soteca o casebook (Lavilla Rubira, 1988) sirve para construir 
una colección de casos que se consideran relevantes y tam-
bién sistematizar y difundir un conocimiento riguroso y amplio 
sobre cómo se gestionan políticas y programas públicos en 
América Latina y el Caribe. En otras palabras, los estudios de 
caso proporcionan un contexto específico y detallado sobre 
los desafíos, las oportunidades y las dinámicas económicas 
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en determinados países o regiones, en este caso, América 
Latina y el Caribe. A su vez, esto hace posible que el SELA 
comprenda más profundamente las realidades económicas y 
sociales de la región. 

A partir de la información obtenida, los casos sirven como base 
empírica para la formulación de políticas y estrategias econó-
micas, y su análisis permite identificar patrones, tendencias 
y mejores prácticas aplicables en otros contextos dentro de 
la región. Estos datos son clave para la toma de decisiones 
informadas y la implementación de políticas efectivas que im-
pulsen el desarrollo económico y social en toda la región. Es 
por eso por lo que una casoteca también es una herramienta 
para la capacitación de funcionarios gubernamentales, aca-
démicos y profesionales en temas económicos específicos, 
ya que permite al SELA utilizar estos casos en programas 
de formación y talleres para fortalecer las capacidades técni-
cas y analíticas de los actores clave en los países miembros. 
Esto contribuye a mejorar la capacidad de las naciones con 
el objeto de diseñar e implementar políticas económicas que 
aborden los desafíos locales de manera eficaz.

Además, se busca facilitar el intercambio de experiencias en-
tre los países miembros del SELA. Al presentar casos exito-
sos y lecciones aprendidas, se fomenta el diálogo y la cola-
boración en la región, lo que hace posible que aprendan unos 
de otros y se beneficien mutuamente de sus experiencias, 
con un intercambio de conocimientos que contribuye signifi-
cativamente a la resolución de problemas comunes y al forta-
lecimiento de la integración regional. Asimismo, estos casos 
sirven como punto de partida para investigaciones más pro-
fundas sobre temas económicos específicos y se transforman 
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en herramientas de suma utilidad para el SELA en función de 
análisis comparativos, estudios longitudinales y evaluaciones 
de impacto que impulsan el avance del conocimiento en te-
mas relevantes para la región. 

Una casoteca, entonces, es un dispositivo que almacena 
una serie de casos reales o experiencias que sirven como 
base para la toma de decisiones en la Administración pública 
y en otros ámbitos. Una colección de estas características 
es también una herramienta para los diferentes niveles de 
Gobierno, pues posibilita la consolidación de los procesos de 
integración y de los proyectos desarrollados desde el SELA 
en sus programas de trabajo. Una casoteca como la que se 
configura en este libro implica una recopilación profunda de 
casos sobre las principales temáticas de la coyuntura actual, 
que permite compartir las experiencias y habilitar los debates 
pertinentes para descubrir qué medidas conviene tomar. 
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Figura 2

Motivos para utilizar una casoteca o un libro de estudios de 
casoNota: Elaboración propia.

Motivo Descripción

Aprendizaje a partir de 
la experiencia

Ofrece una visión práctica de las políticas y 
programas públicos, permitiendo aprender de 
los éxitos, fracasos y puntos críticos de las 
experiencias analizadas.

Toma de decisiones 
informada

Proporciona evidencia empírica y análisis 
sobre el impacto de las políticas o programas 
en cuestión, facilitando la toma de decisiones 
basada en estas evidencias.

Difusión de 
conocimiento

Facilita la transferencia de conocimiento en-
tre funcionarios y representantes de diferen-
tes países, administraciones o instituciones, 
posibilitando la democratización y acceso a 
información para la mejora de la gestión.

Mejora de la capacidad 
de análisis crítico

Permite identificar y construir problemas, 
evaluar información y formular soluciones 
con base en casos reales y en experiencias 
ocurridas en otros países.

Rendición de cuentas Favorece un mayor escrutinio público de las 
políticas y programas públicos, promoviendo 
la transparencia, la responsabilidad y la ac-
countability de los gestores públicos.

Promoción del pensa-
miento estratégico

Abre la posibilidad de desarrollar una visión 
de largo plazo y anticipar escenarios pros-
pectivos y posibles consecuencias de las 
decisiones, permitiendo la mejor toma de 
decisiones bajo presiones o problemas.
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Fomento de la 
innovación

Muestra nuevas ideas y soluciones a los 
problemas que enfrentan las administracio-
nes públicas, permitiendo compartir ejemplos 
y experiencias valiosas para el desarrollo de 
la región.

Estímulo de la 
capacitación

Puede ser utilizada como una herramienta 
pedagógica para el desarrollo de habilidades 
analíticas, para la toma de decisiones y para 
la promoción del aprendizaje continuo en el 
ámbito público.

Fomento de la 
colaboración

Estimula la colaboración entre diferentes 
áreas de la administración pública de los 
países miembros, instituciones o regiones, 
fomentando el desarrollo de la cooperación 
regional.

Mejora de la 
comunicación

Facilita la construcción de un lenguaje co-
mún sobre una serie de temas para discutir y 
debatir sobre políticas públicas, sus impactos 
y resultados, opimizando la comunicación 
efectiva entre los actores involucrados.

Mecanismo de 
memoria institucional

Ayuda a conservar el conocimiento y la ex-
periencia acumulada por instituciones, áreas 
o programas, validando y consolidando las 
prácticas llevadas a cabo por los distintos 
países en los repositorios de los organismos 
internacionales.

Nota: Elaboración propia.

Por todo lo mencionado, una casoteca sirve para impulsar 
el aprendizaje, la innovación, la mejora continua de la ges-
tión pública y se configura como un instrumento para cons-
truir una Administración más eficiente, eficaz, transparente y 
abierta. Esta colección, particularmente, contribuye al estudio 
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y conocimiento de realidades disímiles a partir de la reseña de 
casos a fin de replicar buenas prácticas o colaborar con una 
gestión de calidad e innovadora en los diferentes países que 
componen el SELA. De esta manera, enfrenta activamente a 
los lectores con problemas reales sobre los cuales se puede 
aprender (Cienfuegos Alvarado et al., 2018).

Ahora bien, para comprender plenamente las complejidades 
y los desafíos económicos y sociales que enfrenta la región, 
es esencial abordar distintos casos que reflejen la diversidad 
de situaciones y contextos. Al incluir una amplia muestra, se 
obtiene una visión más completa y holística de las realidades 
regionales, diversidad que no solo permite identificar patro-
nes y tendencias comunes, sino también resaltar las diferen-
cias y particularidades que requieren enfoques específicos. 
Asimismo, al examinar una variedad de casos, se pueden 
extraer lecciones y mejores prácticas que sean aplicables en 
diferentes contextos, lo que contribuye a fortalecer la capaci-
dad de respuesta y adaptación ante los desafíos cambiantes.

Con respecto a lo anterior, la colaboración entre una amplia 
gama de actores es fundamental para la relevancia de los es-
tudios de caso en la promoción del desarrollo regional, por lo 
que el aporte de Gobiernos, empresas, organizaciones de la 
sociedad civil, instituciones académicas y organismos interna-
cionales en la selección, análisis y aplicación de los estudios 
de caso garantiza una perspectiva integral y equilibrada. Esta 
colaboración facilita el intercambio de conocimientos, expe-
riencias y recursos entre diferentes sectores, y promueve un 
enfoque cooperativo para abordar los desafíos comunes de 
manera que fomenta la transparencia, la rendición de cuentas 
y la legitimidad de las intervenciones y las políticas propues-
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tas. En última instancia, esta colaboración multidisciplinaria 
y multisectorial maximiza el impacto y la efectividad de las 
soluciones desarrolladas a partir de los estudios de caso, lo 
que propicia un desarrollo regional más inclusivo y sostenible. 

Por otro lado, se entiende la importancia de analizar de for-
ma profunda y detallada aspectos centrales de la coyuntura 
actual y construir una agenda de futuro común pero con evi-
dencias y datos reales. Al trabajar con casos específicos, se 
gana en profundidad, aunque se pierde un poco en extensión 
o sistematicidad (Lavilla Rubira, 1988). Para ello, un abordaje 
que tenga en consideración aspectos cuantitativos y cualitati-
vos de los casos seleccionados permite plasmar su potencial 
en la búsqueda de más y mejor integración, y cabe resaltar 
que cada uno de los casos de esta colección responde a los 
ejes de trabajo que el SELA se propone hasta el 2026. Se 
ha llevado adelante una investigación exploratoria sobre el 
desarrollo, los impactos y los antecedentes de los casos in-
corporados para lograr una mayor comprensión de cada uno 
y brindar al lector información actualizada y completa.

Trabajar con métodos que tienen su origen en una estrategia 
universitaria utilizada para la enseñanza del derecho plantea 
algunos desafíos para su aplicación en el ámbito económico 
y en organismos internacionales. Por un lado, una estrategia 
pedagógica como esta se centra en aspectos específicos que 
pueden no ser directamente transferibles al ámbito interna-
cional, por lo que adaptar estos métodos para abordar cues-
tiones económicas y sociales requiere un análisis cuidadoso 
y una comprensión profunda de los principios subyacentes. 
Por otro lado, al centrarse en casos, la estrategia de inves-
tigación puede ser más cualitativa y estar basada en mode-
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los teóricos, lo que vuelve necesario ampliar la estrategia y 
triangular enfoques, actividad que exige una combinación de 
habilidades y conocimientos interdisciplinarios.

A partir de lo expuesto, se ha elaborado la presente caso-
teca, que trata una gran variedad de temas relevantes para 
América Latina y el Caribe, desde la ciberdiplomacia hasta 
la gestión de riesgos por desastres. El caso inicial describe 
cómo la ciberdiplomacia y la infraestructura digital pueden 
mejorar la cooperación regional. Posteriormente, se aborda 
la digitalización de los puertos y cómo afecta al comercio para 
luego enfocarse en analizar las cadenas de valor público en 
los ecosistemas digitales. Acto continuo, se analiza la iden-
tificación de nichos productivos y estrategias de encadena-
miento en la región, así como la competencia y el comercio 
en la integración regional. Se prosigue con el enfoque en la 
disminución de las disparidades de género en las pequeñas 
y medianas empresas (pymes), seguido por el análisis de 
las capacidades estatales en el ámbito público y la econo-
mía del comportamiento como herramientas para promover 
el progreso. Se considera también el papel de las incubado-
ras de mipymes (micro, pequeñas y medianas empresas) y 
las políticas de convergencia intersecretarial en la región. Por 
último, la importancia de los foros de comercio e inversiones 
con China, y la consolidación de un protocolo para la gestión 
integral del riesgo de desastres también son casos presentes 
en esta casoteca.

Estos casos tan diversos y relevantes forman parte de distin-
tas actividades que el SELA lleva a cabo y que están plasma-
das en su Programa de Trabajo 2022-2026, estructurado en 
tres ejes temáticos fundamentales para el desarrollo integral 
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de América Latina y el Caribe. En el Eje Temático I, Recu-
peración Económica, se promueve la integración económica 
regional y la facilitación del comercio a través de tres pro-
gramas: el Programa I, Integración Económica, contempla el 
Proyecto A, Convergencia y Cooperación Institucional para 
la Integración Regional, y el Programa II, Facilitación del Co-
mercio, incluye actividades ordenadas a partir del Proyecto A,  
Red de Puertos Digitales y Colaborativos, y del Proyecto B, 
Promoción del Comercio en América Latina y el Caribe. Por 
último, este eje contiene un Programa III sobre pymes que, a 
su vez, encuadra el Proyecto A, Articulación Productiva para 
el Fortalecimiento de las Pymes, y el Proyecto B, Aprovechan-
do las Oportunidades de las Industrias de Bienes y Servicios 
Culturales y Creativos para la Reactivación Económica. 

Por su parte, en el Eje Temático II, Digitalización e Infraestruc-
tura, se enmarca el Programa I, titulado Transformación Digital 
e Infraestructura Energética Sustentable, que abarca el Pro-
yecto A, Tecnologías de Información e Infraestructura Energéti-
ca Sustentable para el Desarrollo. Las actividades en este eje, 
entonces, van desde concursos para startups hasta seminarios 
sobre conectividad rural, pasando por actividades relacionadas 
con la gobernabilidad y la digitalización, la protección marítima 
y portuaria, y la integración eléctrica regional.

Por último, el Eje Temático III, Desarrollo Social, se enfoca en 
el desarrollo sostenible y resiliente, la gestión integral del ries-
go de desastres y la promoción de una perspectiva integral 
sobre la movilidad humana. Este eje encuadra el Programa I, 
Desarrollo Sostenible y Resiliente, que incluye el Proyecto A, 
Apoyo Técnico para la Cooperación y Desarrollo Sostenible 
de América Latina y el Caribe, y el Proyecto B, Construcción 
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de Capacidades para el Sector Público Regional. El Programa 
II, Gestión Integral del Riesgo de Desastres y Cambio Climáti-
co, contiene un proyecto homónimo que engloba actividades 
que apuntan en esta dirección. Finalmente, en el Programa 
III, Promoción de una Visión Integral de la Movilidad Humana, 
se enmarcan el Proyecto A, Buenas Prácticas en Políticas Mi-
gratorias, y el Proyecto B, Desarrollo Social y Migración.

Estos ejes, programas y proyectos reflejan el compromiso del 
SELA con el impulso de iniciativas que contribuyan al creci-
miento económico, la sostenibilidad y la resiliencia en la re-
gión, y los casos incluidos en el presente libro muestran solo 
algunas de las propuestas mencionadas. En este sentido, el 
estudio de caso y la elaboración de una casoteca son herra-
mientas valiosas y originales para el SELA en su búsqueda de 
promover la cooperación e integración económica en América 
Latina y el Caribe. Su capacidad para ofrecer una compren-
sión profunda de las realidades económicas y sociales de la 
región, así como para proporcionar evidencia empírica y lec-
ciones prácticas, lo convierte en un instrumento interesante 
para la toma de decisiones informadas y el intercambio de 
experiencias entre los países miembros. A la luz de la falta de  
uso de un método como este en los organismos internacio-
nales, la propuesta de esta casoteca representa una oportu-
nidad para avanzar hacia una gestión pública más eficiente, 
transparente y basada en la evidencia.
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1

Ciberdiplomacia en América Latina y el Caribe

EJE TEMÁTICO II: Digitalización e Infraestructura
PROGRAMA I: Transformación Digital e Infraestructura 
Energética
PROYECTO A: Tecnologías de Información e Infraestructura 
Energética Sustentable para el Desarrollo

Resumen

El caso de la ciberdiplomacia en América Latina y el Caribe, 
contemplado en el Eje Temático de Digitalización e Infraes-
tructura del Programa de Trabajo 2022-2026 del SELA, ofre-
ce un análisis sobre la intersección entre diplomacia, tec-
nología y políticas públicas en la región. El estudio destaca 
la importancia de cerrar las brechas digitales y de infraes-
tructura para promover el desarrollo económico y social, y 
subraya el papel de la ciberdiplomacia en el fomento de la 
cooperación regional en materia de ciberseguridad. En vista 
de la necesidad de políticas públicas inclusivas y adaptati-
vas, así como de una mayor colaboración regional, enfatiza 
la importancia de un enfoque integral y colaborativo para 
aprovechar plenamente las oportunidades que ofrece la era 
digital e impulsar una mayor inclusión y equidad en las rela-
ciones internacionales en la región.
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Introducción

En la era contemporánea de la información, cuando se su-
ceden transformaciones digitales constantemente, tanto el 
campo de la diplomacia como el de la formulación de políti-
cas públicas han experimentado cambios significativos im-
pulsados por el avance de las tecnologías de la información 
y la comunicación (TIC). En este contexto, la cooperación 
regional obliga a repensar las políticas de innovación e in-
corporación de tecnología, la creación de procesos de in-
teroperabilidad y la masificación de buenas prácticas para 
fortalecer las capacidades gubernamentales, así como para 
llevar adelante nuevas formas en los procesos de regionali-
zación. En este sentido, el Eje Temático Digitalización e In-
fraestructura del Programa de Trabajo 2022-2026 del SELA 
destaca la importancia de cerrar las brechas digitales y de 
infraestructura en la región para promover el desarrollo eco-
nómico y social. En este eje, el Programa I, Transformación 
Digital e Infraestructura Energética Sustentable, apunta a 
impulsar la inclusión digital, promover la conectividad regio-
nal, desarrollar infraestructura sostenible y fomentar el uso 
de energías verdes; el proyecto específico Tecnologías de 
Información e Infraestructura Energética Sustentable para el 
Desarrollo, por su parte, busca reducir las brechas digitales, 
mejorar el acceso a la energía en zonas rurales y promover 
la transición hacia fuentes de energía limpia y sostenible. 
Con ello se pone de manifiesto el papel que desempeña el 
SELA en el incentivo de la ciberdiplomacia en la región al 
facilitar espacios de diálogo y de capacitación en materia de 
ciberseguridad y ciberdiplomacia. 
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La ciberdiplomacia se refiere al uso estratégico de las tec-
nologías cibernéticas y de la información en el ámbito de las 
relaciones internacionales y a la capacidad de los Estados 
para acordar la regulación del mundo digital (Barrinha y Re-
nard, 2017; Riordan, 2019). Este enfoque va más allá de las 
simples comunicaciones digitales e incluye aspectos como la 
ciberseguridad, la gestión del ciberespacio y la protección de 
infraestructuras críticas, por lo que implica la adopción de po-
líticas, estrategias y acciones específicas para promover los 
intereses nacionales en el entorno digital, abordando tanto las 
oportunidades como los desafíos que el ciberespacio presen-
ta a nivel internacional (SELA, 2024). Por otro lado, la diplo-
macia digital se centra en el uso de plataformas y herramien-
tas digitales para facilitar la comunicación, la cooperación y 
las negociaciones entre Estados y actores internacionales 
(Barrinha y Renard, 2017; Riordan, 2019). Esto incluye el uso 
de redes sociales, aplicaciones de mensajería y plataformas 
en línea para promover el diálogo diplomático, la diplomacia 
pública y la participación ciudadana en los asuntos interna-
cionales. Mientras tanto, el término e-diplomacia se utiliza a 
menudo como un concepto más amplio que abarca tanto la 
diplomacia digital como otros aspectos de la diplomacia elec-
trónica, como el intercambio de información, la gestión de da-
tos y la cooperación en línea entre Estados y organizaciones 
internacionales (Rodríguez Gómez, 2015). 

Conectividad, gobierno electrónico 
y políticas públicas
Las políticas públicas son elementos de primer orden en la 
configuración del entorno digital y en el desarrollo de las ca-
pacidades digitales de los Estados, escenario en el que el 
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avance de las TIC es un motor de las políticas de integración 
que comprenden procesos digitales en la gestión pública. Ac-
ceder a internet, hacer un trámite desde la propia casa o estar 
comunicado a través de un dispositivo móvil son algunas de 
las situaciones que se toman en cuenta al momento de cono-
cer el desarrollo del ecosistema digital de la región.

El índice de desarrollo del gobierno electrónico (EGDI, por su 
sigla en inglés), de las Naciones Unidas, mide los servicios 
en línea, la infraestructura de telecomunicaciones, el capital 
humano y la participación electrónica, por lo que se constituye 
como una medida comparativa del nivel en que se encuentran 
los Estados en la cuestión del gobierno electrónico. Este índi-
ce mostró una evolución disímil entre 2016 y 2018 en América 
Latina y el Caribe. En un intervalo de 0 a 1, este índice agrupa 
los resultados de los países en cuatro niveles: muy alto, de 
0,75 a 1,00 inclusive; alto, de 0,50 a 0,7499 inclusive; medio, 
de 0,25 a 0,4999 inclusive, y bajo, de 0,0 a 0,2499 inclusive 
(Department of Economic and Social Affairs [DESA], 2022). 
Para la edición de 2018, solo Uruguay logró un puntaje muy 
alto con un total de 0,785; del resto de los países de la región, 
veintidós alcanzaron un puntaje considerado alto (entre ellos, 
Chile, Argentina, Colombia, Brasil y México), mientras que el 
resto presentó un puntaje medio. Es importante resaltar que, 
en esta edición, ningún país registró un puntaje bajo, lo que 
refleja un buen posicionamiento para el conjunto de países de 
América Latina y el Caribe en materia de gobierno electrónico.

A partir de los datos de 2022, se puede observar que el pro-
medio global es solo superado por diecinueve de los treinta 
y tres países de la región, cantidad que representa el 58 %. 
Durante ocho años consecutivos, Uruguay ha consolidado 
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su posición como líder regional, mientras que Perú alcanzó 
por primera vez el nivel muy alto al igual que Uruguay, Chile, 
Argentina, Brasil y Costa Rica (único país no sudamericano 
en la categoría). Los países mejor ubicados en el Caribe son 
Bahamas y Granada, que muestran un nivel alto. Por otro 
lado, solo mejoró su posición global un tercio de los países 
de la región, con el avance destacado de Granada (que ha 
ascendido doce lugares a nivel regional y treinta y seis a nivel 
mundial); Surinam (que ha subido cinco posiciones a nivel 
regional y catorce a nivel mundial); Perú (que ha ascendido 
cuatro lugares a nivel regional y doce a nivel mundial); Ja-
maica (que ha subido tres posiciones a nivel regional y doce 
a nivel mundial); San Cristóbal y Nieves (que ha ascendido 
dos lugares a nivel regional y ocho a nivel mundial), y Guyana 
(que ha subido tres posiciones a nivel regional y seis a nivel 
mundial) (DESA, 2022).

Por otro lado, hay diversos aspectos que hacen al entorno 
digital y deben ser considerados, entre los que se encuen-
tra la conectividad. En ese sentido, el Banco Interamerica-
no de Desarrollo (BID) ha elaborado un índice del desarro-
llo de banda ancha (IDBA) teniendo en cuenta la existencia 
de políticas públicas y la visión estratégica de los países, la 
regulación estratégica, la infraestructura digital y el nivel de 
capacitaciones y aplicación (García Zeballos et al., 2023). 
Por su parte, la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (CEPAL) tiene un Observatorio Regional de Banda 
Ancha (ORBA) que ha determinado que menos del 40 % de 
la población en la región posee conocimientos básicos de in-
formática (CEPAL, 2021).
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Figura 3

Ranking de países de América Latina y el Caribe según el 
índice IDBA 2021-2022

Lugar País Puntaje

1 Chile 5,75

2 Brasil 5,35

3 Costa Rica 5,29

4 Bahamas 5,15

5 Uruguay 5,15

6 Barbados 5,09

7 Argentina 4,96

8 México 4,76

9 Panamá 4,54

10 Jamaica 4,53

11 Perú 4,51

12 Promedio ALC 4,48

13 Colombia 4,45

14 Trinidad y Tobago 4,44
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15 Belice 4,31

16 República Dominicana 4,27

17 Ecuador 4,22

18 Paraguay 4,07

19 Bolivia 4,01

20 Surinam 3,96

21 Venezuela 3,95

22 El Salvador 3,47

23 Honduras 3,45

24 Guyana 3,44

25 Guatemala 3,42

26 Nicaragua 3,29

27 Haití 1,96

Nota: Adaptado del Informe anual del Índice de Desarrollo de la Banda 
Ancha: brecha digital en América Latina y el Caribe. IDBA 2022, p. 28, por 
García Zeballos et al., 2023, BID.
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Regulaciones, fomento y acceso a la tecnología 

Si se piensa la ciberdiplomacia como una disciplina y un 
ejercicio que puede ayudar en el camino de la integración 
entre países, algunos aspectos son fundamentales para su 
desarrollo. La protección de la privacidad en línea, por ejem-
plo, es una preocupación creciente en diferentes países, 
sobre todo, para avanzar en procesos de integración. Las 
políticas públicas relacionadas con la regulación de la priva-
cidad y la protección de datos son clave para garantizar que 
los usuarios puedan confiar en el uso seguro y responsable 
de sus datos personales por parte de diferentes platafor-
mas, como también de sistemas y servicios desarrollados o 
alojados en otras latitudes.

En esta línea, es necesario fomentar tanto la innovación 
como la competitividad en la economía digital, ya que son 
otros elementos importantes para generar estándares y he-
rramientas digitales de uso público. A través de incentivos 
fiscales, subvenciones y programas de apoyo a las activida-
des de investigación y desarrollo (I+D), los Gobiernos pro-
mueven un entorno propicio para la creación y adopción de 
nuevas tecnologías.

Sin embargo, lo más relevante es la posibilidad de pensar 
en la inclusión digital y en el acceso equitativo a la tecnolo-
gía para garantizar que todos los ciudadanos experimenten 
las ventajas que las TIC ofrecen en cuanto elemento esencial 
para reducir la brecha digital y promover la igualdad de opor-
tunidades. En conjunto, estos aspectos muestran la impor-
tancia de una política pública sólida y adaptada a la época 
contemporánea, enmarcada en decisiones políticas con un 
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impacto significativo en la forma en que se desarrolla y se 
utiliza la tecnología.

América Latina y el Caribe enfrenta todavía desafíos espe-
cíficos en el ámbito de la transformación digital y en el de la 
diplomacia cibernética. Según García Zaballos et al. (2023), 
la brecha digital en la región y la necesidad de políticas inclu-
sivas que promuevan el acceso equitativo a la banda ancha 
son temas importantes que resolver, mientras que Bustos Fra-
ti y Aguerre (2021) proponen un marco analítico para abordar 
políticas públicas sobre ciberseguridad, destacando la impor-
tancia de una estrategia integral para afrontar las amenazas 
digitales. En esta línea, Mazzucato (2022) argumenta a favor 
de un papel activo del Estado en el fomento de la innovación 
tecnológica a través de políticas públicas progresistas, que 
son un camino para acortar la brecha digital y promover nue-
vas relaciones sociales entre el Estado y los ciudadanos, así 
como entre diferentes países o niveles estatales. 

En lo que respecta específicamente a la ciberseguridad, Bus-
tos Frati y Aguerre (2021) destacan los tres principales mode-
los que se han creado durante los últimos años para evaluar la 
seguridad en entidades públicas. Entre ellos, se encuentra el 
Modelo de Madurez de Capacidad de Seguridad Cibernética, 
desarrollado por el BID junto con la OEA y el Centro de Cons-
trucción de Cibercapacidades de la Universidad de Oxford, 
que analiza aspectos como política, educación y tecnología. 

La evolución de la diplomacia digital
La región ha evolucionado en respuesta a los cambios geopo-
líticos globales y a los desafíos regionales de la mano de or-
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ganismos como la Comunidad de Estados Latinoamericanos 
y Caribeños (CELAC), la Alianza Bolivariana para los Pue-
blos de Nuestra América (ALBA), el Mercado Común del Sur 
(Mercosur) y el SELA, instituciones de trabajo mancomunado 
dirigido a fortalecer la integración regional, promover el desa-
rrollo sostenible y enfrentar desafíos comunes. Para América 
Latina y el Caribe, la ciberdiplomacia representa tanto opor-
tunidades como desafíos por considerar, y el SELA reconoce 
la imperativa necesidad de entender el nuevo paradigma di-
plomático y adaptarse a él. Por ello, ha trabajado para ofre-
cer distintos cursos e instancias de capacitación sobre ciber-
diplomacia, ya que, a partir de su ejercicio, se plantea una 
oportunidad para robustecer los procesos de integración en 
la región y brindar soluciones ágiles a controversias difíciles 
de resolver. 

El artículo de Rodríguez Gómez (2015) plantea una cues-
tión importante: si la diplomacia digital representa una mera 
adaptación al mundo digital o constituye un nuevo modelo 
de diplomacia en el siglo xxi. En América Latina y el Ca-
ribe, donde la conectividad está en crecimiento —aunque 
con ciertas limitaciones—, la diplomacia digital está consoli-
dándose como una herramienta para promover los intereses 
nacionales y participar en la arena internacional de manera 
más efectiva. En este sentido, la necesidad de políticas pú-
blicas adecuadas y marcos normativos claros se convier-
te en un imperativo para aprovechar las oportunidades y 
mitigar los riesgos asociados, máxime cuando la creciente 
interconexión digital ha aumentado la vulnerabilidad de la 
región frente a amenazas cibernéticas, como ciberataques, 
ciberespionaje y desinformación. 
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Por su parte, el estudio de Vega (2023) proporciona una vi-
sión detallada de la ciberdiplomacia en América Latina en la 
que analiza sus diferentes niveles de implementación, los en-
foques adoptados por los Estados y la velocidad de adopción 
de tecnologías digitales en el ámbito diplomático. Se destaca 
cómo los países de la región están adaptándose a los desa-
fíos y oportunidades que ofrece la ciberdiplomacia, y cómo 
estas iniciativas están moldeando las relaciones internacio-
nales en la región. Este autor distingue dos perspectivas de 
la ciberdiplomacia: a nivel hemisférico, se enfoca en la se-
guridad con la promoción de la cooperación gradual a partir 
del trabajo, principalmente, de la OEA, mientras que, a nivel 
subregional, se aborda desde una óptica económica y del uso 
de las TIC, que emerge en la agenda institucional.

Techplomacia: el papel de los embajadores 
tecnológicos
La economía digital se ha establecido como un pilar para el 
desarrollo y el crecimiento de las naciones de la región en las 
últimas décadas, pues ofrece nuevas oportunidades para la 
innovación, el comercio y la inclusión social. En este contexto, 
la techplomacia se ha convertido en una herramienta impor-
tante que permite a los países fortalecer sus relaciones inter-
nacionales y abordar desafíos globales como la ciberseguri-
dad y la gobernanza de internet. En esta misma línea, para 
Riordan y Torres Jarrín (2020), el concepto de techplomacia y 
el papel de los embajadores tecnológicos en la promoción de 
los intereses nacionales en el ciberespacio revisten la mayor 
importancia para entender y fortalecer la ciberdiplomacia y 
las relaciones entre los Estados nacionales, los organismos 
internacionales, las organizaciones de la sociedad civil y las 
big tech companies. 
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La ciberdiplomacia se presenta como una disciplina en evolu-
ción constante que requiere una respuesta multilateral y coo-
perativa basada en el derecho internacional para enfrentar los 
desafíos políticos y geopolíticos emergentes en el ciberespa-
cio, de manera que es importante consolidar la ciberseguridad 
y adoptar estrategias proporcionales a las amenazas del ci-
berespacio, caracterizado por fronteras difusas y actores con 
jurisdicciones no definidas. En este sentido, la techplomacia y 
la ciberdiplomacia pueden complementarse a fin de explorar 
las interacciones entre los Estados y las grandes empresas 
tecnológicas, regular su influencia en el ciberespacio y pro-
mover un uso seguro y equitativo de la tecnología.

Figura 4  

Digitalización de procesos productivos en OCDE y América 
Latina y el Caribe en 2018

Nota: Adaptado de “Datos y hechos sobre la transformación digital” (p. 21), 
por la CEPAL 2021, Documentos de proyectos (LC/TS.2021/20).
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Por otro lado, las monedas digitales y las criptomonedas re-
presentan un gran cambio en el sistema financiero mundial, 
que plantea desafíos y oportunidades significativas para la 
gobernanza global y las relaciones internacionales. Es nece-
sario encarar este fenómeno desde una perspectiva regional 
que impulse la investigación, la educación y la regulación de 
estas monedas para garantizar un entorno seguro, transpa-
rente y eficiente para las transacciones digitales.

Conclusiones
La intersección entre la diplomacia digital y la política pública 
en las últimas décadas plantea retos y abre posibilidades para 
los actores gubernamentales, los organismos internacionales 
y las organizaciones de la sociedad civil. Se deben abordar 
estos temas de manera integral y colaborativa, reconociendo 
la importancia de políticas públicas inclusivas y adaptativas 
que promuevan un uso ético y equitativo de las tecnologías 
digitales en beneficio de todos los ciudadanos.

La falta de capacidades especializadas en ciberseguridad, la 
ausencia de marcos normativos cohesivos y la dependencia 
de infraestructuras críticas vulnerables son preocupaciones 
urgentes que requieren atención en esta área. Dado que la 
cooperación regional en materia de ciberseguridad permite 
fortalecer la resiliencia y proteger los intereses nacionales y 
regionales, la ciberdiplomacia adquiere una gran importancia: 
la gobernanza de internet en América Latina y el Caribe es un 
tema emergente que involucra múltiples actores, que incluye 
a Gobiernos, al sector privado, a la sociedad civil y a orga-
nismos internacionales. La búsqueda de un equilibrio entre 
la regulación estatal y la libertad en línea; la protección de 
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los derechos digitales, y la promoción de una internet abierta, 
segura y accesible para todos son desafíos primordiales en la 
agenda regional.

La ciberdiplomacia, impulsada por los avances tecnológicos 
y la creciente digitalización de la sociedad, está cambiando 
el panorama diplomático. Desde la concentración infocomu-
nicacional hasta los impactos recíprocos entre diplomacia e 
inteligencia artificial, la región enfrenta una serie de retos y 
encuentra posibles respuestas en este nuevo entorno digital. 
Es fundamental que los Estados latinoamericanos y caribe-
ños adapten sus estrategias diplomáticas a estas realidades 
cambiantes, aprovechando las herramientas digitales para 
fomentar la cooperación internacional, proteger la seguridad 
cibernética y defender sus intereses en el escenario global. 
En última instancia, la ciberdiplomacia en América Latina y 
el Caribe requiere un enfoque integral y colaborativo que 
reconozca tanto los beneficios como los riesgos de la era 
digital y trabaje hacia una mayor inclusión y equidad en las 
relaciones internacionales.
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Smartports: la transformación digital portuaria 
y su impacto comercial

EJE TEMÁTICO I: Recuperación Económica
PROGRAMA II: Facilitación del Comercio
PROYECTO A: Red de Puertos Digitales y Colaborativos

Resumen

El concepto de smartports, o puertos digitales, está ganando 
terreno en América Latina y el Caribe como una estrategia 
para mejorar la eficiencia, la competitividad y la sostenibilidad 
en la logística y en el comercio exterior. Aunque ya existen 
ejemplos de puertos digitales en la región, como los de Pana-
má, Perú, Brasil, México y Colombia, aún se enfrentan desa-
fíos relacionados con la infraestructura digital, la capacitación 
del personal y la inversión financiera.

Se espera que la adopción de puertos digitales continúe en 
aumento debido al crecimiento del comercio electrónico, la 
inversión en infraestructura y el desarrollo de nuevas tecno-
logías, lo que podría favorecer la eficiencia operativa, reducir 
costos y elevar la competitividad en el mercado global. Por 
ejemplo, la iniciativa de la Red de Puertos Digitales y Cola-
borativos del SELA busca fortalecer la colaboración entre los 
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puertos en la región a través de la sostenibilidad ambiental 
portuaria, la protección marítima y la institucionalización de 
la Red con el objetivo de impulsar el comercio y la economía 
regionales hacia el futuro.

Introducción
La transformación digital está impactando en todos los secto-
res económicos, incluidos el comercio exterior y la logística, 
motivo por el que la idea de puertos digitales se ha convertido 
en una herramienta para mejorar la eficiencia, la competitivi-
dad y la sostenibilidad de las cadenas logísticas en América 
Latina y el Caribe. En este sentido, la Fundación Valenciaport 
(2020) sostiene que el concepto de puertos digitales implica 
la utilización de tecnologías emergentes como el internet de 
las cosas (IoT, por sus siglas en inglés), el análisis de gran-
des volúmenes de datos, o big data, la tecnología blockchain, 
o de registro distribuido, así como técnicas de aprendizaje 
automático e inteligencia artificial, entre otros, para alcan-
zar dichos objetivos. En ellos la cadena de valor portuaria 
se transforma en un ecosistema abierto e interconectado en 
todos sus aspectos.

En la región, que ha experimentado un avance en la adopción 
de tecnologías digitales en los puertos, la idea de puertos di-
gitales, o smartports, no es nueva, como lo muestran algunos 
buenos ejemplos (SELA, 2022):

● Puertos de Colón y Balboa (Panamá). Estos puer-
tos implementaron la emisión digital de certificados 
y documentación técnica, incluidos códigos QR, así 
como pagos electrónicos dentro de la Autoridad Ma-
rítima de Panamá.
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● Puerto del Callao (Perú). Cuenta con programas de 
capacitación en sistemas, cursos y talleres sobre TIC. 
Además, han desarrollado un manual de puertos inte-
ligentes financiado por el BID e implementado por la 
Fundación Valenciaport.

● Puerto de Santos (Brasil). Ha centralizado todos sus 
servicios de forma virtual para clientes y proveedores 
a través de un portal. También se ha trabajado en el 
desarrollo de un Sistema Operativo de Terminales 
(TOS) junto al Centro de Estudios y Sistemas Avanza-
dos de Recife (CESAR).

● Puerto de Manzanillo (México). Ha integrado la pla-
taforma Puerto Inteligente Seguro (PIS) para facilitar y 
agilizar los ingresos, lo que ha mejorado la comunica-
ción con otros puertos latinoamericanos.

● Puerto de Cartagena (Colombia). Destaca por su 
proyecto de digitalización de procesos llamado Cor-
nelia, que busca mejorar la automatización y gestión 
de datos.

Sin embargo, aún existen algunos desafíos para la masifica-
ción de los puertos digitales en la región, que están ligados 
a la falta de infraestructura digital, así como a la ausencia 
de recursos humanos y de personal capacitado para operar 
y mantener las nuevas tecnologías. La necesidad de contar 
con mayores recursos financieros y la elevada y costosa in-
versión en tecnología digital requieren un plan de inversiones 
consistente y duradero para lograr los resultados esperados. 
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Smartports en América Latina y el Caribe: 
situación actual y perspectivas

La digitalización de los puertos en América Latina y el Caribe 
está experimentando un crecimiento impulsado por la nece-
sidad de optimizar la eficiencia operativa y la seguridad en 
el comercio marítimo. Este fenómeno da lugar, entre otras 
cosas, a la aparición de los smartports, que representan una 
evolución hacia instalaciones portuarias más inteligentes y 
conectadas a partir de esta transformación en la infraestruc-
tura tecnológica. Los puertos de la región están invirtiendo 
en sistemas avanzados de gestión, rastreo de contenedores 
y tecnologías de automatización para mejorar la eficiencia 
en sus operaciones. Estas inversiones no solo reducen los 
tiempos de espera y los costos operativos, sino que también 
fortalecen la seguridad y el cumplimiento normativo a través 
de sistemas de identificación y seguimiento de contenedores, 
escaneo de carga y monitoreo de la actividad portuaria. 

Ahora bien, para medir esta digitalización, el SELA elaboró una 
encuesta sobre la percepción de la transformación digital en 
los puertos de América Latina y el Caribe. Fue realizada por 
la Red de Puertos Digitales y Colaborativos en 2022 y envia-
da a 1367 personas registradas en un seminario online, entre 
ellas, tanto actores internos (directamente relacionados con el 
sector marítimo-portuario) como externos (provenientes de la 
academia y consultoras). De las 234 respuestas válidas que 
se obtuvieron, correspondientes a veinte países, se destaca 
que el 57,3 % estaba considerando la elaboración de un plan 
estratégico para la digitalización, el 22,2 % no tiene un plan 
estratégico de transformación digital, y el 23,5 % sí lo tiene.
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Figura 5

Instituciones que cuentan con un plan estratégico o una es-
trategia para la transformación digital (en porcentaje)

Nota: La Transformación Digital portuaria en América Latina y el Caribe 

(p.14), SELA, 2022.

Por otro lado, la integración de sistemas facilita el intercambio 
de datos entre los diferentes actores en la cadena de sumi-
nistro. A su vez, la interoperabilidad entre sistemas permite 
una mejor coordinación y colaboración entre transportistas, 
terminales portuarias, autoridades aduaneras, instituciones 
gubernamentales y clientes, lo que conduce a mejoras opera-
tivas en el funcionamiento de las terminales. Como resultado 
la digitalización de los puertos, no solo se logra una reduc-
ción de costos, sino que también se impulsa la innovación en 
la logística a partir de, por ejemplo, la gestión de inventario 
en tiempo real, la optimización de rutas de transporte y la 
mejora en los tiempos de entrega de cargas. Sin embargo, 
el desarrollo de puertos digitales no está exento de desafíos 
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teniendo en cuenta que es necesario seguir avanzando para 
mantener la competitividad y fomentar el comercio regional; 
asimismo, se requiere una mayor inversión en infraestructura 
tecnológica y en la capacitación del personal para aprovechar 
al máximo las oportunidades que ofrecen las nuevas tecnolo-
gías. La colaboración entre los sectores público y privado en 
estas tareas es deseable para superar barreras y promover la 
innovación en el ámbito portuario.

Ahora bien, más allá de los aspectos técnicos, es importante 
considerar el impacto socioeconómico de los puertos inteli-
gentes en la región. La digitalización de los puertos mejora la 
eficiencia en las operaciones comerciales y genera empleo 
en sectores relacionados con la tecnología y la logística; de 
este modo, se reduce la brecha de habilidades y se fomenta 
la inclusión laboral en comunidades cercanas a los puertos, 
lo cual favorece el desarrollo económico local. 

Otro punto crucial es la sostenibilidad ambiental. A medida 
que los puertos se digitalizan y se vuelven más eficientes, 
también tienen la oportunidad de minimizar su impacto am-
biental. Optimizar las operaciones conduce a una menor emi-
sión de gases de efecto invernadero, una explotación más 
eficiente de los recursos naturales y una disminución en la 
generación de residuos. Los puertos inteligentes incorporan 
tecnologías verdes, como la energía renovable y los sistemas 
de gestión ambiental, para mitigar su huella ecológica y con-
tribuir a la lucha contra el cambio climático.

Asimismo, es necesario afrontar los desafíos relacionados 
con la ciberseguridad. A medida que los puertos se vuelven 
más dependientes de la tecnología y la conectividad, también 
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se vuelven más vulnerables frente a ciberataques, motivo por 
el cual se deben implementar medidas de seguridad robustas 
para proteger los sistemas portuarios contra posibles ame-
nazas cibernéticas y garantizar la integridad y la confidencia-
lidad de los datos. La cooperación internacional es una he-
rramienta de primer orden en la digitalización de los puertos 
de América Latina y el Caribe, ya que la colaboración con 
organismos internacionales, como la Organización Marítima 
Internacional (OMI) o la CEPAL, facilita el intercambio de co-
nocimientos, mejores prácticas y recursos técnicos para pro-
mover el desarrollo sostenible de los puertos en la región.

Herramientas que conducen hacia los smartports

La transición de los puertos hacia smartports en América 
Latina y el Caribe es un proceso que implica una serie de 
avances tecnológicos y cambios en la gestión para mejorar 
la eficiencia, la seguridad y el cumplimiento normativo. Para 
comprender este proceso, es fundamental analizar las herra-
mientas y los avances que están impulsando esta evolución. 
En primer lugar, una cuestión relevante relacionada con la 
modernización de los puertos es la infraestructura tecnológi-
ca, que incluye la implementación de sistemas de gestión de 
terminales basados en la nube; estos permiten la supervisión 
centralizada de las operaciones portuarias de manera remota 
y segura. Además, la incorporación de tecnologías como sen-
sores y la implementación de redes 5G en las terminales por-
tuarias mejoran el monitoreo en tiempo real y la conectividad 
dentro, lo que es esencial para una coordinación eficiente de 
las actividades y una gestión más ágil.

Otro aspecto que considerar es la integración de sistemas en 
la cadena de suministro portuaria. Al aumentar la eficiencia y 
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la coordinación en las operaciones mediante una mejora de 
los sistemas de gestión, de las flotas terrestres y marítimas, 
así como de los almacenes y centros de distribución, se faci-
lita el intercambio de información entre los diferentes actores. 
Así, se reducen errores y tiempos de procesamiento en la 
implementación de estándares comunes de datos.

La digitalización también permite optimizar procesos en los 
puertos. La implementación de sistemas para programar tur-
nos y citas, así como la automatización de tareas repetitivas 
mediante inteligencia artificial, reduce los tiempos de espera, 
los costos operativos y la congestión en los puertos; de este 
modo, mejora significativamente la eficiencia en la carga y 
descarga de contenedores, lo que es fundamental para man-
tener la competitividad en el mercado global.

Por otra parte, la digitalización de los puertos en la región re-
quiere un énfasis crítico en el cumplimiento normativo y la se-
guridad. Esta última se está mejorando mediante la implemen-
tación de soluciones tecnológicas avanzadas, como sistemas 
de videovigilancia inteligente y de identificación y seguimiento 
de contenedores, lo que ayuda a prevenir actividades delicti-
vas como el contrabando y el robo de mercancías.

Además de estos aspectos técnicos y operativos, es impor-
tante considerar el impacto socioeconómico de la transforma-
ción de los puertos de la región en smartports. Este proceso 
no solo implica mejoras en la infraestructura y en la tecnolo-
gía, sino que también genera notables beneficios económicos 
y sociales. La creación de empleo en sectores relacionados 
con la tecnología y la logística, así como el aumento de la 
competitividad de los puertos, contribuye al crecimiento eco-
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nómico y al desarrollo sostenible en las comunidades portua-
rias y en la región en su conjunto.

También se deben abordar los desafíos ambientales asocia-
dos con la operación portuaria, ya que, a pesar de que la 
digitalización aporta una mayor eficiencia y sostenibilidad, es 
necesario aplicar medidas específicas para reducir el impac-
to de las actividades portuarias. Esto incluye la adopción de 
tecnologías limpias y energías renovables, así como la imple-
mentación de prácticas de gestión ambiental que minimicen 
la contaminación del aire, el agua y el suelo en los puertos y 
sus alrededores.

Asimismo, es relevante el papel de la innovación y la cola-
boración, dado que incentivar la investigación y el desarrollo 
de nuevas tecnologías y soluciones es un aspecto de vital 
importancia para impulsar la competitividad y la sostenibilidad 
de los puertos en un entorno global en constante cambio. La 
colaboración entre los sectores público y privado, así como el 
aporte de organizaciones internacionales y académicas, faci-
litan el intercambio de conocimientos y mejores prácticas, y 
promueven la adopción de estándares y regulaciones interna-
cionales en materia de transporte marítimo y portuario.

Por último, cabe destacar el papel de la educación y la capaci-
tación para formar profesionales calificados en áreas como la 
tecnología, la gestión portuaria y la logística. Los programas 
de capacitación y desarrollo profesional ayudan a cerrar la 
brecha de habilidades y a garantizar que los trabajadores es-
tén preparados para aprovechar al máximo las oportunidades 
que ofrecen las nuevas tecnologías y prácticas en el ámbito 
portuario. También se deben considerar los espacios de dis-
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cusión donde se comparten experiencias y buenas prácticas 
como los que ha organizado el SELA sobre este tema.

Figura 6

Tabla resumen con herramientas o aspectos que conducen 
hacia los smartports

Aspecto Descripción

Infraestructura tec-
nológica

Implementación de sistemas de gestión de 
terminales basados en la nube.

Incorporación de sensores y redes 5G en 
terminales portuarias.

Integración en la ca-
dena de suministro

Coordinación entre sistemas de gestión portuaria, 
flotas terrestres y marítimas, almacenes y centros 
de distribución.

Implementación de estándares comunes de datos.

Optimización de 
procesos

Sistemas de programación de turnos y citas.

Automatización de tareas repetitivas mediante 
inteligencia artificial.

Seguridad y cumpli-
miento normativo

Implementación de sistemas de videovigilancia 
inteligente.

Sistemas de identificación y seguimiento de 
contenedores.

Impacto 
socioeconómico

Creación de empleo en sectores tecnológicos y 
logísticos.

Aumento de la competitividad de los puertos.



50

Desafíos 
ambientales

Adopción de tecnologías limpias y energías 
renovables.

Implementación de prácticas de gestión 
ambiental.

Innovación y 
colaboración

Promoción de la investigación y desarrollo.

Colaboración entre sectores público y privado.

Educación y 
capacitación

Programas de capacitación para profesionales 
portuarios.

Espacios de discusión e intercambio de 
experiencias.

Nota: Elaboración propia.

La Red de Puertos Digitales y Colaborativos 
La integración de los puertos en América Latina y el Caribe 
es importante a la hora de mejorar la eficiencia logística y 
reducir los costos en la cadena de suministro. Esto se logra 
facilitando el intercambio fluido de carga entre diferentes mo-
dos de transporte, lo que agiliza la entrega de productos y 
aumenta la competitividad de las exportaciones locales. Di-
versas iniciativas regionales, como los corredores logísticos 
y los proyectos de infraestructura, han sido implementadas 
para impulsar esta integración y han tenido un impacto po-
sitivo en el comercio y la economía locales; dichas medidas 
contribuyen al crecimiento económico al reducir los costos de 
producción y mejorar la competitividad de las empresas en 
el mercado global. Un ejemplo destacado de tales iniciativas 
regionales es el proyecto Red de Puertos Digitales y Colabo-
rativos, que moderniza las operaciones portuarias a través de 
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tecnologías de la información y la comunicación. Este proyec-
to busca crear una red de puertos inteligentes que mejoren la 
eficiencia en la cadena de suministro regional. Respaldado 
por el SELA y con el apoyo de instituciones financieras como 
CAF - Banco de Desarrollo de América Latina, representa un 
paso adelante hacia el futuro de la logística regional.

La actividad comercial en la región se enfrenta a la interrup-
ción de las cadenas globales de suministro y al aumento de 
los precios, por lo que se busca promover y consolidar co-
munidades logísticas portuarias locales. En este sentido, la 
Red de Puertos Digitales y Colaborativos se enfoca en activi-
dades relacionadas con la sostenibilidad ambiental portuaria, 
las cuales tienen como objetivo abordar los desafíos ambien-
tales y climáticos que afronta el sector. A través de esta Red, 
se espera generar recomendaciones y buenas prácticas para 
promover medidas más sustentables en los puertos y mitigar 
su impacto en el medio ambiente. Por otra parte, a fin de ga-
rantizar la protección marítima y portuaria, la Red pretende 
mejorar la capacidad de respuesta ante posibles amenazas 
en los recintos portuarios, generar recomendaciones para im-
plementar medidas eficaces de defensa marítima en la región 
y fortalecer la seguridad en los puertos. Además, se busca 
institucionalizar la Red dotándola de personalidad jurídica y 
formalizando su asociatividad a través de un Plan de Acción 
al 2030 que establezca objetivos y temáticas de interés para 
las comunidades logísticas portuarias.

Conclusiones

A la hora de hacer un balance de la transformación digital en 
los puertos de América Latina y el Caribe, se destacan varios 
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aspectos clave. En primer lugar, queda claro que la adopción 
de tecnologías digitales en los puertos de la región es funda-
mental para mejorar la eficiencia operativa, la competitividad 
y la sostenibilidad ambiental. Los ejemplos de éxito presen-
tados, como los puertos de Panamá, Perú, Brasil, México y 
Colombia, demuestran el potencial de la digitalización para 
optimizar procesos, mejorar la seguridad y fortalecer la inte-
gración en la cadena de suministro. Sin embargo, también 
es importante reconocer los desafíos que enfrentan, incluidas 
la falta de infraestructura digital, la escasez de recursos hu-
manos capacitados y la inversión financiera limitada. Superar 
estos obstáculos requerirá una mayor colaboración entre los 
sectores público y privado, así como un compromiso continuo 
con la modernización y la innovación tecnológica.

En este camino se destaca  el valor de iniciativas regionales 
como la Red de Puertos Digitales y Colaborativos, respaldada 
por el SELA y otras instituciones, como un paso adelante hacia 
la integración y el fortalecimiento de la colaboración entre los 
puertos de la región. La institucionalización de esta red, junto 
con un Plan de Acción al 2030, proporciona un marco para im-
pulsar el desarrollo de puertos inteligentes y promover el cre-
cimiento económico y comercial en América Latina y el Caribe.
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3

Cadenas de valor público en los ecosistemas 
digitales

EJE TEMÁTICO I: Recuperación Económica

PROGRAMA I: Integración Económica

PROYECTO A: Convergencia y Cooperación Institucional para 
la Integración

Resumen
La transformación tecnológica tiene una relación directa con 
la competitividad de los países, no solo por su impacto en los 
procesos productivos y las capacidades estatales, sino tam-
bién por la forma como afecta los procesos institucionales. El 
desarrollo de cadenas de valor en el sector público sobre la 
base de procesos de incorporación de tecnología y la mejora 
de las capacidades estatales genera un círculo virtuoso que 
permite su progreso y la creación de nuevas estrategias de 
desarrollo.

La apertura de datos, las políticas de transparencia y el acce-
so a la información fortalecen las capacidades del sector pú-
blico, incentivan la competitividad y apalancan el crecimiento 
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económico de los países. Se pone de relieve la importancia 
de generar procesos de transformación que impacten de for-
ma directa en los indicadores de competitividad internacional.

Introducción

América Latina y el Caribe se enfrenta a un panorama eco-
nómico diverso, donde el crecimiento desigual y los desafíos 
persistentes resaltan la necesidad de medidas efectivas para 
promover la recuperación económica en la región. La pande-
mia por COVID-19 ha agravado el escenario, dado que gene-
ró una recesión que ha afectado a distintos países de manera 
heterogénea; esto ha evidenciado la importancia de imple-
mentar políticas públicas y programas específicos que abor-
den los retos económicos y aprovechen las oportunidades de 
crecimiento. En respuesta a estos desafíos, el SELA propone 
el Programa I, Integración Económica, como una estrategia 
integral para fomentar la colaboración y la coordinación entre 
los países de la región. Tal programa se enfoca en consolidar 
los esfuerzos a fin de enfrentar desafíos comunes y avanzar 
hacia un crecimiento económico sostenible y equitativo.

Con el objetivo de alcanzar el desarrollo sostenible, es im-
portante poner el foco en el valor público, lo cual implica 
una dimensión política que se alcanza a partir de un en-
tramado institucional y del desarrollo de intervenciones del 
Estado. Esto debe tener un solo propósito: garantizar que 
los bienes y servicios que se ofrecen al ciudadano sean 
de excelente calidad. El éxito de esas intervenciones está 
estrechamente vinculado con las articulaciones que se pro-
ducen entre los sectores público y privado orientadas a la 
promoción del desarrollo.
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Hoy en día, se da una interdependencia compleja de todos 
los factores, y no pueden pensarse las organizaciones de 
manera aislada, por lo cual el Estado no solo debe produ-
cir y generar valor, sino que también debe hacerlo a partir 
de la creación de políticas y regulaciones que sean óptimas 
para fomentar la colaboración público-privada (Moore, 2006). 
En este contexto, el regionalismo cobra más y más impor-
tancia en el sistema internacional, ya que son cada vez más 
los acuerdos comerciales regionales con un impacto real y 
significativo en la creación de valor público y la promoción de 
desarrollos productivos. Al respecto, también es relevante el 
impacto de los ecosistemas digitales en la participación inte-
rregional como herramienta para fomentar la transparencia 
de conocimiento y tecnología.

Teniendo en cuenta lo expuesto, es cada vez más necesario 
que los Gobiernos, las empresas y otras organizaciones inter-
gubernamentales o regionales apunten a un trabajo manco-
munado para identificar desafíos y oportunidades, y estable-
cer políticas y regulaciones adecuadas a fin de crear cadenas 
de valor público como eje para el desarrollo.

El Estado como catalizador de las cadenas de valor 
El uso de las cadenas de valor público posibilita una provisión 
de bienes y servicios más eficiente en países en desarrollo y 
funciona como un engranaje para que las naciones con bajo 
rendimiento puedan mejorar su índice de competitividad, fo-
mentar el desarrollo y procurar el bienestar general de los 
ciudadanos (Campos Ríos, 2023). En esta tarea los Estados 
deben ser los promotores del valor público como catalizador 
y estimulador de los determinantes de la competitividad. De 
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esta manera, las empresas pueden obtener una ventaja com-
petitiva en un ambiente adecuado en vistas de que “el Estado 
debe hacerse cargo de estos bienes para resolver los proble-
mas que el mercado no puede resolver y para lograr lo mismo 
que este debe garantizar: eficiencia asignativa” (Hernández, 
2015, p. 2). En este sentido, el desarrollo de cadenas de valor 
facilita la identificación de las políticas que se pueden imple-
mentar para permitir que los productores individuales y los 
países aumenten su participación en estos beneficios. 

Utilizar este modelo implica otra perspectiva de la sociedad y 
su relación con el Estado desde un enfoque sistémico y diná-
mico, porque no se trata solo de expresar cómo una política 
afecta las diferentes variables de una situación, sino que tam-
bién se requiere un análisis integral de su surgimiento en el 
que se examine la complejidad de los problemas económicos 
y sociales, y se propongan soluciones que agreguen valor 
(Campos Ríos, 2023).

Estas cadenas implican también una mirada rigurosa sobre 
los problemas como la base y el origen de la acción pública, y 
tienen el objetivo de mejorar la contraparte estatal de distintos 
procesos al ayudar a entender y a “descubrir” las políticas y 
el accionar del sector. Por tanto, generan un círculo virtuoso 
para el desarrollo de los países y resaltan el rol que tienen 
los Estados como agentes reguladores en las economías. Así 
entendidas, las cadenas de valor público permiten repensar 
el quehacer del Gobierno, mejorar los indicadores de eficien-
cia y la prestación de servicios vistos como productos.

Moore (1998) introdujo la idea de valor público al proponer 
un nuevo tipo de gestión que incrementa el valor generado 
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por las organizaciones públicas. Diseñó un modelo de gestión 
que parte de la definición de valor público, de la autorización 
y de la capacidad operativa, lo que conforma un triángulo es-
tratégico. En este sentido, el valor que el Estado crea se da 
a través de la provisión de bienes y servicios de calidad, la 
gestión de regulaciones para el bienestar de la ciudadanía 
y el trazado de políticas públicas con el objeto de satisfacer 
las necesidades de la sociedad. Con respecto a lo anterior, 
la cadena de valor público es “un modelo de análisis com-
puesto por una cadena de resultados ―desde los recursos 
y actividades internas del sector público hasta los impactos y 
resultados externos en la sociedad―  que muestra cómo el 
Estado crea valor público a través de las políticas públicas” 
(Campos Ríos, 2023, p.16).

Figura 7
Cadena de valor público

Nota: Cadenas de valor público y ecosistema digital (p. 34), de M. Campos 
Ríos, 2023, SELA.
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Digitalización y cadenas de valor: el camino virtuoso 
La digitalización es un fenómeno omnipresente en la socie-
dad moderna, que marca una nueva era de cambio constante 
y transformación en todos los aspectos de la vida. No solo ha 
conectado el mundo de maneras sin precedentes, sino que 
también ha planteado desafíos para las democracias y la so-
ciedad en general, como los relacionados con la seguridad y 
el uso de la gran cantidad de datos vertidos online. En este 
contexto, la digitalización de las cadenas de valor, tanto en 
el sector público como en el privado, se presenta como una 
oportunidad para aprovechar el potencial de estas herramien-
tas tecnológicas. En el sector público la transformación digi-
tal permite una gestión más efectiva y transparente al tiempo 
que hace posible identificar fallas de forma temprana e im-
plementar acciones correctivas (Grindetti, 2019). En el sector 
privado implica adaptarse a nuevos ecosistemas digitales y 
enfrentar cambios en la forma tradicional de hacer negocios 
(Grindetti, 2020).

Es evidente, entonces, que el papel del Estado es relevan-
te en este proceso de transformación digital para liderar la 
innovación tecnológica y promover nuevas formas de desa-
rrollo sin desalentar la innovación en la producción de bienes 
y servicios de interés colectivo (Grindetti, 2019). Esto implica 
desarrollar capacidades innovadoras y un nuevo diseño esta-
tal que sea ágil y orgánico, capaz de adaptarse a los cambios 
tecnológicos y de impulsar el desarrollo económico y social 
en la era digital (Grindetti, 2020).

Por otro lado, esta revolución ha generado nuevos empleos 
relacionados con la tecnología y ha modificado la naturaleza 
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del mercado laboral. Esto exige una adaptación constante y 
un aprendizaje continuo por parte de los individuos y las orga-
nizaciones, mientras que la creación de ecosistemas digitales 
ha llevado a una mayor interdependencia y colaboración en-
tre diferentes agentes económicos (Grindetti, 2020). En rela-
ción con ello, también se han impuesto cambios en las formas 
tradicionales de hacer negocios, que afectan a las empresas 
y sus cadenas de valor. La adopción masiva de tecnologías 
de la información y comunicación (TIC) ha tenido un impacto 
económico y social, y plantea interrogantes sobre la fragmen-
tación e interdependencia en las cadenas de valor tradiciona-
les, y el papel de los usuarios en la producción y el consumo 
de bienes y servicios digitales (Campos Ríos, 2013).

En este contexto, se hace evidente la necesidad de una inter-
vención estatal proactiva para liderar el proceso de transfor-
mación digital y garantizar que beneficie a toda la sociedad 
en su conjunto. Se debe promover la innovación organizativa 
y el desarrollo de capacidades innovadoras para aprovechar 
al máximo los beneficios de la digitalización y construir un 
futuro inclusivo y sostenible en la era digital.

La gestión empresarial y su potencial para crear 
valor público

El rol de la gestión empresarial para crear valor público va 
más allá de simplemente generar ganancias económicas. 
En este escenario, la gestión eficiente de la cadena de sumi-
nistro es un elemento que considerar para aportar valor en 
la cadena empresarial. La calidad y el costo de los insumos, 
que impactan en la generación de productos o servicios va-
liosos, se ven directamente afectados por este proceso, por 
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lo cual no solo se debe mejorar la calidad de los productos, 
sino también contribuir a aumentar su rentabilidad y compe-
titividad en el mercado. Además, la cadena de valor posibi-
lita la identificación de las actividades críticas que generan 
valor tanto para los clientes como para la empresa en su 
totalidad, lo cual permite a las empresas (y a los Estados) 
dirigir sus esfuerzos para optimizar los procesos clave de la 
cadena de suministro con miras al logro de una mayor efi-
ciencia operativa y una diferenciación competitiva sostenible 
(Campos Ríos, 2023).

Figura 8

OCDE y América Latina, digitalización de procesos productivos, 
2018 (en porcentajes)

Nota: Datos y hechos sobre la transformación digital (p. 21), de Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe, 2021, Documentos de proyec-
tos (LC/TS.2021/20), CEPAL.
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El papel del ecosistema digital en este entramado empresa-
rial no es menos importante. La integración de tecnologías 
digitales, incluidos la automatización, el análisis de datos y la 
inteligencia artificial, hace posible que se optimicen los pro-
cesos tanto de la cadena de suministro como de la cadena 
de valor. De esta forma, no solo se mejora la eficiencia y la 
precisión en la administración empresarial, sino que también 
se fomenta la innovación y la capacidad de adaptabilidad a un 
entorno siempre cambiante.

El impacto de la transformación digital en el sector 

Las empresas que deseen mantener su competitividad en el 
panorama empresarial de hoy deben invertir en tecnología y 
desarrollar procesos que se ajusten a la situación actual, en 
la cual no se pueden olvidar los valores y la cultura organi-
zacional. Campos Ríos (2023) afirma que, para el desarrollo 
de cadenas de valor en el sector privado y la conexión con 
las cadenas de valor del sector público, se deben considerar 
estos elementos, así como los patrones de comportamien-
to y las capacitaciones en transferencia de conocimientos. 
No obstante, según Mazzucato (2022), el mero hecho de 
invertir en investigación y desarrollo (I+D) no asegura un 
crecimiento económico automático para las empresas por-
que, en muchos casos, la efectividad de esta inversión está 
determinada por los activos complementarios que las orga-
nizaciones tengan internamente. Se destaca, entonces, la 
importancia de una estrategia integral que incluya no solo la 
inversión en tecnología, sino también la gestión efectiva de 
los recursos y activos de la empresa.
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Figura 9

Distribución de la inversión mundial en I+D por bloques geográficos 
(dólares PPC), 2012 y 2021

Nota: El estado de la ciencia: Principales Indicadores de Ciencia y Tecnolo-
gía Iberoamericanos / Interamericanos (p. 17), de Red Iberoamericana de 

Indicadores de Ciencia y Tecnología, 2023, OEI y UNESCO.

En relación con los planteos anteriores, el desarrollo de las 
startups tiene una dificultad relacionada con cómo obtener 
financiación externa para impulsar su crecimiento. Los ban-
cos, los capitales de riesgo y los fondos de inversión privados 
suelen involucrarse en etapas más avanzadas del proceso, 
cuando la investigación ya está desarrollada y lista para pro-
ceder con pruebas comerciales. Frecuentemente, dejan de 
lado a las startups en sus primeras etapas al entender que 
parten con un alto riesgo de pérdida, por lo que estas nece-
sitan buscar alternativas de financiamiento para llevar a cabo 
sus proyectos.
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La gestión eficiente de datos y la colaboración entre el sector 
público y el privado son el foco central de estas discusiones si 
se considera que la información debe ser un insumo para to-
mar decisiones y generar valor público en la era digital (Cam-
pos Ríos, 2023). Se debe, entonces, destacar la promoción 
de estructuras productivas diversificadas y resilientes como 
un medio para incrementar la competitividad y disminuir la 
vulnerabilidad económica frente a impactos externos. Estas 
alianzas estratégicas entre Gobiernos, empresas tecnológi-
cas y organizaciones civiles son una gran oportunidad para el 
avance tecnológico en campos como la inteligencia artificial 
y la seguridad cibernética, debido a que, a través de ellas, se 
llega a promover la innovación y fortalecer las capacidades 
nacionales en sectores clave (Campos Ríos, 2023).

Finalmente, la cadena de valor público aparece como un ins-
trumento para el análisis de las conexiones productivas y el 
incentivo de la integración de proveedores locales en secto-
res estratégicos. No se debe perder de vista que, según este 
modelo conceptual, el Estado crea valor para la sociedad a 
través de la provisión de bienes y servicios públicos, y con-
tribuye así al desarrollo económico y social del país. En la 
actualidad, la gestión empresarial tiene un papel muy impor-
tante, y trabajar en colaboración público-privada es una forma 
de fomentar la innovación y la competitividad en la era digital 
(Moore, 2006).

Conclusiones
Para lograr un desarrollo sostenible en América Latina y el 
Caribe, es necesario un enfoque que integre la digitaliza-
ción, la colaboración público-privada, la gestión eficiente de 
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recursos y el impulso al emprendimiento y a la innovación. 
Solamente a través de la coordinación y de una perspectiva 
de largo plazo, se puede maximizar el potencial de la trans-
formación tecnológica para crear un futuro más próspero y 
equitativo para la región.

El análisis de la transformación tecnológica y la digitalización 
destaca la importancia de que el sector público y el privado 
colaboren para estimular el desarrollo económico y la com-
petitividad en la región. Es fundamental generar un círculo 
virtuoso que beneficie a la sociedad en su conjunto mediante 
el planteo de proyectos gubernamentales orientados a pro-
mover la innovación y la digitalización en el sector público, así 
como el fomento de cadenas de valor público.

El papel relevante del Estado como catalizador de las cade-
nas de valor público y promotor del valor público en la econo-
mía es evidente. En esta línea, para fomentar la cooperación 
público-privada y el desarrollo económico sostenible, es reco-
mendable contar con una gestión eficiente de recursos e im-
plementar políticas y regulaciones adecuadas (Moore, 2006).

La moderna gestión empresarial también desempeña un rol 
esencial en la generación de valor público. El uso de tecnolo-
gías digitales en los procedimientos empresariales, como la 
cadena de suministro y la cadena de valor, incrementa la efi-
ciencia operativa y la competitividad de las compañías, lo que 
a su vez beneficia el desarrollo económico y social regional.

A pesar de ello, existen importantes desafíos, en particular, 
para las nuevas empresas y aquellas en sus primeras etapas 
de desarrollo. Es clave encontrar otras fuentes de financia-
miento y cultivar un ambiente empresarial que promueva la 
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innovación y el espíritu emprendedor, ya que obtener fondos 
externos sigue siendo difícil.
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4

Mapeo de sectores y creación de nichos: 
estrategias de encadenamientos productivos en

América Latina y el Caribe 

EJE TEMÁTICO I: Recuperación Económica
PROGRAMA III: Pymes
PROYECTO A: Articulación Productiva para el Fortalecimiento 
de las Pymes

Resumen

En América Latina y el Caribe ha habido esfuerzos para for-
talecer el papel de las pymes como impulsoras del desarro-
llo económico sostenible. En este contexto, un proyecto del 
SELA sobresale por aplicar una metodología original de ma-
peo de nichos productivos para identificar sectores clave en 
el desarrollo económico mediante la combinación del análisis 
del empleo y de las exportaciones. Bolivia y Paraguay son 
ejemplos de cómo esta estrategia se ha aplicado con el ob-
jetivo de impulsar el desarrollo económico y la diversificación 
productiva en la región, lo que resalta la importancia de dis-
poner de herramientas analíticas robustas para orientar las 
políticas públicas y el crecimiento económico.
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Introducción

En América Latina y el Caribe las pymes son actores clave en 
la estructura empresarial, dado que tienen un impacto signi-
ficativo en la innovación y, además, en el crecimiento econó-
mico y la reducción de la pobreza al ser responsables de un 
número importante de los empleos totales en la región. Con-
siderando esta realidad, se ha ideado el Programa III, Pymes, 
con el objetivo específico de fortalecer y potenciar el rol de 
estas empresas como impulsoras del desarrollo económico 
sostenible de América Latina y el Caribe. Por su parte, el Pro-
yecto A, titulado Articulación Productiva para el Fortalecimien-
to de las Pymes, es uno de los destacados de este programa, 
y se llevará a cabo durante 2024 para brindar herramientas y 
apoyo a las pymes y a los funcionarios públicos responsables 
de su desarrollo.

La implementación de la metodología para identificar nichos 
productivos potenciales y mapear sectores es una tarea que 
combina actividades virtuales y presenciales, y cuyo propósi-
to es promover sectores productivos clave en los países de la 
región; de esta forma, se impulsa el desarrollo económico y se 
evita la reprimarización de las economías. El SELA se ha po-
sicionado en la cuestión al diseñar una metodología específi-
ca propia para contribuir a estos objetivos y también ha abier-
to espacios donde compartir experiencias y buenas prácticas 
en relación con estas temáticas. Tales espacios implican la 
realización de seminarios, talleres, además de publicaciones 
en las que se ha destacado el valor de la colaboración entre 
los países miembros y el refuerzo de sus estrategias naciona-
les y subregionales para el desarrollo económico.
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Figura 10

Resumen de la metodología propuesta por el SELA para el 
mapeo de nichos productivos

Enfoques Centrado en el empleo 
como variable determinan-
te que parte del número de 
empleados activos del área 
geográfica como objeto de 
estudio, clasificados por 
industria, región y tiempo.

Centrado en el valor de las 
exportaciones del área 
geográfica bajo estudio y 
sus principales socios co-
merciales, clasificadas por 
tipo de producto o industria, 
durante el período de es-
tudio.

Pasos Generación de las variables de complejidad económi-
ca, principalmente aquellas que se derivan de la obten-
ción de las ventajas comparativas reveladas, la matriz de 
presencia-ausencia y la matriz de proximidad tecnológica, 
y forman parte del cálculo del Índice de Complejidad 
Económica.

Cálculo del margen intensivo que tiene como propósito 
medir la relación entre el crecimiento del empleo indus-
trial y la densidad, utilizando una regresión lineal de tipo 
logarítmica.

Cálculo del margen extensivo que implica un análisis 
dinámico que estudia el papel de los vecinos en la capa-
cidad de los países para agregar un producto particular 
a su canasta de exportación o para expandir su ventaja 
comparativa.

Fuente: Mapeo de Nichos Productivos en América Latina y el Caribe: Ex-
periencias y Lecciones Aprendidas (p. 46), de Sistema Económico Latinoa-
mericano y del Caribe, 2023, SELA.

Es importante continuar fortaleciendo las estrategias de ma-
peo de sectores y la explotación de nichos productivos para 
favorecer el desarrollo económico sostenible, junto con el 
respaldo a iniciativas regionales que fomenten la integración 
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económica y la cooperación entre países vecinos. El SELA, 
al igual que otros organismos regionales, cumple una función 
crucial al proveer herramientas, capacitación, asistencia téc-
nica, y promover el intercambio de conocimientos para bene-
ficiar a toda la región.

La metodología del mapeo de nichos produc-
tivos del SELA
A la hora de analizar y proponer estrategias de encadena-
mientos productivos en América Latina y el Caribe, es nece-
sario considerar el crecimiento económico y la importancia de 
los nichos productivos en este proceso. La región reconoce 
que la diversificación productiva surge como una táctica para 
promover el desarrollo económico, debido a que no solo per-
mite a los países ingresar en mercados globales, sino que 
también se abordan desafíos internos como la desigualdad 
de ingresos y la brecha productiva.

Ahora bien, existen áreas específicas dentro de una econo-
mía donde una entidad tiene ventajas comparativas o capa-
cidades únicas que le permiten impulsar soluciones especia-
lizadas, elementos de innovación y mejoras continuas en la 
calidad. Se las define como “nichos productivos”, y su explo-
tación conduce a beneficios que promueven el crecimiento 
económico a pesar de los riesgos asociados, como la exposi-
ción a cambios en la demanda del mercado y la obsolescen-
cia tecnológica.

El SELA tiene como objetivo fomentar la cooperación y la in-
tegración económica, y optimizar el conocimiento en diversos 
sectores que son un catalizador para el crecimiento econó-
mico de esta cooperación. La importancia de la articulación 



72

productiva se destaca especialmente, ya que es un meca-
nismo clave para difundir el cambio tecnológico, aumentar la 
productividad y mejorar la competitividad, elementos por con-
siderar para alcanzar un crecimiento económico sostenible.

Para comprender la interacción entre los distintos sectores y 
actividades que se desarrollan en las economías, por lo tanto, 
se debe focalizar en el estudio de la articulación productiva. 
Según Molina del Villar (2016), esta se define como la vincu-
lación o interacción productiva entre los distintos sectores que 
forman parte de la actividad económica dentro de un país; 
justamente, la complejidad de dicha actividad económica se 
refleja en tal interrelación, la cual también puede ser determi-
nante en su crecimiento. El cambio tecnológico se propaga 
a través de interrelaciones entre diferentes sectores, lo que 
tiene un impacto directo en la productividad y en la competiti-
vidad, dos aspectos implicados en el crecimiento económico.

La complejidad económica, que se deriva de conceptos como 
las ventajas comparativas y la articulación productiva, tam-
bién cumple una función crucial en el desarrollo de la econo-
mía. Según Hausmann et al. (2014), la producción eficiente 
de bienes es clave para el progreso de los países, por lo que 
es necesario identificar y promover sectores que impulsen la 
transformación productiva de una economía. Descubrir estos 
nichos o enclaves productivos potenciales es importante al 
considerar la proximidad entre las industrias y sus capacida-
des productivas.

Al poner el foco en las relaciones tecnológicas de los proce-
sos de producción utilizando mapas “espacio-producto”, se 
pueden identificar los bienes de mayor sofisticación, que tien-
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den a estar en un núcleo más conectado con otros productos 
relacionados, y los productos menos complejos, que están en 
la periferia (Hidalgo et al., 2007). La complejidad y la probabi-
lidad de éxito en el mercado se ven afectadas por la relación 
entre los productos, lo cual se debe a que esta complejidad 
económica se asocia con la ubicuidad de un producto. Ello 
se refiere a cuántos otros países son capaces de elaborarlo 
y permite medir el conocimiento requerido para producir un 
bien, lo cual resalta la importancia del factor de producción 
laboral en el crecimiento económico.

El objetivo estratégico del proceso de mapeo de nichos pro-
ductivos es identificar bienes subutilizados con potencial eco-
nómico en la canasta exportadora de un país. Para ello, no 
solo se requiere identificar productos con baja participación 
(SELA, 2023), sino también conocer su ubicación geográfica 
para desarrollar políticas públicas efectivas. En relación con 
esto último, se utilizan modelos econométricos probabilísticos 
para evaluar la viabilidad de los productos en el mercado in-
ternacional con respecto a su ventaja comparativa revelada. 
El propósito de estas acciones es promover la diversificación 
y la sofisticación de la estructura productiva, lo cual contribu-
ye al crecimiento económico sostenible y a una mayor com-
petitividad en el ámbito global (SELA, 2023).

La metodología del SELA busca hallar y evaluar nichos pro-
ductivos para fomentar la integración y la articulación pro-
ductiva en la región. Incluye dos enfoques y tres pasos que 
proporcionan una visión holística de las capacidades produc-
tivas y la competitividad regional. Por tanto, esta metodología 
brinda la oportunidad de desarrollar alianzas estratégicas y 
fortalecer encadenamientos productivos, lo que finalmente 
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promueve la articulación productiva a nivel regional. Los dos 
enfoques principales son los siguientes: en primer lugar, el 
empleo como factor determinante, considerando la cantidad 
de trabajadores activos en una región geográfica específica, 
que se clasifican según industria, ubicación y tiempo; el otro 
enfoque consiste en analizar, durante el período en cuestión, 
el valor de las exportaciones del área geográfica bajo estu-
dio, clasificadas por tipo de producto o industria, y sus prin-
cipales socios comerciales. os pasos incluyen la generación 
de variables de complejidad económica que se derivan de la 
obtención de ventajas comparativas reveladas y las matrices 
de presencia-ausencia y proximidad tecnológica, elementos 
que forman parte del cálculo del índice de complejidad eco-
nómica. Después, se calcula el margen intensivo, a través del 
cual se pretende cuantificar la relación entre el incremento 
del empleo en la industria y la densidad mediante un modelo 
de regresión lineal logarítmica (SELA, 2023). Finalmente, se 
calcula el margen extensivo, que incluye un análisis dinámico 
para examinar la forma en que los países pueden incorporar 
un producto específico a sus exportaciones o ampliar su ven-
taja comparativa teniendo en cuenta la participación de los 
países vecinos en este proceso.

Paraguay y Bolivia: dos casos en América del Sur
En Bolivia y Paraguay, el uso de la metodología propuesta por 
el SELA para identificar y evaluar nichos productivos ha sido 
un avance importante en el camino para el crecimiento eco-
nómico y la diversificación de sus sectores productivos. Estos 
casos ofrecen un análisis detallado que muestra cómo las he-
rramientas analíticas pueden impulsar la transformación eco-
nómica y generar nuevas oportunidades para el crecimiento 
sostenible en la región de América Latina y el Caribe.
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En Bolivia esta metodología ha sido utilizada como una guía 
estratégica para identificar y aprovechar los sectores con po-
tencial de desarrollo y ventajas comparativas, y se han obte-
nido resultados significativos que ofrecen una clara visión de 
las oportunidades económicas en el país. Uno de los resulta-
dos más destacados es que se ha logrado identificar varios 
sectores cuyo alto potencial de exportación y complejidad 
económica requieren inversiones y especialización para su 
aprovechamiento. En particular, tres áreas son de interés: el 
cerdo y otros productos cárnicos; el cacao, y las nueces ama-
zónicas, especialidades que brindan la posibilidad de pro-
mocionar productos bolivianos en mercados internacionales 
(SELA, 2023). Por su parte, el sector de la industria textil en 
Bolivia, con un énfasis en productos como hilados, lana y fi-
bras sintéticas, exhibe un alto grado de complejidad económi-
ca y un gran potencial de exportación. Además, ciertos bienes 
de maquinaria y productos químicos tienen una complejidad 
económica elevada y un alto potencial de comercialización 
regional si se fomentan iniciativas que impulsen su fabrica-
ción y venta en el extranjero. Asimismo, Bolivia tiene abun-
dantes reservas de litio, lo que crea importantes oportunida-
des económicas a través del desarrollo de su propia industria 
de baterías; no obstante, es menester hacer frente a desafíos 
como la gestión del medio ambiente y la dependencia de los 
mercados globales, además de asegurar la sostenibilidad en 
todo el proceso.

En Paraguay se han detectado sectores con potencial para 
desarrollar productos de alto valor agregado en áreas clave 
mediante un examen exhaustivo de las capacidades produc-
tivas y las oportunidades de exportación (SELA, 2023). La 
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implementación del modelo de exportaciones ha permitido no 
solo identificar productos con mayor complejidad y probabili-
dad de éxito, sino también destacar las industrias en las que 
se deben concentrar mayores esfuerzos para su desarrollo. 
Se han distinguido sectores no tradicionales, como el comer-
cio de componentes y dispositivos electrónicos, así como la 
producción de artículos relacionados con la fotografía. Asi-
mismo, al priorizar los productos principales, se ha notado 
un valor significativo en el sector de las piedras, donde las 
láminas cortadas de piedra calcárea cobraron relevancia a 
pesar de no haber sido tomadas en cuenta anteriormente. 
Gracias a estos resultados, se ha podido realizar un análisis 
exhaustivo de las políticas aplicadas para promover el desa-
rrollo de estas industrias. Se ha decidido que es necesario 
ampliar el alcance de dichas políticas y estructurar nuevos 
programas para fomentar el crecimiento en sectores como 
el de la frutihorticultura; hierbas medicinales y yerba mate; 
granos de la agricultura familiar; harina y panificados; cuero y 
sus manufacturas, textiles y lácteos. 

Estos casos ponen de relieve la importancia de tener herra-
mientas analíticas sólidas y estratégicas para guiar las polí-
ticas públicas y el desarrollo económico. La metodología del 
SELA ha probado ser un instrumento valioso para identificar y 
aprovechar las ventajas comparativas de cada país de forma 
efectiva, lo cual abre nuevas perspectivas para lograr un cre-
cimiento económico más inclusivo y sostenible en la región. 
Bolivia y Paraguay han establecido los fundamentos para una 
colaboración económica más estrecha al compartir experien-
cias y mejores prácticas, lo que facilita el intercambio de co-
nocimientos y recursos en beneficio mutuo.
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Conclusiones
El mapeo de sectores y la creación de nichos productivos son 
estrategias fundamentales para impulsar el desarrollo econó-
mico sostenible en América Latina y el Caribe. La importancia 
de estas herramientas radica en su capacidad para identificar 
y aprovechar las ventajas comparativas de cada país a fin de 
alcanzar una economía más dinámica y diversificada.

Los casos de Bolivia y Paraguay ilustran cómo la implemen-
tación de la metodología propuesta por el SELA puede tener 
resultados tangibles en términos de crecimiento económico 
y diversificación productiva. En ambos países, se ha logra-
do descubrir sectores con potencial de desarrollo y ventajas 
comparativas, lo que ha contribuido en el camino para reducir 
la dependencia de sectores tradicionales y mejorar la integra-
ción de las comunidades locales en la economía nacional.

Es menester destacar que el resultado de estas iniciativas no 
solo se funda en la identificación de nichos productivos, sino 
también en la colaboración y en el intercambio de conocimien-
tos entre los países de la región. La experiencia compartida 
y las buenas prácticas son elementos clave para fortalecer la 
unión regional y promover la colaboración económica entre 
naciones cercanas.

El mapeo de nichos productivos resulta útil para incentivar 
el desarrollo económico sostenible en América Latina y el 
Caribe. Sin embargo, su implementación exitosa requiere un 
compromiso continuo por parte de los Gobiernos y otras par-
tes interesadas, así como el respaldo de iniciativas regionales 
que fomenten la integración económica y la cooperación en-
tre países vecinos. Con un enfoque estratégico y colaborati-
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vo, es posible aprovechar al máximo el potencial de la región 
y avanzar hacia un futuro más próspero y equitativo para to-
dos sus habitantes.
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Competencia y comercio en la integración 
regional: el Grupo de Trabajo de Comercio y 

Competencia del SELA

EJE TEMÁTICO I: Recuperación Económica
PROGRAMA II: Facilitación del Comercio
PROYECTO B: Promoción del Comercio en América Latina 
y el Caribe

Resumen
El Grupo de Trabajo de Comercio y Competencia (GTCC) 
del SELA, a través de actividades estratégicas como el Foro 
Permanente de Comercio y Competencia y sus reuniones 
anuales, busca la promoción del desarrollo económico y so-
cial en América Latina y el Caribe. Temas como la inteligen-
cia artificial, las compras estatales y la igualdad de género 
son abordados en estos encuentros, en los que se generan 
recomendaciones clave para futuras políticas y prácticas en 
la región. El SELA también impulsa la competencia en la in-
tegración regional al facilitar la armonización de normativas, 
ofrecer capacitación y asistencia técnica, así como fomentar 
el intercambio de información entre los países miembros. De 
esta manera, el organismo contribuye a promover un entorno 
comercial más equitativo y transparente.
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La creación del Anuario de la Competencia del Mercosur es 
un ejemplo de cómo la cooperación regional entre las auto-
ridades de competencia puede fomentar prácticas efectivas 
en este ámbito y así contribuir al desarrollo económico y a 
proteger a los consumidores en la región; además, facilita la 
armonización de enfoques, lo que propicia prácticas efectivas 
y ayuda a resolver disputas transfronterizas a fin de fortalecer 
un entorno comercial más justo y equitativo en el Mercosur.

Introducción

Dentro del Programa de Trabajo 2022-2026 del SELA, el 
Proyecto B del programa Facilitación del Comercio, del eje 
centrado en la recuperación económica, está enfocado en la 
promoción del comercio y presenta una serie de actividades 
estratégicas para impulsar el desarrollo económico y social 
de la región. En el centro de estas iniciativas se encuentra el 
Foro Permanente de Comercio y Competencia, que abarca 
eventos clave como la XII Reunión Anual del Grupo de Tra-
bajo sobre Comercio y Competencia de América Latina y el 
Caribe. Tradicionalmente, este encuentro congrega a autori-
dades especializadas para discutir aspectos variados como 
la inteligencia artificial y las compras estatales, y se formu-
lan recomendaciones y sugerencias para futuras políticas y 
prácticas en la región. Asimismo, se destaca la generación de 
conocimiento contenido en artículos sobre cuestiones espe-
cíficas relacionadas con la competencia y el comercio, como 
el análisis de los mercados tecnológicos financieros (fintech). 
Estas publicaciones sirven como fuente de información para 
las agencias de competencia y contribuyen al diseño efectivo 
de políticas públicas en áreas estratégicas.
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El intercambio de experiencias y el desarrollo académico 
también ocupan un lugar destacado en las actividades pla-
nificadas con paneles y seminarios, expertos, académicos y 
representantes de la sociedad civil. En ellas se comparten 
conocimientos y mejores prácticas en el ámbito de la compe-
tencia y se identifican temas actuales y futuros que pueden 
orientar las políticas y prácticas en la región. Además, se lle-
van a cabo actividades de capacitación destinadas a funcio-
narios públicos con el objetivo de fortalecer sus capacidades 
en aspectos clave relacionados con la competencia. 

Por otro lado, se explora la relación entre género y competen-
cia, reconociendo su potencial para impulsar la igualdad y el 
desarrollo económico inclusivo. Este análisis redunda en reco-
mendaciones y herramientas para una aplicación más efectiva 
de políticas de competencia con perspectiva de género.

El SELA brinda capacitación y asistencia técnica a los países 
miembros para fortalecer sus autoridades de competencia y 
mejorar la implementación de políticas en este ámbito, ade-
más de armonizar normativas. Este entrenamiento no sola-
mente refuerza las capacidades de la institución, sino que 
también impulsa una cultura de competencia en la región a 
través del intercambio de información y buenas prácticas. 
Promover la competencia en los mercados regionales impli-
ca, además, identificar enfoques efectivos para abordar prác-
ticas anticompetitivas y aprovechar las experiencias exitosas 
de los distintos países miembros.

En conjunto, estas iniciativas reflejan un compromiso integral 
con la promoción del comercio y la competencia en América 
Latina y el Caribe con el objetivo de impulsar el desarrollo 
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económico y social de la región a través de políticas y prácti-
cas innovadoras y equitativas. En este camino, el SELA actúa 
facilitando la cooperación y el diálogo entre los países miem-
bros para fortalecer la competencia regional.

El impacto de la defensa de la competencia 

La elaboración de programas de cumplimiento en materia de 
competencia es esencial tanto para el Estado como para las 
empresas, ya que garantiza el acatamiento de las leyes y las 
regulaciones de competencia, y ayuda a prevenir prácticas 
anticompetitivas. Una guía básica para desarrollar un pro-
grama de esta naturaleza debería abordar algunos aspectos 
mencionados a continuación. El primer paso es entender las 
leyes y regulaciones de competencia que rigen en la juris-
dicción donde opera la empresa, lo cual implica conocer las 
prohibiciones específicas y las conductas permitidas previs-
tas en estas leyes, que incluyen normativas antimonopolio, 
prácticas comerciales desleales y regulaciones sobre fusio-
nes y adquisiciones. Por otro lado, también se deben identifi-
car las áreas de riesgo en las operaciones de la empresa que 
puedan plantear problemas de competencia: desde acuerdos 
hasta abusos de posición dominante en el mercado, discri-
minación de precios y publicidad engañosa. Una evaluación 
exhaustiva de los procesos comerciales ayudará a detectar 
posibles vulnerabilidades.

Basándose en la comprensión de las leyes de competencia y 
los riesgos identificados, se deben establecer políticas y pro-
cedimientos claros que delineen estándares de conducta y 
prácticas comerciales aceptables para los empleados de la 
empresa. Estas políticas deben abordar áreas específicas de 



84

riesgo y proporcionar orientación sobre cómo cumplir con las 
leyes de competencia en situaciones cotidianas.

Por otra parte, no se debe perder de vista la importancia de 
brindar capacitación regular a los empleados sobre las leyes 
y regulaciones de competencia, así como sobre las políticas y 
procedimientos de cumplimiento establecidos por la empresa. 
Los empleados deben comprender plenamente las respon-
sabilidades en cuanto al cumplimiento de tales leyes y estar 
equipados con los conocimientos necesarios para identificar 
y evitar prácticas anticompetitivas, así como para establecer 
mecanismos con el fin de monitorear el cumplimiento de las 
políticas y procedimientos de competencia en toda la empre-
sa. Esto implica incluir auditorías internas, revisiones periódi-
cas de las prácticas comerciales y canales de denuncia para 
informar sobre posibles violaciones, además de tomar me-
didas correctivas inmediatas en caso de detectar prácticas 
anticompetitivas para evitar su repetición.

La autoridad de competencia enfrenta desafíos específicos 
debido a la creciente influencia de las fintech y el comercio 
electrónico en la vida de los consumidores. Estos sectores 
impulsados por la economía digital enfrentan cuestiones 
complejas como los efectos de red, el acceso a datos y la 
privacidad. A pesar de que las fintech pueden brindar solu-
ciones innovadoras para mejorar la competencia en el sector 
financiero, también afrontan desafíos como la falta de repu-
tación y el reconocimiento de marca. El comercio electrónico 
ha cambiado la manera en que los consumidores obtienen 
productos y servicios, pero también genera inquietudes so-
bre prácticas anticompetitivas y control de concentraciones 
(Jenny, 2023).
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Por último, se debe revisar y actualizar periódicamente el 
programa de cumplimiento en materia de competencia para 
asegurarse de que esté alineado con los cambios en las le-
yes y regulaciones, así como con los desarrollos en las prác-
ticas comerciales de la empresa. Mantenerse al tanto de las 
decisiones judiciales y regulatorias relevantes, y ajustar el 
programa según sea necesario ayudará a mitigar nuevos 
riesgos y desafíos. 

Uno de los principales retos es garantizar que la política de 
competencia sea una prioridad gubernamental en la región. 
Aunque las autoridades de competencia latinoamericanas y 
caribeñas han demostrado eficacia en la aplicación de la ley, 
aún enfrentan limitaciones significativas en términos de recur-
sos financieros y humanos en comparación con sus contra-
partes en países desarrollados (Jenny, 2023).

Panorama regional
En las últimas décadas se han observado cambios notables 
en el entorno competitivo de América Latina y el Caribe, ya 
que, a pesar de que algunos países han progresado en el fo-
mento de entornos más competitivos, otros continúan enfren-
tando desafíos que obstaculizan su avance. En este sentido, 
la presencia de barreras regulatorias como aranceles, cuotas 
y otras formas de proteccionismo es una de las mayores di-
ficultades para la competencia en la región. A veces, los Go-
biernos las imponen para proteger las industrias nacionales, 
y en otros casos surgen de acuerdos no oficiales entre em-
presas y Gobiernos, por lo que, en el camino de la integración 
regional y la convergencia en las agendas de distintos orga-
nismos, es necesario considerar políticas o líneas de acción 
sobre estas barreras (SELA, 2023).
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Un reto adicional para varias industrias es la concentración 
significativa del mercado, que puede llevar a una falta de com-
petencia, debido a que las empresas dominantes pueden fijar 
precios y limitar la entrada al mercado. En sectores como tele-
comunicaciones, energía y servicios financieros, este escena-
rio es particularmente común, motivo que revela la importancia 
del rol de los Estados nacionales para ponerle ciertos límites 
a la concentración en algunos mercados de manera transpa-
rente. De la misma manera, el papel de los organismos inter-
nacionales es relevante para generar espacios de discusión y 
debate a fin de compartir prácticas en este sentido. 

Además, la integración regional ha creado oportunidades adi-
cionales para la competencia. El intercambio comercial y la 
inversión entre los países miembros han sido impulsados por 
la creación de distintos organismos internacionales o regio-
nales, y se han establecido diversos modelos de integración, 
cada uno con sus propias características y objetivos específi-
cos (Malamud, 2011). Entre los primeros pasos dados en este 
camino, se encuentra la creación de zonas de libre comercio 
(ZLC), uno de cuyos principales ejemplos en la región fue 
la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), 
creada en 1960 y más tarde transformada en la Asociación 
Latinoamericana de Integración (ALADI). Con la participación 
de trece países, se propuso promover el comercio dentro del 
bloque y eliminar aranceles y barreras comerciales, a través 
de lo cual se lograron avances significativos en la facilitación 
del comercio, la cooperación regulatoria y la libre circulación 
de personas.

Posteriormente, en 1969, se estableció la Comunidad Andina 
(CAN), una unión aduanera formada por cuatro países que 
tuvo como objetivo principal la eliminación de barreras comer-
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ciales entre sus miembros y la creación de un arancel externo 
común para terceros. Este modelo de integración ha contri-
buido a incrementar la competencia económica y la cohesión 
entre los Estados miembros mediante una política comercial 
conjunta, además de eliminar las revisiones fronterizas a fin 
de facilitar el comercio dentro del bloque.

En 1991 se fundó el Mercado Común del Sur (Mercosur), com-
puesto por cinco países, con el propósito de crear oportunida-
des comerciales y de inversión para sus miembros mediante 
la integración competitiva de sus economías nacionales en el 
mercado internacional. Entre sus logros más destacados, se 
encuentran promover el intercambio comercial, colaborar en 
la regulación, facilitar la movilidad de individuos sin restric-
ciones, aumentar las transacciones comerciales y negociar 
acuerdos de comercio con naciones externas.

Estos modelos de integración regional en América Latina y el 
Caribe reflejan la diversidad de enfoques y estrategias adop-
tadas por los países para fortalecer sus lazos económicos y 
favorecer el desarrollo sostenible. A través de la cooperación 
regional y la integración económica, estos bloques han logra-
do avances significativos en el fomento del comercio compe-
titivo y la inversión, así como en el afianzamiento de la esta-
bilidad y la prosperidad regionales. Ahora bien, respecto de 
algunos resultados, después de la pandemia de COVID-19, 
la región ha experimentado una recuperación gradual pero 
no uniforme. Aunque se proyecta un crecimiento económico 
para los próximos años, sigue siendo modesto y no alcanza 
los niveles previos a la pandemia: se espera que el crecimien-
to se reduzca del 2,5 % estimado en 2023 al 1,9 % en 2024 y 
luego se recupere hasta un 2,5 % en 2025 (FMI, 2024).
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Figura 11

Crecimiento económico en porcentaje de PIB de América La-
tina y el Caribe

Nota: Elaboración propia con base en Actualización de perspectivas de 
la economía mundial: La moderación de la inflación y el crecimiento firme 
desbrozan el terreno para un aterrizaje suave, FMI, 2024.

Por otro lado, el avance tecnológico rápido ha creado nue-
vas oportunidades para la competencia. Las plataformas de 
comercio electrónico han posibilitado que las pymes lleguen 
a un público más extenso y compitan con compañías mayo-
res, al tiempo que los servicios financieros tradicionales se 
han visto modificados por el auge de las fintech, que generan 
nuevas oportunidades para la competencia y la innovación.

También son relevantes las asociaciones público-privadas 
(APP) para hallar una potencial respuesta a algunos de los 
desafíos que enfrentan los países del continente en la promo-
ción de la competencia. Aprovechando los recursos y la expe-
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riencia del sector privado, los Gobiernos pueden resolver las 
deficiencias en infraestructura y estimular el crecimiento eco-
nómico. Las aplicaciones también pueden ayudar a fomentar 
un ambiente más equitativo para las empresas al impulsar la 
competencia y la innovación.

La defensa de la competencia: la estrategia 
del SELA

En las últimas dos décadas, la política de competencia regio-
nal ha experimentado un avance significativo con el planteo 
de leyes más sólidas y el fortalecimiento de los marcos nor-
mativos relevantes en la mayoría de los países de la región 
(Jenny, 2023). El robustecimiento de las instituciones a través 
del intercambio de conocimientos y la cooperación entre paí-
ses de la región es un objetivo central del SELA, que busca 
promover el comercio y la competencia en América Latina y 
el Caribe. El Grupo de Trabajo de Comercio y Competencia 
(GTCC) tiene un papel importante al reunir a autoridades es-
pecializadas para abordar aspectos cruciales relacionados 
con la competencia en este contexto, lo que propicia una 
perspectiva intergubernamental.

Durante la XI Reunión Anual del GTCC, celebrada en Santo 
Domingo, República Dominicana, en noviembre de 2023, se 
presentó un importante trabajo colaborativo: el Anuario de la 
Competencia del Mercosur. Este anuario, en el que se reco-
pila y comparte información sobre políticas, regulaciones y 
casos relevantes en materia de competencia en la región, es 
el resultado del trabajo conjunto  de las autoridades de com-
petencia de los países miembros del Mercosur (Argentina, 
Brasil, Uruguay y Paraguay).
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La cooperación entre las autoridades de competencia del Mer-
cosur ayuda a unificar enfoques y fomentar prácticas efecti-
vas, lo que contribuye al desarrollo económico y a la protec-
ción de los consumidores en toda la región. En este contexto, 
se tratan aspectos como la coordinación de políticas; el inter-
cambio de experiencias y mejores prácticas; la armonización 
de regulaciones; la resolución de disputas transfronterizas; la 
identificación de barreras de entrada, y el control judicial de 
las decisiones de las autoridades en competencia.

El valor de esta colaboración reside en la posibilidad de fomen-
tar un entorno de competencia justa y equitativa en el Mercosur 
con el objetivo de asegurar el crecimiento económico y la pro-
tección del consumidor. Los países miembros demuestran su 
compromiso con la promoción de prácticas comerciales justas 
y el fortalecimiento de los mercados regionales en América La-
tina y el Caribe a través de estas iniciativas.

Conclusiones
Distintos actores en América Latina y el Caribe están compro-
metidos con la promoción de la competencia y el desarrollo 
económico en la región, como se evidencia en los ejemplos 
del GTCC del SELA y en la colaboración entre las autorida-
des de competencia del Mercosur. Al eliminar las barreras co-
merciales e impulsar la competencia, la integración regional 
puede fomentar una mayor eficiencia económica y promover 
las actividades estratégicas requeridas, el intercambio de co-
nocimientos y la cooperación. En paralelo, se incentiva la ar-
monización de normativas, el incremento de la capacitación, 
el intercambio de información y la resolución de disputas para 
lograr un ambiente comercial más equitativo y transparente. 
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Pese a ello, siguen existiendo retos por vencer, por lo que 
es de suma importancia seguir fortaleciendo las capacidades 
institucionales, fomentando una cultura de competencia y 
abordando los obstáculos que impiden el acceso al mercado 
y la competencia justa. También es fundamental poner espe-
cial atención en promover la igualdad de género en el ámbito 
de la competencia para garantizar que todos los sectores de 
la sociedad participen equitativamente en la economía.

Finalmente, la colaboración y el compromiso constantes son 
esenciales para estimular el desarrollo económico y social en 
América Latina y el Caribe mediante políticas y prácticas in-
novadoras y equitativas en el campo de la competencia. Tra-
bajando en conjunto, los países de la región pueden crear un 
futuro más próspero y sostenible para todos sus ciudadanos.
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6

Políticas públicas con enfoque de género: 
hacia la reducción de la brecha en el sector pyme

en América Latina y el Caribe

EJE TEMÁTICO I: Recuperación Económica
PROGRAMA III: Pymes
PROYECTO A: Articulación Productiva para el Fortalecimiento 
de las Pymes

Resumen 
En este capítulo, se discute la importancia de implementar 
políticas públicas con perspectiva de género para disminuir 
la desigualdad en las pymes de América Latina y el Caribe. 
El SELA se compromete en su Programa de Trabajo 2022-
2026 a promover espacios donde se debata sobre la inclusión 
de las mujeres en sectores no tradicionales y la instauración 
de nuevos modelos de negocio y prácticas que fortalezcan el 
emprendimiento femenino a nivel regional.

Por otro lado, se citan actividades, como diplomados y otros 
eventos, dirigidas a capacitar a los funcionarios públicos e 
impulsar políticas inclusivas para reducir la brecha de género. 
También cabe subrayar que, para lograr un desarrollo sos-
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tenible, es indispensable el intercambio de buenas prácticas 
en políticas públicas con un enfoque de género, así como la 
presentación de las características de los ecosistemas em-
presariales para promover la igualdad de oportunidades entre 
hombres, mujeres y personas con identidad no binaria.

Introducción

El enfoque o la perspectiva de género tiene una connotación 
transversal en el Programa de Trabajo 2022-2026 del SELA, 
entre cuyos propósitos destacan los siguientes: ayudar a re-
ducir la brecha de género, promover prácticas que incentiven 
la inclusión de mujeres dentro de sectores donde tradicional-
mente no suelen desempeñarse y crear espacios más equi-
tativos a nivel regional. Tales propósitos van en línea con uno 
de los objetivos planteados para el desarrollo sostenible en 
la Agenda 2030 sobre la igualdad de género y el empodera-
miento de las mujeres. En este sentido, el desarrollo de bue-
nas prácticas y casos de éxito en el sector pyme en materia 
de políticas públicas con enfoque de género permite instaurar 
nuevos modelos de negocio y de prácticas que fortalecen las 
estrategias para el desarrollo de emprendimientos femeninos 
a nivel regional.

En un esfuerzo por promover políticas públicas inclusivas y 
reducir la brecha de género en el sector empresarial de Amé-
rica Latina y el Caribe, se han planificado una serie de activi-
dades, entre las que se encuentra la organización de diploma-
dos con enfoque de género. Estos programas están dirigidos 
a técnicos en políticas públicas que trabajan con pequeñas 
y medianas empresas; buscan formar a funcionarios públi-
cos en el diseño de estrategias de apoyo a las pymes, con 
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especial énfasis en la digitalización y las compras públicas. 
Los principales entregables de estos diplomados incluyen la 
capacitación de funcionarios y la generación de proyectos de 
políticas públicas derivados del aprendizaje adquirido. Para 
evaluar el progreso y el éxito de estos programas, se han 
establecido indicadores que abarcan desde la convocatoria y 
la realización de clases virtuales hasta la publicación de pro-
yectos de política pública. Además, se enfatiza la promoción 
de políticas inclusivas que reduzcan la brecha de género en 
la región al incorporar los conocimientos impartidos en los 
diplomados en el diseño de estrategias más equitativas.

Como complemento de estos estudios, se organiza una 
actividad adicional enfocada en el fomento de políticas pú-
blicas con perspectiva de género, que tiene como objetivo 
analizar casos presentados en los diplomados anteriores y 
compilar recomendaciones y buenas prácticas. Se espera 
que los principales resultados de esta actividad sean un do-
cumento compilatorio de recomendaciones y la capacitación 
continua de funcionarios en políticas públicas con enfoque 
de género. Los indicadores de progreso y éxito para esta 
actividad también se centran en la convocatoria del evento, 
la realización del informe y la promoción de políticas inclu-
sivas para reducir la brecha de género en la región. A partir 
de estas actividades, se tiene como objetivo capacitar a los 
funcionarios públicos en la formulación e implementación de 
políticas inclusivas con la meta de contribuir a reducir signi-
ficativamente la brecha de género en el ámbito empresarial 
de América Latina y el Caribe.

El compromiso del Programa de Trabajo 2022-2026 del SELA, 
con la reducción de la brecha de género y el incentivo de la 
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inclusión de mujeres en sectores laborales no tradicionales 
impulsa esta serie de actividades. En este contexto, el desa-
rrollo de buenas prácticas y casos de éxito en políticas públi-
cas con enfoque de género para el sector de las pymes es 
una estrategia fundamental porque no solo busca capacitar a 
funcionarios públicos, sino también establecer nuevos mode-
los de negocio y prácticas que fortalezcan el emprendimiento 
femenino a nivel regional. Se abre, entonces, la puerta a una 
discusión más profunda sobre la importancia de estas activi-
dades para reducir la brecha de género y promover la igual-
dad de oportunidades en el ámbito empresarial de la región.

La brecha de género y su impacto en el sector pyme
La reducción de la brecha de género en el sector de las py-
mes en América Latina y el Caribe se ha convertido en un 
objetivo primordial para fomentar tanto la equidad como el 
desarrollo económico sostenible en la región. En este contex-
to, se necesita implementar políticas públicas con un enfoque 
de género que aborden diversas áreas clave para lograr la 
autonomía de las mujeres; por ejemplo, aquellas que apuntan 
al acceso igualitario a financiamiento para emprendedoras y 
propietarias de pymes (CEPAL, 2020). Esto implica efectuar 
programas específicos que incluyan subsidios, microcréditos 
con tasas de interés preferenciales y programas de garan-
tía crediticia a fin de nivelar el campo de juego y fomentar 
la participación femenina en el sector empresarial (Ferraro y 
Goldstein, 2011).

Además del acceso al financiamiento, la capacitación y el 
asesoramiento empresarial especializado son herramientas 
útiles para fortalecer las habilidades de gestión, liderazgo y 
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conocimientos financieros de las mujeres emprendedoras. 
Ofrecer estas oportunidades contribuye significativamente a 
cerrar la brecha de género, pues proporciona a las mujeres 
las herramientas necesarias para alcanzar el éxito en sus 
empresas. Con respecto a esta cuestión, se ha acuñado el 
concepto de “techo de cristal” para ejemplificar las dificulta-
des que afrontan las mujeres a la hora de ocupar altos car-
gos o puestos donde se toman decisiones relevantes, por lo 
cual son menos las mujeres que ocupan estos lugares y, para 
hacerlo, suelen tener un mayor nivel educativo y una mayor 
edad que los varones. Osborne (2005) justifica  las medidas 
de acción positiva por la existencia de este tope invisible que 
impide a las mujeres llegar donde están los varones, lo que 
oculta una discriminación indirecta, no reflejada en las leyes y 
que se mide por los resultados diferenciales.

Asimismo, la creación de redes de apoyo y mentoría entre 
mujeres empresarias y aquellas que están iniciando su cami-
no en el mundo empresarial es una estrategia eficaz, ya que 
no solo brindan orientación y consejos prácticos, sino que 
también facilitan oportunidades de networking que pueden 
impulsar el crecimiento y la sostenibilidad de sus negocios. 
En relación con ello, la creación de sistemas públicos de cui-
dado infantil y de personas mayores permite a las mujeres 
participar en el mercado laboral y reduce la carga despro-
porcionada de trabajo de cuidado no remunerado que recae 
sobre ellas (CEPAL, 2020).
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Figura 12

América Latina (16 países): proporción de tiempo dedicado a 
quehaceres domésticos y cuidados no remunerados, según 
sexo y país, último período disponible (porcentajes)

Nota: Proporción del tiempo dedicado al trabajo doméstico y de cuidado no 
remunerado, desglosado por sexo (indicador ODS 5.4.1), Observatorio de 
Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe, 2023.

Otro aspecto en la promoción de la igualdad de género en 
las pymes es la conciliación entre el trabajo remunerado y 
el trabajo doméstico no remunerado relacionado con las res-
ponsabilidades familiares, tareas domésticas y de cuidado de 
infantes y de adultos mayores. Implementar políticas que faci-
liten la conciliación de esta doble presencia o jornada laboral 
(Moncada et al., 2002), como el acceso a servicios de cuida-
do infantil asequibles y la flexibilidad en los horarios labora-
les, es esencial para garantizar que las mujeres participen 
plenamente en el ámbito empresarial sin verse limitadas por 
sus responsabilidades familiares. 



99

Es igualmente importante abordar los sesgos y la discrimi-
nación de género que persisten en el trabajo para crear un 
entorno laboral inclusivo y equitativo que fomente la partici-
pación de las mujeres en el sector empresarial. Ello no solo 
implica prohibir la discriminación por motivos de género en 
ese entorno, sino también garantizar licencias adecuadas de 
maternidad y paternidad (para que no recaigan solo en las 
mujeres las tareas de cuidado), y programas de capacitación 
y desarrollo de competencias laborales específicamente diri-
gidos a mujeres (CEPAL, 2020).

Por otra parte, mejorar la recopilación y el análisis de datos 
desglosados por género sobre la participación de las mujeres 
en el sector de las pymes permite diseñar políticas más efec-
tivas y monitorear el progreso hacia la igualdad de género. 
Esta información proporciona una visión más precisa de la 
situación actual, gracias a la cual es posible identificar áreas 
de mejora y oportunidades de intervención. A su vez, a partir 
de esos datos, puede fomentarse la diversidad en la toma de 
decisiones para promover la igualdad de género en el sector, 
ya que estimular la participación equitativa de las mujeres en 
los órganos de decisión y liderazgo empresarial contribuye a 
enriquecer la toma de decisiones y una cultura empresarial 
más inclusiva y diversa.

Además, deben brindarse incentivos fiscales y beneficios tri-
butarios a las pymes que promuevan la igualdad de género 
en sus políticas de empleo, capacitación y desarrollo empre-
sarial. Estas medidas no solo incentivan prácticas más equi-
tativas, sino que también ayudan a impulsar la participación 
femenina en el sector.
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Finalmente, es importante fomentar el emprendimiento feme-
nino mediante campañas de sensibilización y promoción que 
destaquen los beneficios económicos y sociales de la partici-
pación de las mujeres en el sector empresarial. Estas campa-
ñas ayudan a desafiar estereotipos de género y a crear una 
cultura que valore y apoye estas iniciativas.

Hacia las buenas prácticas
En el continente, el intercambio de buenas prácticas y las 
características de los ecosistemas empresariales son un re-
curso para la formulación de proyectos y estrategias de al-
cance regional, en este caso, con el objetivo de promover el 
desarrollo de los ecosistemas de emprendimiento liderados 
por mujeres. Estas prácticas no solo reconocen las diversas 
realidades en las que se encuentran las personas desde una 
perspectiva de género, sino que también promueven activa-
mente la igualdad de oportunidades entre hombres, mujeres 
y personas de identidad no binaria.

Los países de la región brindan herramientas y servicios 
para respaldar a las pymes en diversos aspectos de su cre-
cimiento y desarrollo, teniendo en cuenta la importancia de 
este tipo de emprendimientos en sus economías (SELA, 
2015). Para empezar, se ofrece ayuda para establecer em-
presas, simplificando los trámites y procesos requeridos 
para iniciar nuevos negocios, lo que implica proporcionar 
asesoramiento legal, orientación sobre los requisitos regu-
latorios y ayuda en el registro empresarial. Por otro lado, 
se fomenta el acceso al financiamiento mediante opciones 
adaptadas a las necesidades de las empresas, que pueden 
recibir asistencia con créditos bancarios, líneas de crédito 
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especiales, microcréditos, capital de riesgo y garantías cre-
diticias para obtener el capital necesario a fin de expandirse 
y crecer (Ferraro y Goldstein, 2011).

La provisión de asistencia técnica y capacitación empresarial 
es otro aspecto por considerar (SELA, 2015). Para mejorar 
las habilidades de gestión, productividad y competitividad, y 
fortalecer las capacidades de las empresas, se dispone de 
programas que se centran en temas como la planificación 
estratégica, el marketing, la contabilidad y la tecnología. Asi-
mismo, se promueve la innovación y la adopción de mejores 
prácticas de gestión mediante diversas actividades que com-
prenden premios para la investigación y el desarrollo, ade-
más de asesoramiento especializado.

Por otra parte, se fomenta la internacionalización de las py-
mes a través de servicios y programas que facilitan su par-
ticipación en mercados del exterior. Esto involucra asesoría 
en exportación, participación en ferias y misiones comercia-
les, acceso a información sobre mercados internacionales y 
apoyo para establecer contactos. También es importante la 
articulación productiva, ya que se promueven iniciativas para 
fortalecer las cadenas de valor y la cooperación entre las em-
presas y otros actores del sector público y privado (SELA, 
2015), lo cual implica, entre otras cuestiones, desarrollar clús-
teres industriales, asociaciones empresariales y programas 
de cooperación para mejorar la competitividad y la colabora-
ción en el mercado.

Las buenas prácticas en la incorporación del enfoque de gé-
nero en el entramado productivo abarcan una amplia gama 
de iniciativas, acciones y políticas que buscan eliminar las 
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brechas y avanzar hacia una sociedad más equitativa y jus-
ta. Estas prácticas van más allá de la mera igualdad de gé-
nero, pues, con el fin último de verdaderamente alcanzarla 
en todos los ámbitos de la vida, reconocen y responden a 
las situaciones, roles, necesidades e intereses específicos 
de cada persona.

Desde promover la participación equitativa en el liderazgo 
empresarial hasta implementar políticas de conciliación labo-
ral y familiar, las buenas prácticas en materia de género se 
centran en crear entornos laborales inclusivos donde todas 
las personas puedan desarrollarse plenamente, sin importar 
su identidad de género. Esto implica no solo eliminar la dis-
criminación de género en el lugar de trabajo, sino también 
apoyar de forma activa la diversidad y la equidad en todas las 
áreas de la vida laboral y empresarial.

Al compartir estas buenas prácticas y experiencias exitosas, 
se fomenta el aprendizaje mutuo y se fortalece la capacidad de 
los países y organizaciones para abordar de manera efectiva 
las desigualdades de género en el entorno empresarial. Así, 
no solo se beneficia a las mujeres y personas de identidad no 
binaria, sino que también se contribuye al crecimiento econó-
mico y al desarrollo sostenible de la región en su conjunto. En 
última instancia, las buenas prácticas en la incorporación del 
enfoque de género en el entramado productivo son un paso 
hacia una sociedad más igualitaria y justa para todos.

Conclusiones
El análisis de las políticas públicas con enfoque de género en 
el contexto de las pequeñas y medianas empresas en Améri-
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ca Latina y el Caribe revela una serie de aspectos que mere-
cen ser destacados. En primer lugar, la necesidad apremian-
te de abordar la brecha de género en el ámbito empresarial 
como una prioridad para promover la equidad y el desarrollo 
sostenible en la región. Las pymes desempeñan un papel re-
levante en la economía regional, y garantizar la participación 
equitativa de mujeres y personas de identidad no binaria en 
este sector es importante a la hora de maximizar su contri-
bución al crecimiento económico y la generación de empleo.

El compromiso del Programa de Trabajo 2022-2026, del 
SELA, con la reducción de las brechas, la minimización de las 
diferencias plasmadas en el techo de cristal, la conciliación 
de jornadas de trabajo y el apoyo a la inclusión de mujeres 
en sectores no tradicionales representa un paso en el camino 
hacia el desarrollo sostenible. La organización de actividades 
transversales en este programa, como diplomados y semina-
rios web sobre políticas públicas con perspectiva de género, 
refleja un compromiso para capacitar a funcionarios públicos 
y promover el intercambio de conocimientos y experiencias 
en la región.

Es de destacar el papel de las buenas prácticas al incorpo-
rar el enfoque de género en el entramado productivo. Estas 
no solo reconocen las diversas realidades y necesidades de 
las personas en función de su género, sino que también pro-
mueven activamente la igualdad de oportunidades y la elimi-
nación de las barreras en el ámbito empresarial. Al compartir 
experiencias exitosas y aprender unos de otros, los países 
de la región pueden fortalecer sus capacidades y diseñar 
políticas más efectivas para favorecer la participación equi-
tativa de mujeres y personas de identidad no binaria en el 
sector de las pymes.
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Sin embargo, a pesar de los avances realizados, queda mu-
cho por hacer para abordar las desigualdades de género en 
el ámbito empresarial. En este sentido, se debe seguir impul-
sando iniciativas que fomenten el acceso igualitario a finan-
ciamiento, la capacitación empresarial especializada; la crea-
ción de redes de apoyo y mentoría; la conciliación entre el 
trabajo y la vida personal o familiar; la eliminación de sesgos 
y discriminación de género, y la promoción de la diversidad 
en la toma de decisiones.

Se requiere, entonces, un compromiso continuo por parte 
de los Gobiernos, las organizaciones internacionales, el sec-
tor privado y la sociedad civil para avanzar hacia una mayor 
equidad en el ámbito empresarial. La cooperación regional y 
las alianzas entre los países son elementos que considerar a 
fin de promover la igualdad de género y el desarrollo inclusivo 
en América Latina y el Caribe. Solo a través de un enfoque 
coordinado y multisectorial, se podrán superar los desafíos 
y aprovechar todo el potencial económico y social que ofre-
cen las pymes lideradas por mujeres. En última instancia, el 
camino hacia la igualdad de género en las empresas es un 
proceso continuo que requiere un compromiso a largo plazo y 
una acción colectiva de todos los actores involucrados.
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7

Capacidades estatales en el sector público: 
políticas públicas y economía del 

comportamiento como eje para el desarrollo

EJE TEMÁTICO III: Desarrollo Social

PROGRAMA I: Desarrollo Sostenible y Resiliente 
PROYECTO A: Apoyo Técnico para la Cooperación y De-
sarrollo Sostenible de América Latina y el Caribe

Resumen 
Las burocracias estatales tienen un rol relevante en los pro-
cesos de regionalización, y el sector público debe desarro-
llar estrategias para fortalecer nuevas capacidades, pero 
con una mirada regional y con el foco puesto en capacida-
des negociadoras, en la gobernanza pública, la incorpora-
ción de tecnología y las mutaciones estatales. El avance 
tecnológico y la generación de datos obliga a los Estados 
a repensar los procesos de toma de decisión, mientras que 
la economía del comportamiento emerge como una herra-
mienta para fortalecerlos en el marco de las políticas pú-
blicas, lo que permite, además, conjugar datos en ámbitos 
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sectoriales específicos. Mediante la aplicación de los prin-
cipios de esta disciplina, es posible prever las consecuen-
cias de una política determinada y, mejor aún, fundamentar 
el diseño y la instrumentación de políticas más efectivas 
para lograr un mayor bienestar de la población.

Introducción 
El avance tecnológico y la generación de datos obliga a los 
Estados a repensar los procesos de toma de decisión, y una 
de las herramientas que ofrece una nueva forma de exa-
minar el desarrollo de nuevas capacidades estatales para 
la implementación de políticas públicas es la economía del 
comportamiento. Esta herramienta permite conjugar con da-
tos la toma de decisiones en materia de políticas públicas 
sectoriales. En los últimos años, cada vez más gobiernos y 
policy makers consideran que, para que las políticas públi-
cas sean verdaderamente exitosas, deben tener en cuenta 
la forma en que los individuos se comportan y toman de-
cisiones. Por esta razón, las lecciones de la economía del 
comportamiento se pueden aplicar al diseño de políticas pú-
blicas con el fin de que se adapten a la conducta y a la toma 
de decisiones de los ciudadanos.

El SELA ha delineado su enfoque en el Eje del Desarrollo So-
cial y destaca una visión integral y colaborativa para afrontar 
los desafíos de la región de América Latina y el Caribe. Una 
de las piedras angulares de este enfoque es el compromiso 
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de las Na-
ciones Unidas, donde se reconoce la importancia de abordar 
aspectos económicos, sociales y ambientales para lograr un 
desarrollo equitativo y sostenible. En el centro de esta visión, 
se encuentra el objetivo de promover el bienestar humano, 
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reducir la desigualdad y mejorar las condiciones de vida de 
todas las personas, junto con los distintos programas que 
buscan proteger el medio ambiente y fortalecer la coopera-
ción regional para enfrentar desafíos comunes. Se destacan 
iniciativas concretas, como seminarios sobre indicadores de 
vulnerabilidad en sistemas agroalimentarios, economía circu-
lar y gestión de plásticos, así como reuniones sobre la medi-
ción y la evaluación de la cooperación internacional.

La colaboración con organizaciones internacionales, como la 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y 
la Agricultura (FAO por si sigla en inglés), la CELAC, la Con-
ferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarro-
llo (UNCTAD) y el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD), es importante en este enfoque, pues 
fortalece las capacidades institucionales, intercambiando 
conocimientos y garantizando un impacto significativo en el 
desarrollo sostenible de la región. Además, se promueve ac-
tivamente la cooperación Sur-Sur y triangular como un medio 
para alcanzar los ODS y mejorar la efectividad de la coope-
ración internacional. A partir de estas acciones, se busca pro-
fundizar el camino hacia una sociedad más justa y resiliente, 
asegurando el acceso a las mismas oportunidades con el ob-
jetivo de garantizar un bienestar común que pueda beneficiar 
a todos. Para ello, es menester lograr una mayor eficiencia 
social y, por tanto, de la gestión pública.

Economía del comportamiento: conceptos bási-
cos y aplicaciones

La economía del comportamiento (behavioral economics) 
ha tomado fuerza como un insumo para el abordaje y la ela-
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boración de políticas públicas que se adapten a la manera 
de pensar y tomar decisiones de los ciudadanos. En 2017 
el economista Richard Thaler fue galardonado con el Premio 
Nobel de Economía por sus investigaciones relacionadas con 
la economía del comportamiento (Güemes, 2017; Cabrales 
Goitia y Rey, 2021). Otros economistas-psicólogos que le pre-
cedieron, como Daniel Kahneman, Paul Slovic y Amos Tvers-
ky, también habían sido reconocidos por sus investigaciones. 
Esta rama de la economía busca comprender la capacidad de 
raciocinio de las personas de una forma más “humana” con el 
objetivo de crear modelos económicos que se asemejen a la 
realidad (Pinto et al., 2014; Cabrales Goitia y Rey, 2021); por 
esta razón, se parte del supuesto de que las personas actúan 
de una u otra manera (no siempre racional) sobre la base de 
diferentes “sesgos”, información o ideas.

El enfoque centrado en los postulados de la economía del 
comportamiento implica una innovación en las políticas públi-
cas y ha traído un creciente interés en este campo a partir de 
la consideración de que los seres humanos no son racionales y 
que existen diferentes sesgos que determinan sus decisiones.

La economía del comportamiento está contribuyendo a pro-
mover el desarrollo de América Latina y el Caribe al cola-
borar en la mejora de las políticas públicas y ayudar a los 
ciudadanos a tomar mejores decisiones (Pinto et al., 2014). 
Para entender su impacto en las políticas públicas, es fun-
damental considerar tres aspectos centrales. En primer lu-
gar, los sesgos de percepción juegan un papel significativo: 
afectan lo que las personas perciben como riesgo y oportu-
nidad, e influyen en las decisiones individuales, moldeando 
sus acciones económicas. Por lo tanto, cualquier análisis de 
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políticas públicas debe tenerlos en cuenta para comprender 
mejor cómo los individuos responden a diferentes estímulos 
económicos y sociales.

Por otro lado, no se deben perder de vista las normas socia-
les y culturales en la toma de decisiones económicas porque, 
más allá de los sesgos individuales, estas normas pueden 
limitar las opciones disponibles para ciertos grupos sociales, 
lo cual restringe sus oportunidades profesionales y empresa-
riales. Por lo tanto, cualquier política pública diseñada para 
abordar desigualdades o promover la inclusión económica 
debe considerar estas normas y trabajar para cambiarlas si 
es necesario.

Finalmente, la falta de información o conocimiento es un obs-
táculo importante relacionado con el acceso desigual a la in-
formación y con las disparidades en la capacidad para pro-
cesarla. Tal ignorancia conduce a decisiones subóptimas o 
incluso perjudiciales en el comportamiento económico de las 
personas. En este sentido, la economía del comportamiento 
es un insumo a la hora de diseñar intervenciones que pro-
porcionen información de manera efectiva y accesible para 
todos los grupos de la sociedad, en especial para aquellos 
que tradicionalmente han sido marginados o excluidos, como 
las mujeres emprendedoras.

A partir del abordaje de estos tres aspectos, queda de mani-
fiesto que la economía del comportamiento ofrece perspectivas 
valiosas para el diseño e implementación de políticas públicas 
más efectivas y equitativas que tengan en cuenta la compleji-
dad de la conducta humana y trabajen para abordar las des-
igualdades y las barreras en el ámbito económico y social.
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Capacidades estatales y economía del com-
portamiento

El desarrollo de capacidades estatales en el sector público 
permite promover políticas efectivas y fomentar el crecimien-
to económico. En relación con ello, la economía del compor-
tamiento ha surgido como un enfoque relevante para com-
prender y mejorar las decisiones individuales y colectivas, 
y ha ejercido cierta influencia en el ámbito de los proyectos 
gubernamentales. Al llevar a cabo esta tarea de integrar prin-
cipios de economía del comportamiento en el diseño e imple-
mentación de políticas, los Gobiernos son capaces de influir 
de manera más efectiva en las acciones de los ciudadanos y 
lograr resultados óptimos.

A la hora de pensar en actividades específicas que fomenten 
la generación, adquisición, gestión y aplicación del conoci-
miento en el sector público, una medida pertinente es invertir 
en educación y formación; ello permitirá diseñar y promover 
programas para desarrollar habilidades digitales, analíticas y 
de pensamiento crítico en los empleados estatales. Así, se 
aprovecha el conocimiento en la toma de decisiones y en la 
implementación de políticas de manera más efectiva.

Otra acción clave es el fomento de la investigación y la inno-
vación en las instituciones estatales a través de la investiga-
ción aplicada y el trabajo conjunto con instituciones académi-
cas y centros de investigación. Esto se logra creando fondos 
específicos para proyectos orientados a mejorar las políticas 
públicas y la prestación de servicios gubernamentales.

Ahora bien, también es importante desarrollar plataformas 
digitales de conocimiento compartido donde los funcionarios 
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puedan compartir y acceder a información, buenas prácti-
cas, lecciones aprendidas y datos relevantes para mejorar la 
eficacia de las políticas y los servicios públicos. En relación 
con ello, el uso de las TIC es otro aspecto para considerar: 
implementar herramientas y sistemas tecnológicos facilita la 
recopilación, el análisis y la gestión de datos para respaldar 
la toma de decisiones basada en evidencia y en el monitoreo 
de políticas públicas.

Asimismo, se deben establecer políticas de propiedad inte-
lectual que promuevan la protección y la gestión adecuada 
del conocimiento generado en el sector público con el obje-
tivo de garantizar su disponibilidad y utilidad para futuras ini-
ciativas y proyectos. También debe considerarse el incentivo 
de la colaboración interinstitucional, estableciendo mecanis-
mos que fomenten el intercambio de conocimientos entre di-
ferentes organismos gubernamentales a nivel local, regional 
y nacional, que incluye crear redes de expertos y organizar 
eventos a tales fines. En última instancia, es importante esti-
mular la participación ciudadana y la colaboración público-pri-
vada para generar y aplicar el conocimiento en el diseño y en 
la implementación de políticas públicas, ya que se aumentan 
las posibilidades de aprovechar la diversidad de perspectivas 
y experiencias; así, se fortalecen las capacidades estatales y 
se contribuye al desarrollo socioeconómico sostenible.

Al integrar la economía del comportamiento en la formulación 
de políticas públicas, los Gobiernos mejoran la efectividad de 
sus intervenciones a los fines de conseguir sus objetivos en 
el camino para el desarrollo económico sustentable e inclusi-
vo. Este enfoque proporciona un marco analítico para com-
prender y abordar las interacciones entre comportamiento y 
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políticas públicas, lo que puede conducir a resultados más 
equitativos y sostenibles en el ámbito económico y social.

Políticas públicas para el desarrollo: nueva 
perspectiva

Como se ha dicho, el comportamiento humano ha sido ana-
lizado a lo largo de las últimas décadas para la toma de todo 
tipo de decisiones: desde el ámbito privado hasta la política 
electoral. En esta línea, y en relación con la economía del 
comportamiento, es importante destacar el término nudges, 
acuñado por Thaler, y que podría ser traducido como ‘empu-
jones’ (Pinto et al., 2014; Campos Ríos, 2022). Desde esta 
visión, se construyen intervenciones limitadas que pretenden 
modificar la estructura de las decisiones que toman los in-
dividuos sin recurrir a incentivos o sanciones determinadas. 
Se basa, entonces, en la idea de influir en las decisiones de 
las personas de manera sutil, utilizando pequeños estímulos 
para orientar comportamientos sin limitar la libertad de elec-
ción. En el contexto de la economía, el nudge se aplica para 
mejorar las decisiones individuales y colectivas con el propó-
sito de guiar a las personas hacia elecciones más beneficio-
sas. En otras palabras, se plantean intervenciones sencillas 
y de bajo costo para inducir a los ciudadanos a un compor-
tamiento previsible esperado de acuerdo con lo planificado 
(Campos Ríos, 2022). 

Los nudges se aplican en la elaboración de políticas públicas; 
existen, incluso, unidades en distintas administraciones inter-
nacionales dedicadas a llevar adelante este enfoque, como 
sucede con el Behavioural Insights Team, del Reino Unido, o 
la Office of Evaluation Sciences en Estados Unidos (Campos 
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Ríos, 2022). Estos “empujones” se han insertado en todos los 
procesos concernientes a las políticas públicas: su diseño, 
planificación, implementación y evaluación, para poder valo-
rar la efectividad de cada proyecto y orientar la toma de deci-
siones basada en evidencias (Cabrales Goitia y Rey, 2021). 
Incluso se pueden integrar en la implementación de experi-
mentos controlados aleatorios (PAC por su sigla en inglés) 
que permitan valorar la eficacia de una política pública antes 
de implementarla de manera generalizada con el objeto de 
ahorrar costos y posibles perjuicios para la población.

En relación con lo expuesto, se debe entender que la nueva 
era de la información, ligada a una creciente digitalización y 
robotización, no debe depender de políticas públicas intuiti-
vas o ideologizadas, sino que debe estar acompañada por 
una nueva cultura en materia de toma de decisiones públicas 
e implementación de proyectos basadas en datos y eviden-
cia científica. Estos nuevos enfoques favorecen la integración 
entre la investigación y la formulación, aplicación y evalua-
ción de políticas públicas, lo cual genera que política y cien-
cia se interrelacionen de mejor manera. De esta forma, dotan 
de racionalidad el proceso de toma de decisiones, las cuales 
quedan legitimadas para una mejor evaluación y permiten es-
tudios rigurosos y sistemáticos, cuyos datos son confiables. 
De ello se desprende una nueva forma de relación entre las 
instituciones públicas y el ámbito académico, como también 
con el sector privado.
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Figura 13

Tabla de ejemplos de nudges y sus efectos esperados

Nudge de 
ejemplo

Descripción de la 
aplicación

Efecto esperado en el com-
portamiento

Etiquetado 
de 
alimentos

Incluir etiquetas de 
advertencia alimentos 
altos en azúcares, gra-
sas, sodio, etc.

Aumento de la conciencia sobre 
la calidad nutricional de los ali-
mentos y una posible reducción 
en la compra de productos poco 
saludables.

Opt-out vs. 
opt-in

Establecer en sistemas 
de inscripción automá-
tica con opción de des-
vinculación (opt-out) en 
lugar de requerir una 
acción para inscribirse 
(opt-in).

Aumento en la participación 
en programas de ahorro, do-
nación de órganos, etc., debi-
do a la inercia y la comodidad 
del opt-out.

Recorda-
torios y 
alertas

Enviar recordatorios 
de pago de facturas o 
citas médicas mediante 
mensajes de texto o 
notificaciones móviles.

Mejora en la puntualidad en el 
pago de facturas y asistencia a 
citas, reduciendo las tasas de 
incumplimiento.

Cambio de 
diseño

Modificar el diseño de 
espacios públicos para 
guiar el flujo de tráfico 
peatonal o reducir el 
consumo de energía.

Mejora en la eficiencia del trá-
fico peatonal o en la reducción 
del consumo de energía debido 
a cambios en la percepción del 
entorno.

Anclaje Mostrar precios con 
descuento basados en 
precios de referencia 
más altos previamente 
establecidos.

Estímulo para realizar compras 
impulsivas al percibir un mayor 
valor debido al descuento com-
parativo.
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Mensajes 
sociales

Utilizar mensajes que 
resaltan la conducta 
deseada de la mayoría 
para fomentar la con-
formidad social.

Aumento en el cumplimiento de 
normas sociales, como el reci-
claje, debido a la influencia de 
la mayoría.

Incentivos 
económicos

Ofrecer recompensas 
o descuentos por com-
portamientos deseados, 
como el reciclaje o el 
ahorro de energía.

Estímulo para adoptar com-
portamientos sostenibles y 
saludables debido a incentivos 
económicos tangibles.

Nota: Elaboración propia.

Conclusiones
El enfoque de la economía del comportamiento ofrece una 
perspectiva interesante para el desarrollo de capacidades es-
tatales y la formulación de políticas públicas más efectivas y 
equitativas. Al comprender mejor cómo las personas toman 
decisiones en la vida real, teniendo en cuenta sesgos cogni-
tivos, normas sociales y falta de información, los Gobiernos 
pueden diseñar intervenciones más efectivas que influyan en 
el comportamiento de los ciudadanos de manera sutil y po-
sitiva. La aplicación de conceptos como los nudges permite 
orientar el comportamiento de manera no coercitiva, utilizan-
do pequeños estímulos para promover decisiones más bene-
ficiosas tanto a nivel individual como colectivo. 

Es importante que las políticas públicas se basen en datos y 
evidencia científica, aprovechando la colaboración entre ins-
tituciones públicas, el ámbito académico y el sector privado. 
La implementación de experimentos controlados aleatorios 
(PAC) y la evaluación continua de políticas son herramien-
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tas clave para garantizar la efectividad y la eficiencia de las 
intervenciones gubernamentales. En este sentido, la nueva 
era de la información y la creciente digitalización demandan 
una cultura de toma de decisiones basada en datos certeros. 
Esto implica que se integren mejor la investigación y la for-
mulación, aplicación y evaluación de políticas públicas, así 
como una nueva forma en que se relacionen las instituciones 
públicas y otros actores relevantes.

La aplicación de la economía del comportamiento en las po-
líticas públicas no solo se orienta a entender cómo las perso-
nas toman decisiones, sino también a abordar las inequida-
des y desigualdades existentes en la sociedad. Esto incluye 
considerar factores como el género, la etnia, la clase socioe-
conómica y otras dimensiones de la diversidad humana en 
el diseño e implementación de intervenciones gubernamen-
tales. Integrar una perspectiva de equidad y justicia social 
en las políticas basadas en la economía del comportamiento 
contribuye a reducir disparidades y a promover la inclusión.

Asimismo, es importante destacar el papel de la colaboración 
internacional y la cooperación entre países para impulsar ca-
pacidades estatales basadas en la economía del conocimien-
to. Los intercambios de información, las alianzas estratégi-
cas y la cooperación técnica facilitan el aprendizaje mutuo y 
la adopción de mejores prácticas entre diferentes naciones. 
Esta colaboración es especialmente relevante en un mundo 
cada vez más interconectado, donde los desafíos globales 
requieren soluciones conjuntas.

Por otro lado, promover una cultura de evaluación y aprendi-
zaje continuos dentro de las instituciones estatales influye en 
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el desarrollo efectivo de capacidades. Esto implica no solo el 
planteo de políticas, sino también la evaluación rigurosa de 
su impacto y la disposición para ajustar y mejorar las inter-
venciones de acuerdo con los resultados obtenidos. La re-
troalimentación constante y la adaptación ágil son clave para 
garantizar la eficacia y la relevancia de las políticas públicas 
en un entorno cambiante y complejo.

Por último, es pertinente destacar que el desarrollo de capaci-
dades estatales basadas en la economía del conocimiento es 
un proceso continuo y multifacético. Requiere un compromiso 
a largo plazo por parte de los Gobiernos, así como la parti-
cipación de la sociedad civil, el sector privado y otras partes 
interesadas. Solo a través de un enfoque colaborativo y orien-
tado al aprendizaje constante, se pueden alcanzar resulta-
dos significativos en la mejora de las políticas públicas y el 
fortalecimiento de las instituciones estatales para abordar los 
desafíos del siglo xxi en América Latina y el Caribe.
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8

Desarrollo e incubadoras 

de mipymes en América Latina y el Caribe

EJE TEMÁTICO I: Recuperación Económica
PROGRAMA III: Pymes
PROYECTO:  Articulación Productiva para el Fortalecimiento de 
las Pymes

Resumen

En este caso, se aborda la importancia de las mipymes en 
América Latina y el Caribe como impulsoras del desarrollo 
económico sustentable a nivel regional. Se destaca la imple-
mentación, por parte del SELA, del índice de políticas públi-
cas para mipymes en América Latina y el Caribe (IPPALC) 
como una herramienta para evaluar y promover proyectos 
que fomenten el crecimiento y la competitividad de estas em-
presas. También, a fin de subrayar la necesidad de progra-
mas de asistencia, se examina el papel de las redes de incu-
badoras y aceleradoras de negocios, las cuales respaldan el 
emprendimiento y la innovación empresarial. 

Por otro lado, se analiza el impacto de la tecnología y la digita-
lización en las mipymes, señalando el surgimiento del comer-
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cio electrónico como una oportunidad para su supervivencia 
y crecimiento, aunque también plantea algunos desafíos. En 
este sentido, se propone un enfoque estratégico transversal 
que incluya medidas específicas en coordinación con políticas, 
resiliencia y acceso equitativo a recursos digitales para garan-
tizar un desarrollo económico inclusivo y flexible en la región.

Introducción 
El tejido empresarial conformado por las mipymes ha sido 
un motor para el desarrollo económico en América Latina y 
el Caribe, pero su crecimiento y sostenibilidad se han visto 
desafiados, especialmente en tiempos recientes, debido a 
la complejidad de los contextos globales y regionales, agra-
vados por la pandemia de COVID-19 y por el posterior pro-
ceso de recuperación aún en tránsito. A partir de este esce-
nario, la implementación de políticas públicas regionales se 
presenta como una herramienta para fomentar el potencial 
de estas empresas, particularmente en comunidades vulne-
rables. En este contexto, el SELA ha trabajado en el índice 
de políticas públicas para mipymes en América Latina y el 
Caribe (IPPALC), iniciativa que se propone en el marco de 
este proceso de fortalecimiento. Este índice, desarrollado en 
colaboración con la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) y CAF - Banco de Desarrollo 
de América Latina y el Caribe, representa un punto relevante 
en la evaluación y la promoción de políticas que apuntan a 
impulsar el crecimiento y la competitividad de las mipymes en 
la región (SELA, 2022).

El 2024 marca un punto importante en la evolución del IPPALC, 
con la conclusión de su fase I y el inicio de la fase II, lo cual no 
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solo proporcionará una visión detallada del panorama actual 
de las políticas públicas en los países participantes, sino que 
también ofrecerá perspectivas sobre las fortalezas y debilida-
des de los programas de apoyo a las mipymes en la región. 
Esta primera fase se verá coronada por la presentación de re-
sultados preliminares en una reunión presencial que reunirá 
a representantes de los Estados involucrados. Por otro lado, 
el comienzo de la fase II del IPPALC marcará un nuevo mo-
mento en este proceso, con actividades orientadas a redactar 
y publicar el informe completo, así como a presentar resulta-
dos definitivos en una reunión presencial programada para 
noviembre de 2024. Esta etapa se caracteriza por su avance 
para divulgar los hallazgos y promover la implementación de 
recomendaciones específicas para cada país participante.

El presente capítulo se propone explorar el papel de las re-
des de incubadoras y aceleradoras de negocios en el eco-
sistema empresarial de las mipymes, en las distintas comu-
nidades de los países de la región, así como examinar el 
impacto potencial de las políticas públicas en este ámbito. 
A través de este análisis, se busca proporcionar una visión 
integral de los desafíos y oportunidades que enfrentan las 
mipymes, e identificar estrategias efectivas para su fortale-
cimiento y desarrollo continuo.

Las mipymes y la importancia de su desarrollo 
para la región 

En América Latina y el Caribe, las mipymes representan un 
componente relevante del tejido empresarial; son un sector 
que considerar para el crecimiento y desarrollo económico, la 
generación de empleo y la reducción de la pobreza. Sin em-
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bargo, este sector empresarial enfrenta algunas limitaciones 
en su capacidad de crecimiento y contribución al desarrollo 
regional: tienen una alta contribución a la tasa de empleo, 
pero una baja contribución a la producción (Dini et al., 2014; 
Correa et al., 2020b). Tal aporte al empleo se da a pesar de 
que, en muchos casos, estas responden al autoempleo o se 
sitúan en situaciones de informalidad (Dini et al., 2014; Ferra-
ro y Rojo, 2018). De hecho, para el año 2016, las mipymes 
representaban el 99,5 % de las empresas de la región, y la 
gran mayoría eran microempresas (88,4 % del total) (Correa 
et al., 2020b, p. 13).

Figura 14

América Latina: distribución de las empresas según tamaño, 
2016 (en porcentajes)

Nota: Mipymes en América Latina: un frágil desempeño y nuevos desafíos 

para las políticas de fomento (p. 13), de M. Dini y G. Stumpo, 2020, CEPAL.
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Además, es importante destacar que las mipymes no solo 
contribuyen al crecimiento económico, sino que también 
promueven la diversificación económica y la innovación en 
la región. Al impulsar la creación de empleo y la generación 
de ingresos en sectores emergentes, ayudan a construir eco-
nomías más resilientes y dinámicas. Por otro lado, el desa-
rrollo de las mipymes también está estrechamente vinculado 
al fortalecimiento de las cadenas de valor y a la integración 
económica regional. Al fomentar la participación de estas 
en los procesos de producción y comercio, se pueden crear 
oportunidades para el crecimiento y la competitividad de las 
empresas locales, así como para la expansión de los merca-
dos regionales.

Uno de los principales desafíos que enfrentan es el acceso 
limitado a créditos y financiamiento, lo que limita su desarro-
llo y su capacidad para invertir en innovación, tecnología y 
expansión de mercado. Por otra parte, las mipymes a menu-
do carecen de capacitación empresarial y enfrentan barreras 
burocráticas y regulatorias excesivas que dificultan su ope-
ración y crecimiento. La falta de acceso a nuevas oportuni-
dades de mercado y la competencia desigual con empresas 
más grandes también son obstáculos que deben considerar-
se a la hora de pensar estrategias para su impulso.

En este contexto, implementar programas de asistencia a las 
mipymes que incluyan servicios de incubación y aceleración 
de negocios es una prioridad en las agendas públicas de los 
países de la región. Estos programas no solo brindan apoyo 
financiero, sino que también ofrecen servicios de formación, 
asesoramiento empresarial, acceso a redes y oportunidades 
de financiamiento, entre otros. Las empresas que reciben 
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apoyo de estas instituciones tienden a tener mayores tasas 
de supervivencia, crean más puestos de trabajo y generan 
más ingresos, y contribuyen así al crecimiento económico y a 
la generación de empleo en América Latina y el Caribe.

Iniciativas regionales para el ecosistema 
emprendedor
La región tiene algunas agencias o ejemplos de iniciativas 
de desarrollo de mipymes que vale la pena mencionar (Dini y 
Rueda, 2020, p. 422):

●	 Chile - SERCOTEC (Servicio de Cooperación Técni-
ca). Fue creado en 1955 con el objetivo de fomentar el 
desarrollo de las pymes en Chile. SERCOTEC brinda 
asesoría técnica, capacitación y financiamiento para 
emprendedores y empresarios de este segmento.

●	 Chile - INDAP (Instituto de Desarrollo Agropecua-
rio). Fundado en 1963, INDAP promueve el desarrollo 
y la competitividad del sector agrícola y rural chileno. 
Proporciona apoyo técnico, financiero y de capacita-
ción a pequeños agricultores y comunidades rurales.

●	 Brasil - CEBRAE (Centro Brasileño de Apoyo a la 
Pequeña y Mediana Empresa). Establecido en 1972, 
CEBRAE se centró en impulsar el crecimiento y la 
competitividad de las pymes en Brasil. Proporciona-
ba servicios de consultoría, capacitación y acceso a 
financiamiento para este sector empresarial.

●	 Brasil - SEBRAE (Servicio Brasileño de Apoyo a 
las Micro y Pequeñas Empresas). Surgió en 1990 
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como una evolución del CEBRAE, y amplió su alcan-
ce para brindar apoyo a las microempresas además 
de las pequeñas y medianas empresas. SEBRAE si-
gue desempeñando un papel fundamental en el forta-
lecimiento del tejido empresarial brasileño.

●	 El Salvador - CONAMYPE (Comisión Nacional de 
la Micro y Pequeña Empresa). Fundada en 1996, 
CONAMYPE promueve el desarrollo económico y so-
cial a través del fortalecimiento del sector de las micro 
y pequeñas empresas en El Salvador. Proporciona 
servicios de capacitación, asistencia técnica y acceso 
a financiamiento para emprendedores y empresarios 
de este segmento.

●	 México - INADEM (Instituto Nacional del Empren-
dedor). Establecido en 2013, INADEM se creó con la 
intención de fomentar la cultura emprendedora y apo-
yar el desarrollo de las micro, pequeñas y medianas 
empresas en México. Ofrece programas de capacita-
ción, asesoría técnica, incubación empresarial y acce-
so a financiamiento para emprendedores y empresa-
rios mexicanos.

●	 Colombia - iNNpulsa Colombia. Fundada en 2012, 
iNNpulsa es una entidad adscrita al Ministerio de Co-
mercio, Industria y Turismo de Colombia, encargada 
de promover el emprendimiento, la innovación y el de-
sarrollo empresarial en el país. Proporciona apoyo fi-
nanciero, técnico y de acompañamiento a emprende-
dores y empresas con alto potencial de crecimiento.
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Estas iniciativas contribuyen al crecimiento y la competitivi-
dad de las mipymes en el continente, ayudándolas a superar 
los desafíos y aprovechar nuevas oportunidades en el merca-
do global. Sin embargo, aún queda mucho por hacer para for-
talecer el ecosistema emprendedor y garantizar un desarrollo 
sostenible y equitativo, sobre todo de cara a la revolución tec-
nológica que impacta positivamente en muchos países, pero 
para ello debe tenerse en cuenta la gran heterogeneidad de 
las mipymes (Correa et al., 2020; Ferraro y Rojo, 2018; Dini 
et al., 2014). 

Teniendo en cuenta lo expuesto, los países del continente 
deberían centrar sus esfuerzos en desarrollar una estrategia 
unificada con una implementación correcta y coordinada con 
diferentes niveles de influencia y apoyada por un marco regu-
latorio general, a fin de promover el desarrollo de las mipymes 
y lograr que los innovadores tomen mejores decisiones em-
presariales que sean sostenibles en el tiempo. Organismos 
internacionales como el SELA pueden llevar a cabo activida-
des donde representantes de los países compartan buenas 
prácticas referidas a estos temas. No es menor el impacto y 
el aporte que los sistemas nacionales de innovación pueden 
generar para fortalecerse, de tal forma que incluyan elemen-
tos a fin de promover el proceso.

En su estudio, Ferraro y Rojo (2018) resaltan el fuerte pre-
dominio de unidades productivas muy pequeñas y de baja 
productividad en los países de la región. Como ya se men-
cionó, estas empresas, principalmente micro y pequeñas, 
concentran una elevada proporción del empleo, pero mues-
tran una escasa presencia en encadenamientos con empre-
sas de mayor tamaño, lo que limita su acceso a tecnolo-
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gías y oportunidades de crecimiento. Esta disparidad en la 
productividad entre empresas por tamaño también se refleja 
en el ámbito laboral, pues afecta los indicadores de trabajo 
decente y las condiciones laborales, tales como la calidad 
del empleo, los niveles de ingreso, la seguridad social, la 
sindicalización y la formalidad. 

A pesar de tales limitaciones, que son heterogéneas, estas 
empresas son parte de un universo económico diverso que 
debe ser tenido en consideración en la toma de decisiones. 
Se debe reconocer que existen sectores dinámicos con em-
presas exitosas, como aquellas de rápido crecimiento, expor-
tadoras e innovadoras, que pueden constituirse en un factor 
de cambio y de renovación del tejido productivo. Estas em-
presas, sin embargo, requieren políticas específicas de desa-
rrollo productivo que se adapten a sus necesidades (Ferraro y 
Rojo, 2018). Se subraya entonces la importancia de avanzar 
hacia la construcción de sistemas de información confiables 
y métodos de evaluación efectivos, ya que son necesarios 
para tomar decisiones de política informadas y calcular en 
qué medida las actuaciones gubernamentales producen los 
resultados esperados en términos de desarrollo empresarial 
y económico.

La digitalización como eje de transformación y 
competitividad 

La creciente influencia de la tecnología y la digitalización está 
transformando el panorama económico regional, generando 
nuevos ecosistemas productivos que requieren un enfoque 
innovador y estratégico para el desarrollo productivo (Dini et 
al., 2014). A partir de ello, es pertinente adoptar una mira-



129

da transversal que aborde de manera integral los desafíos 
y oportunidades que presenta la digitalización. Este enfoque 
debe incluir medidas específicas y horizontales, y articularse 
en torno a tres pilares.

El primero de ellos es la coordinación de políticas y gobernan-
za, ya que, para maximizar los beneficios de la tecnología y 
la digitalización, se debe establecer una coordinación efectiva 
entre los actores gubernamentales, el sector privado y la so-
ciedad civil. Esto garantizará la implementación de políticas 
coherentes y eficaces que impulsen la innovación, la compe-
titividad y el crecimiento económico sostenible.

El segundo pilar se centra en las transiciones y la resilien-
cia. Si la digitalización conlleva cambios significativos en los 
modelos de negocio y las prácticas laborales, es entonces 
menester que las mipymes y otros actores del ecosistema 
empresarial estén preparados para adaptarse a estas tran-
siciones y promover la resiliencia frente a los desafíos emer-
gentes. Ello implica implementar programas de capacitación 
y desarrollo de habilidades, así como promover entornos re-
gulatorios flexibles y adaptativos.

El tercer y último pilar se refiere al acceso a recursos en el 
ecosistema de las mipymes, teniendo en cuenta que, para el 
éxito de las empresas en la economía digital, se debe consi-
derar el acceso a recursos, como financiamiento, tecnología 
y conocimiento. Es necesario entonces impulsar políticas y 
programas que faciliten el acceso equitativo a estos recursos, 
especialmente para aquellos sectores y regiones que enfren-
tan mayores barreras de entrada (Dini et al., 2014).

El creciente nivel de digitalización en las mipymes de la re-
gión indica que este sector ya se encuentra inmerso en la 
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economía digital. Esto subraya la importancia de adaptar las 
estrategias de desarrollo productivo para aprovechar al máxi-
mo las oportunidades que ofrece el mundo tecnológico. Solo 
mediante un enfoque integral y colaborativo, se podrán crear 
las condiciones propicias para un crecimiento económico in-
clusivo, sostenible y resiliente en América Latina y el Caribe.

Comercio electrónico y la generación de nuevas 
capacidades 

La proliferación del comercio electrónico ha sido un recurso 
importante para muchas mipymes, especialmente aquellas 
que ya tenían una presencia digital establecida antes de la 
crisis económica ocurrida por la pandemia de COVID-19. La 
capacidad de acceder a plataformas de comercio electrónico 
ha representado nuevas oportunidades de ingresos y ha sido 
un elemento que ha influido en la supervivencia de muchas 
de estas empresas durante tiempos difíciles.

La pandemia y las medidas de confinamiento tomadas por los 
distintos Gobiernos para evitar la propagación de la enferme-
dad no solo pusieron de manifiesto la importancia del comer-
cio electrónico, sino que también actuaron como un estímulo 
obligado para que muchas mipymes desarrollasen nuevas 
capacidades digitales. La necesidad de adaptarse al entorno 
digital se convirtió en una prioridad urgente, lo que llevó a nu-
merosas empresas a explorar y adoptar nuevas tecnologías y 
estrategias de venta en línea.

Sin embargo, este cambio hacia lo digital también ha plan-
teado desafíos para las empresas, teniendo en cuenta que, 
aunque la tecnología digital tiene el potencial de reducir la 
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huella ambiental y abrir nuevas oportunidades de mercado, 
también ha generado preocupaciones en términos de segu-
ridad. Muchas mipymes carecen de la capacidad necesaria 
para gestionar los riesgos asociados con la aceleración de la 
digitalización, lo que subraya la necesidad de apoyo y orien-
tación en este ámbito.

Por otro lado, el desarrollo de nuevas capacidades digitales 
en el sector pyme enfrenta una serie de obstáculos; por ejem-
plo, los relacionados con el hecho de que muchas empresas 
carecen de conocimientos sobre cómo vincular la adopción 
digital con sus necesidades comerciales específicas, y hay 
una escasez de cultura digital y competencias técnicas en 
muchos casos. Mejorar el acceso a redes digitales confiables 
y servicios complementarios también es relevante para el éxi-
to de las pymes en la economía digital.

Para abordar estos desafíos y aprovechar al máximo las opor-
tunidades que ofrece la digitalización, se necesita un enfoque 
integral y colaborativo que involucre a los sectores público y 
privado (Dini y Rueda, 2020). La formulación de políticas pú-
blicas efectivas debe centrarse en el fortalecimiento de la ca-
pacidad interna de las empresas, facilitar el acceso a recursos 
estratégicos y fomentar la cooperación con el ecosistema em-
presarial más amplio. También es importante crear un entorno 
empresarial adecuado que promueva la innovación, la compe-
titividad y el crecimiento sostenible en la economía digital.

Otro aspecto en el desarrollo de capacidades digitales es me-
jorar el acceso a servicios y recursos complementarios que 
puedan ayudar a las mipymes a aprovechar al máximo las 
tecnologías digitales. Esto incluye servicios de consultoría es-
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pecializados, programas de financiamiento y acceso a redes 
y asociaciones empresariales que faciliten la colaboración y 
el intercambio de conocimientos entre empresas del mismo 
sector o industria.

Conclusiones

El análisis de las políticas públicas y las iniciativas de apoyo 
a las mipymes en América Latina y el Caribe revela la impor-
tancia de fortalecer el ecosistema empresarial para impulsar 
el crecimiento económico y la inclusión social en la región. 
La implementación del IPPALC y la colaboración entre di-
ferentes actores, incluidos los organismos internacionales, 
Gobiernos nacionales, sector privado y academia, son pa-
sos hacia este objetivo.

Las redes de incubadoras y aceleradoras de negocios se 
centran en fomentar el emprendimiento y la innovación em-
presarial, brindando apoyo integral a las mipymes desde sus 
etapas iniciales hasta su consolidación en el mercado. Estas 
iniciativas demuestran ser efectivas para mejorar las tasas de 
supervivencia de las empresas, crear empleo y generar ingre-
sos, aunque en distintos niveles; esto contribuye al desarrollo 
económico regional.

Por su parte, el surgimiento del comercio electrónico pre-
senta nuevas oportunidades para las mipymes, pero tam-
bién plantea desafíos en términos de seguridad cibernética 
y desarrollo de capacidades digitales. Es pertinente que las 
políticas públicas y los programas de apoyo aborden estos 
desafíos y promuevan un acceso equitativo a recursos digi-
tales para todas las empresas, especialmente aquellas en 
comunidades vulnerables.
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En última instancia, el desarrollo económico inclusivo y sos-
tenible en América Latina y el Caribe requiere un enfoque in-
tegral y colaborativo que encare los desafíos emergentes y 
aproveche las oportunidades que ofrecen la tecnología y la 
digitalización. Esto implica una coordinación efectiva entre los 
diferentes actores, así como la promoción de entornos regu-
latorios flexibles y adaptativos que fomenten la innovación y 
la competitividad. Con un compromiso continuo y una acción 
coordinada, es posible construir un futuro próspero y equitati-
vo para todas las empresas de la región.
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9

Políticas de convergencia intersecretarial

EJE TEMÁTICO I: Recuperación Económica 
PROGRAMA I: Integración Económica
PROYECTO A: Convergencia y Cooperación Institucional para 
la Integración

Resumen
Este capítulo destaca la importancia de la cooperación ins-
titucional para promover el desarrollo económico y social en 
América Latina y el Caribe dentro del marco de la integración 
regional. En el Programa de Trabajo 2022-2026 del SELA, 
se reconoce la necesidad de fortalecer los procesos de in-
tegración, alineando agendas regionales e implementando 
estrategias colaborativas. Asimismo, se destacan varios as-
pectos, como la formalización de equipos técnicos de trabajo, 
el desarrollo de políticas públicas, la creación de manuales 
con buenas prácticas y la promoción para eliminar barreras 
comerciales. También se subraya la necesidad de medir el 
progreso en los procesos de incorporación a través del índice 
de integración (IINTALC), el índice de preferencias comer-
ciales reveladas (IPCR) y el índice de vulnerabilidad externa 
(IVE), así como promover la transparencia y la rendición de 
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cuentas. El capítulo resalta cómo la colaboración, la actuali-
zación constante y el aprendizaje continuo son importantes 
para promover una integración regional exitosa y sostenible.

Introducción
En el Programa de Trabajo 2022-2026 del SELA, se destaca 
el primer eje temático, Recuperación Económica, que se cen-
tra en la promoción de políticas y estrategias que impulsen 
el crecimiento económico sostenible y la integración regio-
nal, reconociendo la importancia de abordar los desafíos per-
sistentes para lograr un desarrollo equitativo y sostenible en 
América Latina y el Caribe. En este sentido, las políticas de 
convergencia intersecretarial son importantes para coordinar 
y alinear los esfuerzos de los diversos actores involucrados 
en la integración económica.

Se debe comprender y medir el impacto real de estas iniciati-
vas de convergencia intersecretarial para poder afrontar sus 
deficiencias y maximizar sus beneficios. El SELA ha desarro-
llado una serie de indicadores para monitorear los procesos 
de integración comercial, lo que permite una evaluación obje-
tiva de los avances y desafíos en la región. Es por ello por lo 
que, en este capítulo, se analizan las políticas de convergen-
cia intersecretarial en el marco del proceso de integración y 
cooperación regional, y cómo este proceso ayuda a la formu-
lación de políticas públicas en la región. 

Hacia un fortalecimiento de los procesos de 
integración
La institucionalidad de la regionalización de América Lati-
na y el Caribe enfrenta el reto de adaptarse a las cada vez 
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más frecuentes y necesarias transformaciones tecnológicas 
y digitales, que están cambiando no solo la economía, sino 
también la integración. Esta revolución tecnológica está ge-
nerando oportunidades en áreas como el comercio electró-
nico, la economía digital y la automatización de procesos 
productivos, áreas en las que se puede avanzar por más y 
mejor integración. El SELA ha puesto énfasis en la adopción 
de nuevas tecnologías y en el desarrollo de capacidades 
digitales en la región para el abordaje de la gestión integral 
de la brecha digital.

A pesar de los avances logrados en las últimas décadas, per-
sisten aún barreras comerciales, regulatorias y culturales que 
dificultan este proceso. Estos aspectos demandan una revi-
sión, con una medición y un análisis objetivos, que permita 
construir un camino a fin de robustecer y vigorizar los meca-
nismos de cooperación y coordinación entre los países miem-
bros del SELA. El objetivo debe ser común a todos estos pro-
cesos: eliminar estos frenos y suscitar un mayor intercambio 
comercial intrarregional a partir de la integración productiva 
en la región, así como de una adecuada aglutinación y cohe-
sión para avanzar hacia una mayor cooperación económica 
y política, en el marco convencional y de la economía digital.

La integración regional ha sido objeto de estudio por parte de 
diversos autores, quienes han proporcionado marcos teóricos 
para comprender este complejo proceso. Según Malamud 
(2006), la integración se define como el proceso mediante el 
cual los Estados comparten ciertos atributos de soberanía a 
través de la creación de instituciones comunes. Este enfoque 
resalta la importancia de que los países vecinos colaboren 
para alcanzar objetivos comunes más allá de las fronteras 
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nacionales. Los esfuerzos de integración en América Latina y 
el Caribe se han materializado en diversos modelos, aunque, 
dependiendo de la naturaleza y el alcance de los mecanis-
mos, varios autores coinciden en que es posible identificar 
distintos grados o etapas de integración en los cuales pue-
den ubicarse los mecanismos latinoamericanos y caribeños 
(Balassa, 1964; SELA, 2023). Profundizando en las fases del 
proceso de integración regional, cabe identificar cuatro eta-
pas principales, a saber: la zona de libre comercio, la unión 
aduanera, el mercado común y la unión económica (Malamud, 
2011). Cada una de ellas implica una mayor interconexión de 
competencias y recursos entre los Estados miembros, lo que 
culmina en la adopción de una moneda única y una política 
monetaria común en la etapa de la unión económica.

Por otro lado, el avance hacia la integración regional se ve 
reflejado en la convergencia de las agendas de los diferen-
tes organismos y en el trabajo coordinado de sus secreta-
rías, teniendo en cuenta que el mecanismo de coordinación y 
cooperación entre las entidades ejecutivas de los esquemas 
de integración regional se emplea para facilitar el diálogo, la 
colaboración y el intercambio de conocimientos. El propósito 
es fomentar una integración más efectiva y sinérgica. Con la 
participación del SELA, varios bloques de integración regio-
nal forman parte de la convergencia de agendas y la coordi-
nación intersecretarial, como la Comunidad Andina (CAN), el 
Mercado Común del Sur (Mercosur), la Comunidad del Cari-
be (CARICOM), el Sistema de Integración Centroamericana 
(SICA), la Alianza del Pacífico (AP), la Alternativa Bolivariana 
para los Pueblos de Nuestra América - Tratado de Comer-
cio de los Pueblos (ALBA-TCP), la Comunidad de Estados 
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Latinoamericanos y Caribeños (CELAC) y la Asociación de 
Estados del Caribe (AEC). Periódicamente, se llevan a cabo 
encuentros con el fin de coordinar estrategias y proyectos 
regionales en diferentes campos, por ejemplo, las cadenas 
de valor productivas, la disminución del riesgo de desastres, 
la colaboración transfronteriza, la infraestructura, la energía 
sostenible y la seguridad alimentaria. Promoviendo la cohe-
sión y el desarrollo conjunto, este tipo de colaboración forta-
lece los lazos entre los países y bloques regionales; además, 
al aprovechar sinergias y compartir recursos y conocimientos, 
se abordan de manera más efectiva los desafíos comunes. 

Como se mencionó, aunque se han logrado avances, aún 
persisten desafíos en el camino hacia la unión económica y 
política en la región, como la reticencia de algunos países 
miembros y las dificultades en la coordinación de políticas 
macroeconómicas, que han obstaculizado el progreso ha-
cia una mayor integración regional. Sin embargo, iniciativas 
como UNASUR han demostrado el potencial de la coopera-
ción regional en la mediación de conflictos y la promoción del 
desarrollo sostenible en la región.

La integración regional es un objetivo central en la formula-
ción de políticas económicas, pues promete generar resul-
tados sostenibles y beneficiosos para las economías parti-
cipantes. En consonancia con las reflexiones expuestas, se 
identifican tres pilares que surgen como resultado de proce-
sos de regionalización estables y sostenibles. En primer lu-
gar, la mejora de los rendimientos a escala se destaca como 
un elemento por considerar, donde la eficiencia productiva se 
amplifica a medida que las economías regionales cooperan y 
se especializan, a través de lo cual se optimizan recursos y se 
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reducen costos. Seguidamente, la promoción de una mayor 
competencia en el ámbito regional funciona como un catali-
zador para el dinamismo económico, que incentiva a las em-
presas a mejorar su eficiencia y calidad para destacarse en 
un mercado más amplio y dinámico. Finalmente, la integra-
ción regional actúa como un estímulo para invertir al propor-
cionar un entorno más estable y predecible que atrae tanto 
a inversores nacionales como extranjeros, lo que impulsa el 
crecimiento económico y el desarrollo empresarial. Estos as-
pectos subrayan la importancia estratégica de la integración 
como motor de progreso económico y desarrollo sostenible 
en el ámbito regional.

Políticas de convergencia para el fortaleci-
miento regional

En el SELA, se reconoce la importancia de generar meca-
nismos y estrategias que fomenten la colaboración entre las 
presidencias y las secretarías con el fin de desarrollar agen-
das de trabajo regionales que mejoren los procesos actuales 
y promuevan una mayor unificación de criterios y estándares 
institucionales. En este sentido, es necesario enfocarse en 
varios aspectos, como la formalización de equipos de trabajo 
técnico para temas específicos. Establecer equipos especia-
lizados en áreas como el comercio internacional, desarrollo 
económico e infraestructura permite abordar de manera más 
efectiva los desafíos y oportunidades que enfrenta América 
Latina y el Caribe.

Por otro lado, el diseño de estrategias y recomendaciones de 
políticas públicas se relaciona, de por sí, con el avance de los 
procesos de integración, siempre y cuando estas sean desa-
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rrolladas de manera colaborativa, considerando las necesida-
des y particularidades de cada país miembro, con el objetivo 
de promover un desarrollo económico y social sostenible en 
toda la región. La redacción de manuales y guías de bue-
nas prácticas también es deseable, ya que estos documentos 
proporcionan herramientas prácticas y recursos a los países 
miembros para mejorar sus procesos internos e impulsar la 
armonización de políticas y estándares a nivel regional. Abor-
dar temas como regulaciones comerciales, facilitación del co-
mercio e inversión extranjera promueve la cohesión económi-
ca y productiva.

Por último, es menester trabajar en la eliminación de barre-
ras comerciales, regulatorias y culturales que obstaculizan la 
integración, así como fomentar la cooperación económica en 
áreas como la industria, la agricultura y la tecnología. Al cen-
trarse en estos aspectos y desarrollar políticas de convergen-
cia efectivas, se fortalece la integración regional y se favorece 
un desarrollo económico y social más equitativo y sostenible 
en toda la región.

Actores y procesos de regionalización: el impacto 
de las redes interconectadas

En relación con lo expuesto, identificar a los actores involu-
crados y su importancia en el ámbito local, regional e institu-
cional durante los procesos de regionalización y convergen-
cia es una tarea fundamental en este proceso. Hoy en día, 
se pueden observar más actores participando en instancias 
multilaterales que en décadas anteriores, lo que muestra un 
cambio importante en este ámbito.
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La inclusión de actores institucionales nuevos que provie-
nen de sectores del desarrollo sin representación previa y la 
adopción de instrumentos multilaterales son diferencias nota-
bles respecto a décadas anteriores. Tal expansión ha posibi-
litado una mayor representación social, puesto que ofrece un 
lugar en la mesa de debate a los ciudadanos en sus variadas 
formas y niveles de organización. A su vez, este cambio en la 
composición de los actores y procesos de regionalización ha 
enriquecido el diálogo y la colaboración, lo que habilita una 
participación más inclusiva y una toma de decisiones más re-
presentativa. También ha creado posibilidades para conside-
rar una variedad más amplia de perspectivas y necesidades; 
ello refuerza las iniciativas hacia una integración regional más 
sólida y equitativa.

Lecciones aprendidas y buenas prácticas a par-
tir de la experiencia del SELA

A partir de la experiencia acumulada en la materia, el enfoque 
en la colaboración interinstitucional es una de las lecciones 
aprendidas más destacadas. El SELA ha constatado la ne-
cesidad y la importancia de promover la cooperación entre 
diversas instituciones y actores regionales para impulsar la 
integración económica y social, lo que permite aprovechar de 
manera más eficiente los recursos disponibles y evitar la du-
plicación de esfuerzos.

Fomentar la participación ciudadana es otro aspecto funda-
mental que tener en cuenta porque cada vez es más impor-
tante la participación de la sociedad civil y otros actores no 
estatales en los procesos de integración regional. La legitimi-
dad de las iniciativas regionales se fortalece con la participa-
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ción ciudadana, lo que garantiza que las políticas y progra-
mas sean inclusivos y representativos, y también permite que 
estos actores aprecien los beneficios de la integración, que 
van más allá de cuestiones burocráticas entre instituciones. 

Además, se ha destacado el valor de potenciar las posibili-
dades del SELA para fortalecer las capacidades técnicas y 
profesionales de los países miembros en áreas clave para la 
integración regional, como el comercio, la inversión y la coo-
peración económica. Las iniciativas regionales han mejorado 
su eficacia y sostenibilidad gracias a este enfoque. Y, en re-
lación con lo anterior, es importante medir el progreso en los 
procesos de integración regional, ya que esto ayuda a fortale-
cer el poder de negociación, impulsar reformas internas y ob-
tener respaldo político en escenarios internacionales. Por lo 
tanto, se deben actualizar las herramientas cuantitativas que 
evalúen el progreso en estos procesos. La Secretaría Perma-
nente del SELA ha estado desarrollando algunos indicadores 
para ello, como el IINTALC, el IPCR y el IVE, con los que se 
pretende contribuir al avance de los procesos de integración 
regional; estos índices son utilizados para evaluar los proce-
sos de regionalización, lo que permite compararlos con otras 
regiones y obtener datos importantes sobre su comercio y 
actividad económica.

Se deben actualizar semestralmente estos procesos para 
asegurar un monitoreo continuo y la disponibilidad de infor-
mación actualizada y confiable. Estos datos se emplean para 
trazar estrategias y políticas que promuevan el crecimiento 
económico en América Latina y el Caribe, y ayudar de este 
modo al desarrollo sostenible y equitativo de la región. Final-
mente, se ha destacado la importancia de fomentar la trans-
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parencia y la rendición de cuentas para aumentar la confian-
za entre los países miembros; esto se ha fortalecido gracias 
a la publicación periódica de informes y a la realización de 
reuniones abiertas.

Figura 15

Tabla resumen de lecciones aprendidas sobre el tema

Lecciones 
aprendidas

Ejemplos de aplicación práctica

Colaboración 
interinstitucio-
nal

Establecimiento de alianzas estratégicas 
con otros organismos regionales, como la 
OEA y la CEPAL, para desarrollar progra-
mas conjuntos de integración económica.

Participación 
ciudadana

Inclusión de organizaciones de la socie-
dad civil en mesas de trabajo y consultas 
públicas para la elaboración de políticas y 
programas de integración regional.

Desarrollo de 
capacidades

Capacitación y asistencia técnica a fun-
cionarios gubernamentales de los países 
miembros en áreas como comercio inter-
nacional, facilitación del comercio y polí-
ticas económicas, a través de programas 
de formación y workshops.

Nota: Elaboración propia.
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Conclusiones
Se derivan varias conclusiones y reflexiones del análisis de 
las políticas de convergencia intersecretarial en el contexto 
de la integración regional en América Latina y el Caribe. Se 
resalta, en primera instancia, el valor de la cooperación entre 
instituciones como un pilar para el progreso de la integración 
regional. La clave para impulsar el desarrollo económico y so-
cial en la región radica en la colaboración entre presidencias, 
secretarías y la participación activa de varios actores institu-
cionales en el diseño e implementación de políticas.

El avance hacia la integración regional se materializa en la 
convergencia de agendas y la coordinación intersecretarial 
entre diversos organismos, como la CAN, el Mercosur, la CA-
RICOM, el SICA, la AP, la ALBA-TCP, la CELAC y la AEC, con 
la participación del SELA. Estos esfuerzos buscan fomentar 
una integración más efectiva en la región, facilitando la comu-
nicación, la colaboración y el intercambio de conocimiento. A 
través de encuentros periódicos, se coordinan estrategias y 
proyectos en áreas como las cadenas de valor, la infraestruc-
tura y la seguridad alimentaria, lo que promueve la cohesión y 
el desarrollo conjunto entre países y bloques regionales. Esta 
colaboración fortalece los lazos y permite abordar de manera 
más efectiva los desafíos comunes al aprovechar sinergias y 
compartir recursos e información.

Además, es importante actualizar continuamente las herra-
mientas cuantitativas para medir el avance en los procesos 
de integración. El monitoreo del desempeño económico y co-
mercial de la región, así como la orientación en la toma de 
decisiones informada, se apoya en los índices creados por el 
SELA, tales como el IINTALC, el IPCR y el IVE.
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Se destaca también la importancia de fomentar la transpa-
rencia y rendir cuentas en todos los niveles de la integración 
regional. La publicación regular de informes y la celebración 
de reuniones abiertas ayuda a fortalecer la confianza entre 
los países miembros y asegurar que las políticas y programas 
sean inclusivos y representativos de las necesidades regio-
nales. En última instancia, es fundamental seguir aprendien-
do de la experiencia y ajustar las estrategias a los desafíos 
que van surgiendo para promover una integración exitosa y 
sostenible en América Latina y el Caribe.
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10

Foros de comercio de inversiones con China

EJE TEMÁTICO I: Recuperación Económica
PROGRAMA I: Integración Económica
PROYECTO A: Convergencia y Cooperación Institucional para 
la Integración

Resumen
El fortalecimiento de la relación económica entre China y los 
países de la región no solo se evidencia mediante la sus-
cripción de tratados de comercio, sino también a partir de 
la iniciativa de la Ruta de la Seda, que incluye el desarrollo 
de corredores económicos y la construcción de infraestruc-
turas, como rutas y puertos, para promover la conectividad 
y la cooperación económica. El objetivo de estos esfuerzos 
es aumentar la capacidad productiva y facilitar el intercambio 
comercial a fin de impulsar  el crecimiento económico y la 
diversificación de las exportaciones en la región.

El capítulo resalta también el rol del SELA en la promoción 
de espacios donde se discutan estrategias comunes de de-
sarrollo económico regional, alineadas con los objetivos del 
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desarrollo sustentable. Los foros de comercio entre América 
Latina y el Caribe y China son creados para promover la in-
versión y el desarrollo empresarial en la región a partir de una 
cooperación mutua.

Introducción

En las últimas décadas, China se ha consolidado como un 
actor central y se ha posicionado como un socio comercial 
de importancia para América Latina y el Caribe. Actualmente, 
el gran país asiático representa la segunda economía más 
grande del mundo, con un PIB de 18,1 billones de dólares 
en 2022, lo que equivale a alrededor del 18 % del total mun-
dial (CEPAL, 2023). Su alcance en las importaciones mun-
diales de bienes ha aumentado, pasando del 3,4 % en 2000 
al 10,6 % en 2022, lo que lo ubica como el segundo mayor 
importador mundial (CEPAL, 2023).

Las transformaciones internas en China han impulsado al país 
a buscar una mayor presencia a nivel mundial, compitiendo 
con otras potencias en diversos ámbitos, como el comercio 
internacional, las finanzas y el avance tecnológico (Ghiotto 
y Slipak, 2019). Con su creciente presencia en la región, el 
gigante asiático ha transformado el panorama económico, ha 
abierto nuevas oportunidades de cooperación e inversión y 
busca posicionarse “como principal potencia exportadora de 
bienes y servicios, profundizando la gran revolución geoeco-
nómica que contiene la transición hacia la región Asia-Pacífi-
co, encabezada por China” (Merino, et al., 2022, p. 7).

Un aspecto fundamental de la estrategia de desarrollo de Chi-
na es la iniciativa de la Franja y la Ruta (en adelante, la Franja 
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y la Ruta) o Belt and Road Initiative (BRI, por sus siglas en in-
glés), que no solo busca resolver desafíos internos como las 
desigualdades regionales, sino que también sirve como una 
herramienta para generar consensos y ampliar su influencia 
global. Desde la concepción de este proyecto, en 2013, China 
ha buscado expandir sus relaciones comerciales y fortalecer 
su presencia en el escenario internacional a través de la in-
versión en infraestructura y la apertura de nuevos corredores 
económicos. En este sentido, financiar grandes obras de in-
fraestructura en países de distintos continentes contribuye a 
fortalecer los lazos económicos y políticos de China con estas 
naciones, entre las que se incluyen Estados en América Lati-
na y el Caribe (Ghiotto y Slipak, 2019). 

Esta dinámica ha impulsado la creación del Foro Permanente 
de Inversiones con China, titulado “Alianzas para el fortaleci-
miento de los lazos comerciales y de inversión entre China y 
América Latina y el Caribe”, una iniciativa del SELA que bus-
ca potenciar la cooperación y el intercambio económico entre 
ambas regiones. Al reunir a actores políticos, empresariales y 
académicos de ambas latitudes, este evento busca promover 
un diálogo constructivo y explorar nuevas oportunidades de 
colaboración en áreas clave como comercio, inversión, tec-
nología y desarrollo sostenible.

En este contexto, se debe analizar no solo el potencial bene-
ficio de estas alianzas, sino también los desafíos inherentes. 
A través de este estudio de caso, se pretende profundizar 
en la dinámica de las relaciones económicas entre China y 
América Latina y el Caribe, examinando el impacto del Foro 
y explorando vías para una cooperación mutuamente benefi-
ciosa y sostenible.
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La importancia de China para la región
La relación entre China y los países de América Latina y el Ca-
ribe ha experimentado un crecimiento en las últimas décadas 
y se ha transformado en una de las asociaciones económicas 
más relevantes a nivel global. Según el Boletín Económico 
Anual publicado por la Universidad de Boston, el volumen de 
comercio entre China y la región alcanzó niveles récord en 
2022, con exportaciones a China valuadas en 184 000 millo-
nes de dólares y un estimado de 265 000 millones de dólares 
en bienes enviados desde la región hacia el gigante asiático 
(Hernández, 2023).

El inicio de esta tendencia se remonta a 2005, cuando Chile 
se convirtió en uno de los primeros países en establecer una 
estrategia de libre comercio con China y marcó así el comien-
zo de una serie de asociaciones estratégicas integrales entre 
el gigante asiático y otros países de América Latina y el Ca-
ribe. Más recientemente, en 2023, China dio continuidad al 
fortalecimiento de sus lazos económicos con la región al fir-
mar acuerdos importantes con países latinoamericanos, que 
incluyeron asociaciones comerciales con Ecuador, acuerdos 
relacionados con el comercio con Brasil y avances en Argen-
tina y Nicaragua. Estos acuerdos abarcan una amplia gama 
de áreas, desde la flexibilización de las barreras comerciales 
y arancelarias hasta la introducción del uso internacional del 
yuan en transacciones comerciales.

Este ascenso en la relación comercial entre China y América 
Latina y el Caribe ha generado un impacto en la economía 
y en el desarrollo de la región, ya que no solo ha impulsado 
el crecimiento económico y el nivel de las exportaciones de 
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los países latinoamericanos y caribeños, sino que también 
ha abierto nuevas oportunidades de inversión y cooperación 
en sectores estratégicos, como la energía, la infraestructu-
ra, la tecnología y la agricultura; por tanto, este intercambio 
comercial presenta una destacada estructura interindustrial 
(CEPAL, 2023). En 2022, el 95 % de las exportaciones de la 
región eran materias primas y manufacturas basadas en re-
cursos naturales, mientras que el 88 % de las exportaciones 
chinas consistían en tecnología baja, media y alta. Durante 
los últimos veinte años, ha habido una tendencia a la reprima-
rización de las exportaciones regionales; en cambio, el por-
centaje de exportaciones de manufacturas basadas en recur-
sos naturales ha disminuido del 48 % al 14 %. La región solo 
registra un superávit con China en cuatro sectores: extracción 
de minerales y petróleo; agricultura; productos alimenticios; 
bebidas y tabaco, así como madera y papel (CEPAL, 2023). 
Cuando se examina el comercio bilateral según los niveles de 
intensidad tecnológica, se nota que la región solo tiene exce-
dente en productos primarios.
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Figura 16

China: participación de los países de América Latina y el Ca-
ribe en las importaciones totales de productos seleccionados, 
2020-2022 (en porcentajes)

Nota: Perspectivas del Comercio Internacional de América Latina 
y el Caribe (p. 97), Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe, 2023, CEPAL.
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Figura 17
América Latina y el Caribe: distribución por países de las ex-
portaciones de bienes hacia China, promedio de 2020-2022 
(en porcentajes)

Nota: Perspectivas del Comercio Internacional de América Latina 
y el Caribe (p. 99), Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe, 2023, CEPAL.

Sin embargo, este aumento en la presencia china también 
plantea algunos puntos que deben ser tenidos en cuenta por 
parte de los países latinoamericanos y caribeños, incluida la 
necesidad de garantizar una relación equilibrada y mutuamen-
te beneficiosa, así como de preservar la soberanía y la auto-
nomía económica de cada nación. A su vez, es deseable que, 
en el desarrollo de las relaciones comerciales, los países de 
la región no caigan en un exacerbamiento de lógicas extracti-
vistas que podrían generar conflictos ambientales y tensiones 
socioeconómicas en los países receptores, lo que destaca el 
requerimiento de un marco legal sólido para proteger las inver-
siones chinas (Ghiotto y Slipak, 2019; Gadea, 2023).



154

Nuevas estrategias para potenciar el comercio 
entre China y América Latina y el Caribe

En un esfuerzo por impulsar aún más el comercio y la coo-
peración económica con los países de América Latina y el 
Caribe, China ha lanzado una estrategia que tiene como ob-
jetivo principal aumentar los intercambios comerciales y for-
talecer los lazos económicos entre ambas regiones, y marca 
un punto importante en la evolución de su relación bilateral. 
En el centro de esta estrategia, se encuentra la creación de 
una nueva ruta marítima que parte desde el puerto de Dalian, 
al norte de China, y se extiende hacia importantes destinos 
comerciales en América Latina y el Caribe. Conocida como 
“la Ruta”, esta iniciativa toma su nombre en homenaje a la 
histórica Ruta de la Seda de la Edad Media, y se aspira a que 
se torne relevante tanto en el ámbito económico como geopo-
lítico. Vale la pena aclarar que se suele identificar a “la Franja” 
como los acuerdos para expandir vías terrestres de comercio 
de China con otros países y a “la Ruta” con esta expansión 
por vía marítima. 

Desde su anuncio, la Franja y la Ruta han generado un no-
table interés, dado que China ha desplegado una ofensiva 
diplomática y ha realizado inversiones multimillonarias en 
proyectos relacionados con esta iniciativa, lo que ha lleva-
do a una mayor atención por parte de países centrales, or-
ganismos multilaterales y grandes empresas. Tal respuesta 
refleja la creciente demanda comercial y el reconocimiento 
del potencial que esta estrategia representa para el comer-
cio y la cooperación económica entre China y América La-
tina y el Caribe.
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Uno de los principales beneficios de esta iniciativa es la con-
siderable reducción del tiempo de tránsito entre puertos, es-
timada en, aproximadamente, 25 (veinticinco) días. Esta me-
jora en la logística agilizará los flujos comerciales y facilitará 
el intercambio de bienes entre ambas regiones, lo que contri-
buirá al desarrollo económico y a la integración comercial de 
los países involucrados. Además, se espera que la Franja y 
la Ruta generen impactos positivos en términos de crecimien-
to económico sostenible y de creación de empleo en ambas 
regiones, por lo que el compromiso del Gobierno chino de 
fortalecer las relaciones comerciales con América Latina y el 
Caribe, evidenciado a través de esta nueva iniciativa, ofrece 
un horizonte prometedor para el crecimiento económico y el 
desarrollo mutuo.

Integración regional y relaciones comerciales 
en contexto
En el marco de su iniciativa de la Franja y la Ruta, China ha 
desplegado una estrategia integral destinada a fomentar la 
integración regional y fortalecer las relaciones comerciales 
con el mundo. Esta propuesta abarca el desarrollo de una 
serie de corredores económicos que incluyen la construcción 
y ampliación de infraestructuras clave, como carreteras, vías 
férreas de alta velocidad, puertos, aeropuertos, plantas de 
energía, redes eléctricas y líneas de transmisión de datos.

El objetivo principal de estos corredores es aumentar la ca-
pacidad productiva de las regiones circundantes y las zonas 
aledañas mediante la creación de parques industriales y con-
glomerados fabriles. Esta estrategia no solo busca fortalecer 
los vínculos económicos entre China y sus socios en Europa, 
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Oriente Medio, Asia Central y Asia en general a través de vías 
terrestres, sino que también promueve la cooperación econó-
mica en regiones como América Latina y el Caribe a través de 
rutas marítimas (Foro Económico Mundial, 2024).

La ruta propuesta por China se presenta como una posibili-
dad de ampliar las oportunidades comerciales y generar nue-
vos flujos de inversión en América Latina y el Caribe (Gadea, 
2023). En este sentido, el SELA puede impulsar espacios de 
debate donde países de la región compartan sus experien-
cias y prácticas en su relación comercial con el gigante asiá-
tico; además, los foros de comercio entre América Latina y el 
Caribe y China son una manifestación concreta de esta es-
trategia, diseñados para fomentar la cooperación económica 
y promover el desarrollo empresarial en la región. Estos foros 
no solo buscan atraer inversiones chinas a los países miem-
bros, sino que también pretenden estimular el crecimiento de 
las pymes y diversificar las fuentes de ingresos de la región.

La agenda de la Ruta de la Seda y su impacto 
en la región 
La iniciativa de la Ruta de la Seda en los últimos años ha cre-
cido en la región, lo que se evidencia a través de una serie de 
acuerdos comerciales con países como Ecuador y Honduras. 
Estos ejemplos recientes destacan el impacto positivo que 
esta estrategia global tiene en la generación de empleo, el 
crecimiento de las exportaciones y el fortalecimiento de las 
relaciones económicas entre la región y China.

El Tratado de Libre Comercio entre Ecuador y China, que en-
tró en vigor tras ser ratificado por el Parlamento ecuatoria-
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no en 2024, elimina los aranceles para diversos productos 
ecuatorianos en el mercado asiático, lo que se espera que 
estimule la creación de empleos y un crecimiento en la oferta 
exportable, con un enfoque particular en el beneficio de las 
mipymes. Este acuerdo también busca reducir aranceles y 
abrir nuevos mercados para productos como carnes congela-
das, té y derivados agrícolas.

En un contexto similar, Honduras ha firmado un acuerdo con 
China para acelerar el proceso de negociación de un tratado 
de libre comercio que incluye la implementación de un Acuer-
do de Cosecha Temprana. Este tipo de convenios permiten la 
aplicación de exenciones arancelarias para la exportación de 
productos al mercado chino. El proceso se inició en marzo de 
2023 y ha venido allanando el camino para una mayor inte-
gración económica.

Estos ejemplos muestran cómo la agenda de la Ruta de la 
Seda está impulsando una mayor apertura y colaboración 
económica entre la región y China, y cómo los acuerdos co-
merciales resultantes no solo promueven el crecimiento eco-
nómico y la generación de empleo, sino que también contri-
buyen a diversificar las exportaciones y fortalecer la posición 
de la región en el escenario económico global. En este senti-
do, la iniciativa de la Ruta de la Seda representa una oportu-
nidad para profundizar y cimentar las relaciones económicas 
y comerciales entre la región y China en beneficio mutuo.

Conclusiones
En América Latina y el Caribe, es prioritario avanzar hacia 
una mayor integración económica y un desarrollo más pujan-



158

te, lo cual puede lograrse a partir de iniciativas como la de la 
Ruta de la Seda. El impacto tangible de esta estrategia global 
en la generación de empleo, el crecimiento de las exporta-
ciones y la diversificación económica se demuestra a través 
de los recientes acuerdos comerciales entre China y países 
latinoamericanos como Ecuador y Honduras.

Algunos elementos importantes de la Ruta de la Seda son 
la creación de corredores económicos y la mejora de in-
fraestructura clave, que buscan fortalecer la conectividad 
y la cooperación entre China y las regiones circundantes. 
Estos esfuerzos tienen la capacidad no solo de promover 
el crecimiento económico y la competitividad regional, sino 
también de impulsar la inclusión y el desarrollo sostenible 
en toda la región.

No obstante, se deben tomar en cuenta los desafíos y riesgos 
vinculados a la cada vez mayor relación económica entre Chi-
na y América Latina y el Caribe, como la dependencia exce-
siva de las exportaciones de materias primas y la vulnerabili-
dad frente a cambios en los precios de los productos básicos. 
La prioridad en cualquier acuerdo comercial futuro debe ser 
garantizar un comercio equitativo y sostenible, así como sal-
vaguardar los intereses sociales y ambientales.
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Hacia la consolidación de un protocolo de 
implementación del plan de acción regional 
para la reducción de riesgos de desastres

EJE TEMÁTICO III: Desarrollo Social
PROGRAMA II: Gestión Integral del Riesgo de Desastres y Cam-
bio Climático
PROYECTO A: Gestión Integral del Riesgo de Desastres y Cam-
bio Climático

Resumen
Este caso se enfoca en la necesidad de establecer estrate-
gias conjuntas para hacer frente a los desafíos derivados de 
los desastres naturales y sociales en América Latina y el Ca-
ribe. Dado el aumento de estos eventos como consecuencia 
del cambio climático, es importante entablar alianzas entre el 
sector público y el privado, y tomar medidas de mitigación y 
adaptación. Asimismo, se debe evaluar el efecto económico y 
social de los desastres en la región, con particular referencia 
a los sucesos ocurridos durante la pandemia de COVID-19, 
mientras se examinan distintas estrategias regionales para 



161

manejar el riesgo de desastres. Además, se proponen enfo-
ques preventivos, correctivos y compensatorios para abordar 
esta cuestión. El capítulo presenta una visión completa de la 
situación actual y sugiere medidas específicas para fomentar 
la cooperación regional y reforzar la capacidad de recupera-
ción ante las catástrofes.

Introducción 
En un mundo marcado por el cambio climático y la creciente 
movilidad de bienes y personas, los Estados enfrentan desa-
fíos cada vez más complejos para proteger a sus poblaciones 
de los impactos de los desastres naturales y otros eventos 
catastróficos. Desde la crisis por la pandemia del COVID-19 
hasta fenómenos climáticos extremos, la necesidad de estra-
tegias efectivas para mitigar amenazas y fortalecer la resilien-
cia se vuelve imperativa, ya que América Latina y el Caribe, 
por su posición geográfica, enfrenta niveles significativos de 
riesgo. Es importante reconocer que estos eventos no cono-
cen fronteras políticas o físicas, lo que subraya la necesidad 
de esfuerzos conjuntos entre países, organismos multilatera-
les y el sector privado.

En ese sentido, los desastres, según lo establecido por la 
base de datos mundial EM-DAT (Emergency Disasters Da-
tabase) (CRED, 2020), cumplen con al menos uno de los si-
guientes criterios: diez o más personas muertas, cien o más 
personas afectadas, declaración de estado de emergencia 
o llamado a asistencia internacional. Estos son entonces el 
resultado de la combinación de dos factores principales: la 
exposición a fenómenos naturales que pueden causar daños 
físicos y pérdida de vidas humanas y capital, y la vulnerabi-
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lidad de las personas y los asentamientos humanos frente a 
estos fenómenos. 

En este sentido, los compromisos establecidos en la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible brindan una hoja de ruta 
importante para enfrentar estos desafíos (Bello et al., 2020); 
también lo hace el Marco de Sendai, que es un acuerdo glo-
bal adoptado en la Tercera Conferencia Mundial de las Nacio-
nes Unidas, en 2015, que tiene como objetivo la reducción, 
prevención y respuesta a los riesgos de desastres a nivel 
mundial (Oficina de las Naciones Unidas para la Reducción 
del Riesgo de Desastres [UNDRR], 2021). Este marco busca 
fortalecer la resiliencia social y económica frente a desastres 
naturales, biológicos y tecnológicos, así como a eventos cli-
máticos extremos. Reconoce la responsabilidad compartida 
entre los Estados, Gobiernos locales, sector privado y otras 
partes interesadas en la reducción de riesgos, y además se 
centra en evitar nuevos peligros, reducir los existentes y re-
forzar la resiliencia a través de medidas integradas y colabo-
rativas. En este contexto, las alianzas público-privadas (APP) 
son también una herramienta importante para la reducción 
del riesgo de desastres, ya que, a partir de estas, no solo se 
puede trabajar para identificar y sistematizar buenas prácti-
cas en inversión y en construcción sostenible, sino que tam-
bién se amplía el enfoque de la protección civil y se evalúan 
medidas de prevención, preparación y respuesta. 

Justamente, la gestión del riesgo de desastres ha sido una 
prioridad en el Plan de Trabajo 2022-2026 del SELA; allí se 
destaca la urgencia de fortalecer la capacidad de respuesta 
y adaptación de los países frente a estos eventos y se esta-
blece una hoja de ruta con actividades donde se abordan es-
tos desafíos, con un enfoque en la gestión integral del riesgo 
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de desastres (GIRD) y el cambio climático. Según la UNDRR 
(2022), el riesgo de desastres se define como la posibilidad 
de pérdidas de vidas, lesiones o daños a activos en una co-
munidad durante un período específico de tiempo. Este ries-
go se determina considerando la probabilidad de un peligro, 
la exposición de la comunidad a este, su vulnerabilidad y su 
capacidad de respuesta. En otras palabras, las catástrofes 
surgen de la interacción entre la amenaza, la exposición, la 
vulnerabilidad y la capacidad de respuesta de una comuni-
dad, y comprender tal hecho es necesario para desarrollar 
estrategias efectivas de reducción del riesgo de desastres, 
los cuales han afectado a la región en los últimos años.

Figura 18
Efectos de los principales desastres ocurridos en las Améri-
cas en el marco de los acuerdos internacionales para la RRD 
(promedio anual)

(*) Datos al 31 de octubre de 2020. Incluye los muertos por la pan-
demia de COVID-19. No incluye afectados (directos o indirectos) ni 
pérdidas económicas por la pandemia.
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Nota: Adaptado del Informe de evaluación regional sobre el riesgo de 
desastres en América Latina y el Caribe (p. 35), Oficina de las Naciones 
Unidas para la Reducción del Riesgo de Desastres, 2021, UNDRR.

Actividades programadas por el SELA, como diplomados, fo-
ros y talleres, ofrecen espacios para reflexionar sobre los de-
safíos actuales y proponer innovaciones en las políticas públi-
cas regionales, por ejemplo, el Primer Diplomado en Gestión 
Integral de Riesgos de Desastres en América Latina y el Ca-
ribe, que busca fortalecer los sistemas de gestión integral de 
riesgos y mejorar la protección civil en la región. Además, el 
SELA ha establecido un grupo de trabajo para diseñar el Pro-
tocolo de Implementación del Plan de Acción Regional (PAR) 
para la reducción del riesgo de desastres en la región; este 
tiene como objetivo fortalecer la coordinación regional en la 
gestión del riesgo de desastres, identificando áreas centrales 
de acción y validándolas en reuniones con los puntos focales 
en gestión del riesgo de desastres de los países miembros.

Desarrollo, inversión y desastres en América 
Latina y el Caribe

El SELA ha identificado dos tipos distintos de desastres para 
comprender mejor su impacto en la región. En primer lugar, 
se encuentra el riesgo intensivo de desastres, caracterizado 
por una alta gravedad en los eventos y una frecuencia de 
ocurrencia que tiende a ser media o baja. Este tipo de riesgo 
afecta, principalmente, a áreas urbanas densamente pobla-
das que enfrentan amenazas de gran intensidad, como terre-
motos, actividad volcánica o inundaciones. Además de esos 
peligros, estas zonas suelen exhibir niveles significativos de 
vulnerabilidad, lo que agrava aún más el impacto de los de-
sastres (UNDRR, 2022).
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Por otro lado, se encuentra el riesgo extensivo de desas-
tres, el cual se distingue por una baja gravedad en los even-
tos, pero una alta frecuencia. Este riesgo es más común en 
comunidades expuestas a amenazas localizadas espacial-
mente, como inundaciones recurrentes, deslizamientos de 
tierra, tormentas o sequías. Es preocupante que estas co-
munidades, además de enfrentar estos eventos con regu-
laridad, se ven afectadas por condiciones de pobreza y de 
degradación ambiental, lo que disminuye su capacidad para 
hacer frente a las catástrofes y aumenta su vulnerabilidad 
ante ellas (SELA, 2023).

Figura 19

Manifestaciones del riesgo en las Américas por tipo de evento 
(1998-2017)

Nota: Informe de evaluación regional sobre el riesgo de desastres 
en América Latina y el Caribe (p. 45), Oficina de las Naciones Uni-
das para la Reducción del Riesgo de Desastres, 2021, UNDRR.
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El SELA y una estrategia regional para mitigar 
desastres
El Programa de Trabajo 2022-2026 de la Secretaría Perma-
nente del SELA incluye la elaboración de un protocolo para 
abordar el riesgo de desastres relacionados con fenómenos 
naturales en América Latina y el Caribe. Entre los objetivos de 
este protocolo, se espera continuar fortaleciendo la resiliencia 
de las comunidades latinoamericanas y caribeñas ante desas-
tres mediante la sistematización e identificación de estándares 
universalmente aceptados y compartidos, promoviendo accio-
nes conjuntas entre los países y revisando e impulsando nue-
vas prácticas en gestión del riesgo de desastres. En función 
de sus objetivos organizacionales y con el fin de sumar a otras 
instituciones para fortalecer este proceso, el SELA resolvió 
contratar la asesoría de La Red de Estudios Sociales para la 
Prevención de los Desastres en América Latina y el Caribe. 

Una de las primeras acciones del SELA fue elaborar y pre-
sentar el Diagnóstico base para la definición de un marco 
estratégico. Sin la acción multilateral, reducir el impacto y la 
cantidad de los desastres sería una acción lenta, costosa e 
ineficiente. En ese sentido, el riesgo de desastres tiene una 
faceta de gestión fundamental en el ámbito multilateral, no 
solo por las dinámicas propias de amenazas naturales que no 
contemplan los límites entre Estados (desde un huracán has-
ta una falla tectónica o una inundación), sino también porque 
existen procesos de orden global que afectan de modo similar 
a diferentes países vecinos (una sequía, por ejemplo). Es por 
ello por lo que la acción multilateral, guiada por principios de 
cooperación, complementariedad y subsidiariedad, tiene un 
potencial transformador y es positiva para atender este tipo 
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de fenómenos. En el SELA, se apunta a potenciar la acción 
conjunta y a fortalecer las redes regionales para la atención 
de esta materia. 

Estrategias regionales para la gestión del riesgo 
de desastres (GRD)
Se han desarrollado diversos instrumentos de orden hemis-
férico y subregional para la gestión del riesgo de desastres 
(GRD) en América Latina y el Caribe. Es importante destacar 
que la formulación de la GRD sigue un ciclo común en la ma-
yoría de las organizaciones, que comienza con el acuerdo, el 
cual implica la definición de una agenda política que posicio-
ne el tema y justifique un esfuerzo multilateral en torno a los 
impactos que generan los desastres. En esta etapa, se suele 
abrir un espacio para que diferentes instituciones y actores 
aporten información, argumentos, ejemplos y datos que per-
mitan perfilar de la mejor forma posible los rasgos del riesgo 
de desastres para el ámbito subregional.

Luego, sigue el diseño, que parte de un grupo mixto con ras-
gos tanto técnicos como políticos; ello permite definir los tér-
minos del acuerdo, establecer alcances y ámbitos de imple-
mentación. Posteriormente, se procede a la elaboración del 
plan, que implica crear diferentes versiones del texto que son 
consultadas con actores claves. En esta etapa, las distintas 
agencias han aprendido la importancia capital de la consul-
ta a las partes como una forma de garantizar que las fases 
siguientes logren cumplir sus objetivos. El siguiente paso es 
la implementación, donde existen diferencias más notables 
entre distintas organizaciones y el área que la lleva a cabo. 
Es fundamental que los organismos multilaterales renueven 
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o generen instrumentos o actividades para que los resultados 
del monitoreo sean relevantes a fin de captar los aprendizajes 
y las nuevas necesidades (SELA, 2023).

Los enfoques de la GRD
Los desastres naturales en América Latina y el Caribe son 
un fenómeno complejo que va más allá de la simple ocurren-
cia de eventos catastróficos, teniendo en cuenta que, como 
señala Guerrero (2018), estos desastres no son meramente 
“naturales”, sino que son el resultado de la interacción entre 
el riesgo y la vulnerabilidad de las comunidades ante las ame-
nazas ambientales. Como se ha mencionado, ningún país de 
la región está exento de sufrir desastres, y se ha experimen-
tado un aumento tanto en la frecuencia como en la intensidad 
de estos en las últimas décadas, lo cual ha generado costos 
económicos masivos, con pérdidas que superan significativa-
mente el PIB de varios países. 

El cambio climático está exacerbando la frecuencia y la gra-
vedad de las catástrofes en la región, lo que representa un 
desafío adicional para la gestión del riesgo de desastres; por 
este motivo, es imperioso incentivar el trabajo en soluciones 
que busquen mitigar las fragilidades económicas y sociales 
frente a dichos fenómenos. Hasta hace unos años, este tipo 
de eventos se consideraban aislados, y sus efectos podían 
ser anecdóticos, pero actualmente forman parte de la planifi-
cación de las instituciones dedicadas a la atención de emer-
gencias en los países (SELA, 2023).

Guerrero (2018) destaca que el aumento de la población y la 
concentración de asentamientos urbanos en áreas vulnera-
bles contribuyen a un mayor potencial de daños por desastres 
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en el futuro. En respuesta a estos desafíos, el Banco Intera-
mericano de Desarrollo (BID) está trabajando para mitigar los 
efectos negativos de los desastres en la región y, a tal efecto, 
ha implementado estrategias a fin de aumentar la resiliencia y 
promover el desarrollo sostenible, con el objetivo de proteger 
a las comunidades vulnerables y reducir el impacto de los 
desastres en la región.

El SELA (2023), por su parte, identifica tres enfoques para la 
generación del protocolo regional de la GRD. El primero de 
ellos es la gestión prospectiva, que se orienta a anticipar y 
prevenir nuevos impactos, o evitar la configuración de nuevos 
escenarios de riesgo de desastres. Este enfoque se basa en 
el análisis de potenciales escenarios que podrían comprome-
ter el desempeño de un servicio público, utilizando evidencia 
existente en términos de amenaza, vulnerabilidad y exposi-
ción, a partir de los cuales se busca determinar los procesos 
que podrían aumentar las condiciones de riesgo existente o 
generar un riesgo nuevo en el futuro. La gestión prospectiva 
define líneas de acción para evitar incrementos en la vulne-
rabilidad o la exposición del sistema de interés (SELA, 2023).

Por otro lado, la gestión correctiva implica la adopción antici-
pada de medidas o acciones en la planificación del desarrollo 
con el fin de reducir la vulnerabilidad existente, como tam-
bién acciones de capacitación, participación y concertación 
(SELA, 2023). Entre las acciones típicas de este enfoque, se 
incluyen la reubicación de personas o activos en riesgo, la 
reconstrucción o adaptación de edificaciones vulnerables, la 
recuperación de cuencas degradadas, la construcción de di-
ques, la limpieza de canales y alcantarillas, la canalización de 
ríos, el dragado continuo de ríos y reservorios, entre otras. 
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Finalmente, el tercer enfoque es la gestión compensatoria, 
que tiene como objetivo reducir los niveles de riesgo y reparar 
los daños provocados por desastres, y se centra en los mo-
mentos posteriores a un impacto. Se reconoce la inherencia 
del riesgo de desastres dentro de algunas actividades sec-
toriales, donde los daños e impactos seguirán ocurriendo en 
el corto plazo. En este contexto, las instituciones responden 
con acciones de recuperación que compensen los daños tan-
to al sistema de servicio como a los usuarios. En teoría, estas 
acciones compensatorias deberían disminuir con el tiempo a 
medida que se incrementan los niveles de resiliencia del ser-
vicio público (SELA, 2023).

Conclusiones
Se destaca en este capítulo la necesidad de fortalecer la coo-
peración regional y llevar a cabo estrategias integrales para 
disminuir los riesgos de desastres en América Latina y el Ca-
ribe. En un contexto en el que los fenómenos naturales y los 
eventos sociales se están volviendo más frecuentes e inten-
sos debido al cambio climático y a la reciente pandemia de 
COVID-19, es urgente establecer alianzas efectivas entre el 
sector público y el privado.

Es reconocido el valor de implementar acciones preventivas y 
correctivas que atiendan tanto la vulnerabilidad de las comu-
nidades como la infraestructura crítica. Este enfoque implica 
no solamente adoptar políticas de gestión del riesgo de de-
sastres a nivel nacional, sino también promover la coopera-
ción regional e integrar enfoques prospectivos, correctivos y 
compensatorios.

Reviste importancia el hecho de que los países de la región 
intercambien información, recursos y mejores prácticas para 
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establecer protocolos de acción fuertes y adecuados a las ne-
cesidades particulares de cada comunidad. También se hace 
hincapié en el valor de fomentar la resiliencia y la capacidad 
de adaptación en todos los ámbitos, desde la infraestructura 
hasta las políticas de protección social.

Cabe destacar entonces la importancia de tomar medidas 
concretas y coordinadas para proteger a las poblaciones vul-
nerables y construir un futuro más seguro y sostenible para 
toda la región. Solamente mediante un esfuerzo conjunto y 
comprometido, respaldado por la cooperación internacional y 
el compromiso político, se puede hacer frente a los desafíos 
presentes y futuros relacionados con los desastres naturales 
y sociales en América Latina y el Caribe.
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